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INTRODUCCIÓN 
 
 
El ordenamiento jurídico colombiano se caracteriza por la proliferación de 
leyes, que genera consecuencias e impacto en la vida cotidiana de los 
particulares, ya sea de carácter benéfico o perjudicial, caso último en el 
que el Consejo de Estado, juez, especializado en el reconocimiento de 
responsabilidad estatal, entendida esta como la capacidad de atender los 
actos propios y su ejecutar la reparación. Define en su jurisprudencia que 
mediante la acción de reparación directa, 1  con fundamento en los 
artículos 2, 6 y 90 de la Constitución, el Estado tiene la obligación de 
reparar los daños antijurídicos producidos por este. 
 
 
Sin embargo, el pago de la indemnización o reparación por el 
reconocimiento de la responsabilidad del Estado, se realiza del 
presupuesto público, integrado por el dinero de los contribuyentes2 que 
son los mismos ciudadanos, por lo tanto no es la institución (congreso) 
que indemniza los daños causados por el ejercicio del poder legislativo o 
por su omisión, es el Estado en general y por lo tanto el reconocimiento 
de la responsabilidad solo se queda en el ámbito de la indemnización o 
reparación, más no tiene consecuencias directas en el ejercicio funcional 
de los congresistas, que hasta la actualidad expiden leyes o en caso 
contrario omiten hacerlas, desconociendo la responsabilidad y exigencia 
que es tener la calidad de Servidores Públicos y el mandato 
constitucional. Actuaciones que se pueden enmarcar en el ámbito de lo 
disciplinario como faltas, ya que la producción de leyes afecta la vida 
económica, política y social del país. 
                                                        
1 Artículo 140, Ley 1437 de 2011 - Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo 
2 Persona obligada por Ley al pago de un impuesto, RAE. 
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Desde la expedición del Código Contencioso Administrativo en 19843, se 
estipuló la posibilidad jurídica de reconocimiento de la responsabilidad 
del Estado, así: 
 
“La responsabilidad administrativa del Estado, responsabilidad de 
los Servidores Públicos por daños que causen en ejercicio de sus 
funciones a título de dolo o culpa grave o acumulación de 
responsabilidad.” 
 
Después de la expedición de la Constitución de 1991, se continuó con la 
línea de reconocimiento y delimitación de la responsabilidad del Estado, 
a través de la reafirmación y supra valoración de los fundamentos 
contenidos en ella, a través de su máximo órgano protector, la Corte 
Constitucional que en Sentencia C-479 de 1992, ha determinado que los 
principios y valores en los que esta soportada la Carta Política, tiene 
efecto vinculante y garantista que alcance la responsabilidad de las 
ramas del poder público, como es el caso del Congreso. 
 
Así una vez establecida la responsabilidad por el hecho del legislador, 
como órgano del poder público del Estado, para efectos de la presente 
investigación es necesario enfocarse o delimitar en la acción disciplinara 
que vigila el actuar de los Servidores Públicos en su calidad de 
legislador, ya que en relación con sus poderes y la calidad poder 
constituyente secundario4 afecta con sus actuaciones la expedición de 
                                                        
3  Decreto 01 de 1984 Código Contencioso Administrativo, vigente hasta el 31 de 
Diciembre de 2013. 
4 Sentencia C-141/10, Corte Constitucional de Colombia, Magistrado Sustanciador: 
HUMBERTO ANTONIO SIERRA PORTO, que establece: "El poder constituyente 
originario tiene por objetivo el establecimiento de una Constitución, está radicado en el 
pueblo y comporta un ejercicio pleno del poder político, lo que explica que sus actos 
son fundacionales, pues por medio de ellos se establece el orden jurídico, por lo que 
dichos actos escapan al control jurisdiccional. A diferencia del poder constituyente 
originario, el poder constituyente derivado, secundario o de reforma se refiere a la 
capacidad que tienen ciertos órganos del Estado para modificar una Constitución 
existente, pero dentro de los cauces determinados por la Constitución misma, de 
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leyes generando consecuencias perjudiciales, omitiendo, desconociendo 
o quebrantando, los principios, valores constitucionales y demás normas 
generales y disciplinarias. 
 
DESCRIPCIÓN DEL PROBLEMA 
 
 
La Republica de Colombia de acuerdo al artículo primero de su 
Constitución se consagra como un Estado Social de Derecho bajo la 
separación del poder público en las ramas legislativa, ejecutiva y judicial 
y en consecuencia los funcionarios públicos que las integran se 
encuentran sometidos al control disciplinario del Ministerio Público en 
cabeza de la Procuraduría General de la Nación5 con fundamento de los 
artículos 2, 6, 90 y 124 de la Constitución.  
 
Sin embargo, cuando los congresistas tramitan y expiden leyes que son 
declaradas inexequibles o por el contrario las expiden acordes con el 
ordenamiento jurídico, pero  sus efectos causan perjuicios a personas o 
a la comunidad en general, o más grave aun cuando omiten la labor 
                                                                                                                                                                  
donde se desprende que se trata de un poder establecido por la Constitución y que se 
ejerce bajo las condiciones fijadas por ella misma, de manera que, aunque es poder 
constituyente, se encuentra instituido por la Constitución, por lo que es derivado y 
limitado, así como sujeto a controles." 
5  Procuraduría, General de la Nación: La institución constitucional del Ministerio 
Público tuvo su origen en la Carta Fundamental de la República de Colombia, 
Venezuela y Ecuador,-expedida el 29 de abril de 1830. Fue organizada; en desarrollo 
de dicha Constitución, mediante Ley del 11 de mayo de 1830.- En un comienzo, la 
ejerció el Procurador General de la Nación, como agente del poder ejecutivo, con 
atribuciones para defender a la Nación ante los tribunales y juzgados, velar por la 
observancia de las Leyes y promover ante cualquier autoridad civil, militar y 
eclesiástica los intereses nacionales y el orden público —artículo 100 de la 
Constitución de 1830,- En la primera Ley orgánica, se definió el Ministerio Público 
como un cuerpo de funcionarios encargado de promover la ejecución y cumplimiento 
de las Leyes, disposiciones del gobierno y sentencias de los tribunales; también 
supervigilaba la conducta oficial de los funcionarios públicos y perseguía los delitos.- 
Integraban el Ministerio Público el Procurador General, los Procuradores Generales de 
los Departamentos, los Procuradores de Provincia, los Síndicos Personeros y los 
agentes de Policía. 
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legislativa previamente establecida en la Constitución o mandatos 
internacionales, en la actualidad no se inician procesos disciplinarios, 
que hagan reproche disciplinario, bajo la aplicación de númerus apertus6  
con fundamento en las premisas de legalidad de las actuaciones de los 
congresistas en respeto de los principios, valores y fines de la 
Constitución. 
FORMULACIÓN DEL PROBLEMA: 
 
¿Existen en el ordenamiento jurídico colombiano elementos que permitan 
la configuración de la responsabilidad disciplinaria a los miembros del 
Congreso 7  por el ejercicio de promulgar leyes que son declaradas 
inexequibles por la Corte Constitucional? 
                                                        
6  Corte Constitucional de Colombia, Sentencia C-030/12, MP. LUIS ERNESTO 
VARGAS SILVA.- "El tipo abierto en derecho disciplinario hace referencia a aquellas 
infracciones que ante la imposibilidad del legislador de contar con un listado detallado 
de comportamientos que se subsumen en las mismas, remiten a un complemento 
normativo, integrado por todas • las disposiciones en las que se consagren deberes, 
mandatos y prohibiciones que resulten aplicables a los Servidores Públicos. Así, la 
tipicidad en las infracciones disciplinarias se determina por la lectura sistemática de la 
norma que establece la función, la orden o la prohibición y aquella otra que de manera 
genérica prescribe que el incumplimiento de tales funciones, órdenes o prohibiciones 
constituye una infracción disciplinaria. 
Corte constitucional de Colombia, Sentencia C-155/02, MP. CLARA INÉS VARGAS 
HERNÁNDEZ.- 'Teniendo en cuenta que como mediante la Ley disciplinaria se 
pretende la buena marcha de la administración pública asegurando que los servidores 
del Estado cumplan fielmente con sus deberes oficiales, para lo cual se tipifican las 
conductas constitutivas de falta disciplinaria en tipos abiertos que suponen un amplio 
margen de valoración y apreciación en cabeza del fallador, el legislador en ejercicio de 
su facultad de configuración también ha adoptado un sistema amplio y genérico de 
incriminación que ha sido denominado "numerus apertus", en virtud del cual no se 
señalan específicamente cuales comportamientos • requieren para su tipificación ser 
cometidos con culpa - como sí lo hace la Ley penal - , de modo que en principio a toda 
modalidad dolosa de una falta disciplinaria le corresponderá una de carácter culposo, 
salvo que sea imposible admitir que el hecho se cometió culposamente como cuando 
en el tipo se utilizan expresiones tales como "a sabiendas", "de mala fe", "con la 
intención de" etc. Por tal razón, el sistema de numerus apertus supone igualmente que 
el fallador es quien debe establecer cuales tipos disciplinarios admiten la modalidad 
culposa partiendo de la estructura del tipo, del bien tutelado o del  significado de la 
prohibición". 
7 Constitución Política de Colombia, 1991, TITULO V, de la Organización del Estado, 
Capitulo 1, de la Estructura del Estado, Articulo 114-Corresponde al Congreso de la 
República reformar la Constitución, hacer las leyes y ejercer control político sobre el 
gobierno y la administración. El Congreso de la República, estará integrado por el 
Senado y la Cámara de Representantes. 
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JUSTIFICACIÓN 
 
La responsabilidad disciplinaria 8 por los hechos y omisiones de los 
miembros del congreso se presenta como un tema de actualidad, ante la 
fallida reforma a la justicia, entre otros casos, que genera investigación 
de impacto socio-jurídico. La  no aprobación de la Ley de reforma a la 
justicia que en principio se ajustaba a las normas superiores, generó el 
inconformismo general de la ciudadanía hasta el punto de evitar su 
expedición por duda de corrupción y alto nivel de influencia; así con 
muchos ejemplos a nivel tributario, aduanero, contractual y comercial, se 
evidencia un manto de duda, frente al ejercicio legislativo y la forma en 
que se pagan favores o se blindan intereses políticos,  que como 
consecuencia en el tiempo generan desconfianza en la institución del 
Congreso y perjuicios para algunos miembros de la comunidad, de 
carácter indemnizable con fundamento en el artículo 90 de la 
Constitución, pero al no existir control o reproche disciplinario en la 
actividad legislativa, se siguen repitiendo, referidas estas conductas, 
generando un círculo vicioso, que a la postre conllevan al desgaste 
administrativo de los jueces y despilfarro del presupuesto público, por 
actuaciones que se pudieron haber evitado.  
 
                                                        
8  Corte Constitucional de Colombia, Sentencia C-030/12, MP. LUIS ERNESTO 
VARGAS SILVA- "El derecho disciplinario puede concebirse como la forma jurídica de 
regular el servicio público, entendido éste como la organización política y de servicio, y 
el comportamiento disciplinario del servidor público, estableciendo los derechos, 
deberes, obligaciones, mandatos, prohibiciones, inhabilidades e incompatibilidades, 
así como las sanciones y procedimientos, respecto de quienes ocupan cargos 
públicos. El derecho disciplinario constituye un derecho-deber que comprende el 
conjunto de normas, sustanciales y procedimentales, en virtud de las cuales el Estado 
asegura la obediencia, la disciplina y el comportamiento ético, la moralidad y la 
eficiencia de los Servidores Públicos, con miras a asegurar el buen funcionamiento de 
los diferentes servicios a su cargo. Su finalidad, en consecuencia, es la de 
salvaguardar la obediencia, la disciplina, la rectitud y la eficiencia de los Servidores 
Públicos, y es precisamente allí, en la realización del citado fin, en donde se encuentra 
el fundamento para la responsabilidad disciplinaria, la cual supone la inobservancia de 
los deberes funcionales de los Servidores Públicos o de los particulares que ejercen 
funciones públicas, en los términos previstos en la Constitución, las leyes y los 
reglamentos que resulten aplicables". 
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Por lo expuesto la investigación de responsabilidad disciplinaria de los 
Servidores Públicos en el ejercicio de la actividad legislativa, tiene plena 
validez y vigencia con el fin de sentar pronunciamientos académicos 
sobre la materia, y de esta forma incentivar y controlar a través del 
reproche disciplinario el ejercicio serio, profesional y especializado que 
requiere la producción de leyes para un país en conflicto, en 
cumplimiento del ordenamiento jurídico organizado conforme al Estado 
de Derecho que propugna la Constitución. 
 
OBJETIVO GENERAL 
 
Establecer los fundamentos y/o elementos jurídicos que permitan 
construir un control disciplinario del Estado legislador colombiano, en el 
ejercicio propio de expedición de normas declaradas inexequibles por la 
Corte Constitucional. 
 
 
OBJETIVOS ESPECÍFICOS: 
 
1. Determinar la configuración de la responsabilidad disciplinaria por 
expedición de normas declaradas inexequibles por la Corte 
Constitucional.   
 
2. Estipular las condiciones o circunstancias en las que se debe 
ejercer responsabilidad disciplinaria por expedición de normas 
declaradas inexequible por la Corte Constitucional.   
 
 
3. Fijar las consecuencias jurídicas en materia disciplinaria por la  
expedición de normas declaradas inexequibles por la Corte 
Constitucional. 
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HIPÓTESIS 
 
Considerando las distintas variables frente al problema objeto de 
desarrollo de la presente investigación, existen dos posibilidades de 
hipótesis, que se sustentan en el desarrollo doctrinal; el establecimiento 
o no de elementos que permitan la configuración, de la responsabilidad 
del Estado legislador. 
 
En principio es viable la configuración de responsabilidad disciplinaria del 
Estado legislador con fundamento en el artículo 90 de la Constitución 
Política de Colombia, como sustento legal del carácter uniforme y 
equivalente frente a las actuaciones, hechos u omisiones de todos los 
Servidores Públicos que representen el Estado. 
 
 
En contrapartida la hipótesis de la imposibilidad de configuración de la 
responsabilidad disciplinaria del Estado legislador, en consideración al 
carácter general y universal de la Ley, además de la inviolabilidad del 
voto y opinión en el ejercicio de la labor legislativa.  
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CAPITULO PRIMERO 
 
DE LA IRRESPONSABILIDAD A LA RESPONSABILIDAD DEL 
ESTADO 
 
 
La responsabilidad como elemento esencial en el desarrollo de la 
presente investigación, debe ser estudiada desde su origen, significado y 
desarrollo en los diferentes ordenamientos jurídicos a nivel de Francia, 
Italia, Inglaterra y estados latinoamericanos como México y Argentina, y 
la profundización en el ordenamiento jurídico colombiano, así como su 
contexto en material constitucional, legal, jurisprudencial y doctrinal. 
Además del contexto en materia de normatividad internacional que 
asegura, compromete y garantiza la responsabilidad en cabeza del 
Estado.  
 
 
De igual forma, se desarrollan preceptos en materia administrativa como 
la división funcional del poder público y el principio de legalidad como 
elementos en los que se origina y hace efectivo la responsabilidad de la 
persona jurídica del Estado. Así también en el presente capitulo se 
amplían las diferentes teorías existentes que comprometen o no la 
responsabilidad del Estado legislador. 
 
 
En efecto, en la construcción y fundación del Estado absolutista el 
monarca o rey era dueño inminente, extremista y riguroso del Estado y 
toda la soberanía y la concentración de poderes reposaba en él, 
completamente ajeno a la institución de responsabilidad, indemnización o 
reparación bajo la premisa de superioridad, omnipotencia y egolatría del 
mismo. 
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A pesar de las primeras nociones de responsabilidad estatal en la 
Revolución Inglesa (1215), y la Revolución Francesa (1789), es solo 
hasta el siglo XIX, que se cimentaron los postulados, principios, valores, 
sobre Derechos, derechos constitucionales, derechos fundamentales y la 
separación de poderes, que contrajo en sí la necesidad de reconocer la 
responsabilidad del Estado, como garantía de protección y 
reconocimiento efectivo de los derechos de los ciudadanos, 
reconociendo de igual forma la responsabilidad de los funcionarios 
estatales por violación a la Ley. 
 
Sin embargo, en Francia ante la disyuntiva de los actos administrativos 
de gestión y de autoridad, se vislumbró la responsabilidad directa del 
Estado, ya que de los primeros se indilgaba la responsabilidad personal y 
su posterior indemnización o reparación, por no actuar bajo el principio 
de igualdad, al distinguir el gobernante y la administración. 
 
Por lo tanto, los actos de gestión se regulaban por la normas del código 
civil francés 9 , con lo cual se tenía la oportunidad de demandar el 
funcionario para su indemnización por parte de quien sufrió el daño. 
 
Es así como Alessi describe: 
 
“La institución y la responsabilidad, juntamente con la del 
resarcimiento del daño surge primeramente en el campo del 
derecho privado, con la función de una sanación civilistica por 
cualquier violación de las esferas jurídicas protegidas” 10 
 
                                                        
9 Rémy Cabrillac, El Derecho Civil Francés desde el Código Civil, citando a , Cfr. 
Badinter, R., "Le plus grand bien...", Fayard, 2004, spéc. p. 17 et s. "Una Ley del 21 de 
marzo de 1804 promulga esas treinta y seis leyes, reuniéndolas en un "Código civil de 
los franceses" que abroga las disposiciones del antiguo derecho" 
10 ALESIS RENATO, (1970)- "Instituciones Del Derecho Administrativo", Barcelona, 
tomo II, página 505, Bosch. 
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Posteriormente con la intervención del Estado en la prestación de 
servicios públicos, las altas cortes fueron las llamadas a definir, 
reglamentar, justificar y argumentar las obligaciones sobre la 
responsabilidad, a través del ejercicio jurisdiccional, convirtiéndose en 
una garantía fundamental del Estado de Derecho, por la vía de 
antecedente judicial, lo que se acentuaría en el Estado Social de 
Derecho.  
 
1. Evolución de la Responsabilidad del Estado 
1.1. En el Contexto Internacional 
 
 
En el pasado el Estado francés, se encontraba fundamentado bajo el 
dogma de JEAN BODIN11, “El poder supremo sobre los ciudadanos y 
súbditos, no sometidos a las leyes”, considerando como atributo esencial 
y fundamental de existencia y permanencia del Estado hasta mediados 
del siglo XIX, sin embargo, la Ley taxativamente reconocía el nivel de 
indemnización con ocasiones a la actividad de construcción de obras 
públicas, los daños de guerras y los producidos por el Ejército. 
 
 
Cuando se establece en el modelo de Estado intervencionista, la 
obligación de indemnización esta se fundamenta en los artículos 1282 y 
1384 del Código Civil francés, que se referían a la responsabilidad 
indirecta, que a la postre se tornaron inaplicables a las relaciones 
publicas, determinando la necesidad de establecer dos tipos de 
responsabilidad estatal. 
 
 
                                                        
11 JEAN BODIN, (Septiembre, 2000), Reproducción parcial de Libro Primero, Capítulo 
VIII, Materiales de Derecho Constitucional Los seis libros de la República. 
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En el año de 1835, el Consejo de Estado francés estudio la 
responsabilidad del Estado legislador cuando el ciudadano 
M.DUCHATELLIR requirió la indemnización por los daños causados por 
el cierre de su fábrica, en consecuencia a la expedición de una Ley que 
prohibió la venta y la fabricación de los sucedáneos del tabaco, pero las 
pretensiones fueron negadas bajo el argumento de la generalidad de la 
Ley o el carácter universal de la misma. 
 
Con el fallo del 11 de enero de 1838, el Consejo de Estado francés 
determinó: 
 
“El Estado no debe ser responsable por las consecuencia de las 
leyes que en aras del interés general prohíben el ejercicio de una 
industria del Estado no pueden reclamarse otros créditos más que 
surgidos de un contrato o una disposición expresa y formal de la 
propia Ley” 
 
Sin embargo, la fundamentaciones de la teoría del príncipe12 en materia 
contractual de la sentencia de SOCITE DES PUBLICATIONS 
PERIODIQUES, del 2 de febrero de 1886 estableció: 
 
“El Estado debe indemnizar a sus co-contratantes por las 
modificaciones introducida en el estatus contractual en virtud de 
                                                        
12 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, CP: 
RICARDO HOYOS DUQUE-"El primer tipo de actos se presenta cuando la 
administración actúa como Estado y no como contratante. Allí se encuentra el acto de 
carácter general proferido por éste, en la modalidad de Ley o acto administrativo 
(hecho del príncipe); por ejemplo, la creación de un nuevo tributo, o la imposición de 
un arancel, tasa o contribución que afecten la ejecución del contrato.- El hecho del 
príncipe como fenómeno determinante del rompimiento de la ecuación financiera del 
contrato, se presenta cuando concurren la expedición de un acto general y abstracto, 
la incidencia directa o indirecta del acto en el contrato, la alteración extraordinaria o 
anormal de la ecuación financiera del contrato como consecuencia de la vigencia del 
acto y la imprevisibilidad del acto general y abstracto al momento de la celebración del 
contrato. Sólo se aplica cuando la norma general con incidencia en el contrato es 
proferida por la entidad contratante; si proviene de otra autoridad se estaría frente a un 
evento externo a las partes que encuadraría en la teoría de la imprevisión".  
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una ley cunado no existe una relación contractual, el Estado 
responde, única y exclusivamente, cuando la propia ley ha 
previsto el derecho a sus indemnización o su deber de resarcir”13 
 
Argumentando además que existe el deber de indemnizar, si existe un 
asentamiento tácito o expreso del legislador o salvo delegación del 
legislador o circunstancias excepcionales. 
 
En el fallo blanco de 1873, el Tribunal estableció los fundamentos o 
reglas y principios de acuerdo a las necesidades del servicio y la 
conciliación de los derechos del Estado y los particulares de la 
responsabilidad del Estado específicamente a un régimen jurídico propio, 
que se consagró con el principio de responsabilidad del Estado y 
determinando además la competencia de estos procesos en cabeza de 
la jurisdicción administrativa como su juez natural. 
 
En el fallo de 1938 de Fleurette, en la que se demandó una Ley de 1934, 
que prohibió la fabricación y venta de cualquier crema sustitutiva de 
leche, el Consejo de Estado francés desconociendo sus antecedentes y 
pronunciamientos, determinó que no se podía negar la indemnización 
aunque la Ley no estableciera taxativamente la misma. 
 
En el fallo de 1944 de Caucheteux y Desmont, se estudió la Ley que 
prohibió la utilización de glucosa en lugar de cereales en la producción 
de cerveza y en el fallo de 1963 de Bovero, la situación de arrendamiento 
de los locales a militares de Argelia, estableciendo este Tribunal que la 
reparación de los daños, no debían ser para algunos afectados, sino por 
el contrario a la generalidad y al indemnización debía proceder a pesar 
de su exclusión por parte del legislador. 
                                                        
13 JINESTA LOBO ERNESTO (2005) "Manual del Derecho Administrativo", España, p 
6 
 
Página 20 de 171 
 
Los postulados de reconocimiento de responsabilidad que más adelante 
desarrollo el Consejo por el hecho del legislador, determinó que procede 
cuando la norma es arbitraria o discriminatoria y vulnera el principio de 
igualdad, o cuando se impone un sacrificio a un particular que no está 
obligado a soportar. 
 
En España, existía la renuncia al reconocimiento de responsabilidad, ya 
que en principio el Estado solo era solidario con el agente especial y no 
cuando hubiera sido causado por el funcionario, quien específicamente 
respondía por sus actos. 
 
 
Pero ahora en el Estado moderno la responsabilidad se encuentra 
constitucionalizada por la circunstancia de error judicial, en el artículo 121 
de la Constitución de 1978 y 1602 en cabeza del Estado administrador, 
“Los particulares en los términos establecidos en la Ley, tendrán derecho 
a ser indemnizados por toda lesión que sufran en cualquiera de sus 
bienes y derechos, salvo en los caso de fuerza mayor, siempre que la 
lesión sea consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos”, 
postulado no aplicaba para el Estado legislador, ya que este, no es 
soberano u omnipotente y los ciudadanos están protegidos de la 
arbitrariedad del poder público, bajo un régimen de responsabilidad 
objetiva. 
 
 
En el caso de la sociedad mercantil Pedro Domec SA, quienes 
demandaron el impuesto a las bebidas alcohólicas, se estableció que no 
cabía la indemnización en materia de legislación tributaria a menos que 
se declare inconstitucional y si lo anterior sucede, no se puede conceder 
la indemnización a menos que la Ley vulnere los principios de carácter 
constitución de igualdad y progresividad tributaria. 
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Bajo la Ley 46 del 15 de mayo de 1977, se estableció la obligación de 
reincorporar unos empleados a una empresa, a pesar de que la empresa 
privada no contaba con los recursos económicos, para reincorporarlos y 
pagarles el sueldo, de tal forma que debió indemnizarlos, pero ante la 
demanda posterior el Tribunal de conocimiento desestimó la 
indemnización en el entendido que el detrimento económico provenía de 
la capacidad económica de las empresa misma y no de la aplicación de 
la Ley. 
 
 
En 1954 se expide la Ley de apropiación, que consagra el régimen de 
responsabilidad del Estado, en su artículo 121, que dispone :”Dará lugar 
también a indemnización con arreglo al mismo procedimiento toda lesión 
que los particulares sufran en los bienes y derechos a que esta ley se 
refiere, siempre que aquella sea consecuencia del funcionamiento 
normal o anormal de los servicios públicos”14 o “la adopción de medidas 
                                                        
14 MINISTERIO DE LA PROTECCIÓN SOCIAL, Memorando Sobre Servicios Públicos 
(2011), "Es el conjunto de prestaciones reservadas en cada Estado a la órbita de las 
administraciones públicas y que tienen como finalidad la cobertura de determinadas 
prestaciones a los ciudadanos. Son brindados por determinadas entidades, por lo 
general el Estado, y satisfacen primordialmente las necesidades de la comunidad o 
sociedad donde estos se llevan a cabo. Los servicios públicos pueden cumplir una 
función económica o social, o ambas), y pueden ser prestados de forma directa por las 
administraciones públicas o bien de forma indirecta a través de empresas públicas o 
privadas. En las bases fundamentales del Derecho Administrativo, y de acuerdo a la 
Jurisprudencia Francesa, el servicio público es definido como un elemento 
fundamental que busca la satisfacción del interés general, prestado a través de una 
persona o de un organismo público.- A la luz del artículo 365 de la Constitución 
Política de Colombia, "Los servicios públicos son inherentes a la finalidad social del 
Estado. Es deber del Estado asegurar su prestación eficiente a todos los habitantes 
del Territorio Nacional. Los servicios públicos estarán sometidos al régimen jurídico 
que fije la Ley, podrán ser prestados por el Estado, directa o indirectamente, por 
comunidades organizadas, o por particulares. En todo caso, el Estado mantendrá la 
regulación, el control, y la vigilancia de dichos servicios..." Conforme lo establece el 
artículo 430 del C.S. del T., el servicio público se considera como "...toda actividad 
organizada que tienda a satisfacer necesidades de interés general en forma regular y 
continua, de acuerdo con un régimen jurídico especial, bien que se realice por el 
Estado directa o indirectamente, o por personas privadas..."-Corte Constitucional en 
sentencia C- 450 de 1995, de la siguiente forma: "El carácter esencial de un servicio 
público se predica, cuando las actividades que lo conforman contribuyen de modo 
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de carácter discrecional no fiscalizables en la vía contenciosa, sin 
perjuicio de la responsabilidad que la administración pueda exigir de los 
funcionarios con tal motivo, excepto por fuerza mayor o caso fortuito”15. 
 
En el caso de la Ley 3 de 1964, que declaró una zona de interés natural, 
afectando con su declaración algunos inversionistas de proyectos 
urbanísticos, estableciendo la razonabilidad de la relación entre 
seguridad jurídica y reformas legislativas. 
 
En España el Tribunal Supremo manifiesta que es posible el daño de las 
expectativas y es posible su indemnización cuando estas fueron creadas 
por la propia administración o legislador. 
 
 
En Alemania, la responsabilidad estatal por el hecho del legislador, eran 
expresamente consagrados por la Ley a partir de 1831, así mismo tanto 
en la Constitución de 1919 y de 1949 la responsabilidad se encontraba 
fundamentada en la culpa, hasta la expedición de la Ley sobre 
responsabilidad patrimonial del Estado en 1981, artículo 5, inciso 
segundo: “Si consiste la infracción del deber en un comportamiento 
antijurídico del legislador, tendrá lugar la responsabilidad solo cuando y 
en la manera en que la Ley lo determine”, norma que posteriormente fue 
declarada exequible. 
                                                                                                                                                                  
directo y concreto a la protección de bienes o a la satisfacción de intereses o a la 
realización de valores, ligados con el respeto, vigencia, ejercicio y efectividad de los 
derechos y libertades fundamentales". 
15 Ley 95 de 1890, en su Artículo 90 - "Se llama fuerza mayor o caso fortuito, el 
imprevisto á que no es posible resistir, como un naufragio, un terremoto, el 
apresamiento de enemigos, los autos de autoridad ejercidos por un funcionario 
público, etc.” La fuerza mayor o caso fortuito, por lo general libera a una o a todas las 
partes de un contrato, de pagar o responder 4 por daños causados por el 
incumplimiento de una obligación, originado en un hecho constitutivo de fuerza mayor 
o causa fortuita. No se puede confundir la fuerza mayor o caso fortuito con la 
negligencia o la incompetencia, puesto que sólo se puede considerar fuerza mayor y 
caso fortuito a aquellos hechos a los que no es posible resistirse o que no es posible 
advertir o preverse". 
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En Italia, en principio no se encontraba consagrada la modalidad de 
responsabilidad en cuestión, pero más adelante, se reconoció la 
responsabilidad del Estado por leyes en el ámbito del Derecho privado, 
de forma indirecta y sin que a la fecha exista unidad de criterios, pero es 
en el artículo 28 de la Constitución que dispone “Los funcionarios y 
empleados del Estado y de los entes públicos serán directamente 
responsables con arreglo a las leyes penales, civiles y administrativas de 
los actos ejecutados violando sus derechos. En tales casos la 
responsabilidad civil se extiende al Estado y los entes públicos”. 
 
 
En Estados Unidos, no se concibe la responsabilidad estatal por la 
producción de la Ley, así esta haya sido declarada inconstitucional, solo 
tiene su excepción en la 5a enmienda  de la Constitución federal que 
establece: “Quien sea privado de su propiedad, debe recibir una justa 
compensación”. 
 
 
En Argentina en el año 1933, en Sentencia del caso Tomas Devoto y Cia 
Ltda, S.A, versus el gobierno, la Corte Suprema de Justicia por primera 
vez reconoce la responsabilidad del Estado en su carácter de poder 
público y logró la indemnización de los daños sufridos por el incendio 
causado en la reparación de la línea telefónica por culpa o imprudencia 
de los agentes del Estado16. 
 
En México la doctrina empieza a analizar el sistema de responsabilidad 
extracontractual del Estado en correspondencia con el principio de 
seguridad jurídica y por ende del Estado Social de Derecho, ya que por 
                                                        
16 VALERIO IZQUIERDO, FLORENTINO, (2000) "La Responsabilidad del Estado por 
Errores Judiciales", Buenos Aires, páginas 5 y 6. 
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ahora solo se reconoce una responsabilidad solidaria 17  únicamente 
cuando el funcionario actuó por dolo, sin embargo, el no reconocimiento 
amplio de responsabilidad del Estado obedece a condiciones 
económicas, al no tener el Estado presupuesto en sus arcas suficiente 
para indemnizar. 
 
1.1.2  En el Contexto Nacional 
 
 
En la concepción y el surgimiento del Estado colombiano, su 
responsabilidad se deducía en los artículos 16, 20, 51 de la Constitución 
Nacional de 1886, pero fue la jurisprudencia que desarrollo los preceptos 
constitucionales para la reparación, por el incumplimiento de los fines o 
funciones por los cuales estaban instituidas las autoridades 
administrativas. 
 
 
El Estado era responsable por cualquier hecho ajeno, como 
consecuencia de una elección equivocada asumida como culpa in 
eligiendo del articulo 347 o que no se empleó la debida diligencia bajo la 
culpa in vigilando, establecida en el artículo 2349 del código civil. Sin 
                                                        
17  Corte Constitucional de Colombia, Sentencia C-423/06 Magistrado Ponente: Dr. 
HUMBERTO ANTONIO SIERRA PORTO "El artículo 2347 del Código Civil 
colombiano, a su vez, dispone que "Toda persona es responsable no sólo de sus 
propias acciones para el efecto de indemnizar el daño, sino del hecho de aquellos que 
estuvieren a su cuidado". En tal sentido, se establece una forma de responsabilidad 
por el hecho ajeno, de carácter excepcional, basada en que se presume la culpa 
mediata o indirecta del responsable. De allí que los padres sean responsables 
solidariamente del hecho de los hijos que habitan en la misma casa; el tutor o curador 
es responsable de la conducta del pupilo que vive bajo su dependencia o cuidado; los 
directores de colegios y escuelas responderán del hecho de los discípulos mientras 
estén bajo su cuidado, y los artesanos y empresarios, del hecho de los aprendices o 
dependientes, en el mismo caso. Así pues, la Ley presume que los daños que 
ocasionen las referidas personas son imputables a quienes debían haber ejercido 
adecuadamente un control y vigilancia sobre aquéllos, y por ende, la víctima de tales 
perjuicios debe probar (i) el daño causado y el monto el mismo; (ii) la imputación del 
perjuicio al directo responsable; y (110 que este último se encuentre bajo el cuidado o 
responsabilidad de otro, bien sea por mandato legal o vínculo contractual". 
Página 25 de 171 
 
embargo, estas teorías fueron insuficientes frente a la realidad, por lo 
que la jurisprudencia tuvo que acogerse a la teoría francesa de falla en el 
servicio, sin dejar la teoría expuesta e incluso atendiendo a la teoría 
organicista que de acuerdo a BUSTAMANTE LEDESMA: 
 
“El Estado se compromete a través de los agentes que son los 
depositarios de su voluntad y que por esa misma razón ostentan 
el carácter de ser órganos suyos. En esta variante doctrina se 
hace una distinción de los individuos vinculados a las personas 
morales, agrupándolos en directores y representantes que son 
depositarios de la voluntad de las personas y en auxiliares o 
simples dependientes que no tienen la facultad de expresar la 
voluntad del ente moral “18. 
 
 
Con la expedición de la Ley 528 de 1964,19 se le confirió la competencia 
al Consejo de Estado para dirimir la responsabilidad estatal, por tal razón 
desde 1943 y con Sentencia de 1947, del Magistrado GUSTAVO 
VALBUENA GARCIA realiza el primer pronunciamiento sin necesidad de 
acudir al régimen privado. 
 
En los primeros manejos del tema, la Corte Suprema de Justicia, era 
quien dirimía los conflictos en materia de responsabilidad estatal, en 
cambio el Consejo de Estado tenia competencia frente a una declaratoria 
                                                        
18 BUSTAMANTE LEDESMA ÁLVARO (1999) "La Responsabilidad Extracontractual 
Del Estado", primera edición Santafé de Bogotá, página 14, Leyer. 
19 Consejo de Estado, seminario línea del tiempo (2009), Decreto de angostura del 30 
de Octubre de 1817.- El Consejo de Estado tuvo su origen en un decreto del General 
Simón Bolívar, expedido en la ciudad de Angostura el 30 de octubre de 1817, 
expedido en su calidad de Jefe Supremo de la República de Venezuela y Capitán 
General de sus Ejércitos y de los de la Nueva Granada. Se trataba de un órgano 
político administrativo, que sustituyó, en alguna medida, la representación ciudadana 
en los cuerpos de elección popular y contribuyó a la toma de decisiones 
administrativas, legislativas y de gobierno propias del Estado. Encuentra su inspiración 
en la institución creada en Francia por Napoleón Bonaparte en 1799. 
Página 26 de 171 
 
de nulidad, pero a partir de 1918, conocía de las reclamaciones por 
expropiaciones o daños en prioridad ajena por órdenes administrativas, 
sin embargo, solo hasta el año 1964 se trasladó la competencia a la 
jurisdicción administrativa. 
 
 
Para declarar responsable al Estado, el Consejo de Estado acudía a la 
teoría de la responsabilidad indirecta del artículo 2349 del Código Civil20 
colombiano, que asimilaba al Estado a la entidad del Derecho Público 
como patrón o empleador para endilgarle responsabilidad. Por lo tanto el 
Estado era responsable por no elegir adecuadamente a sus agentes o 
por no ejercer una vigilancia cuidadosa, “Culpa in eligiendo, culpa in 
vigilando”, fundamento que no era de aceptación absoluta por parte de la 
comunidad jurisdiccional, ya que el Estado no siempre escogía sus 
funcionarios de forma libre y no siempre actuaba a través de ellos. 
 
 
Los preceptos anteriores fueron replanteados por la Corte Suprema de 
Justicia acogiendo la responsabilidad directa bajo el artículo 2341 del 
Código Civil, en la que se encuentra la teoría organicista, que las 
personas jurídicas deben indemnizar los prejuicios causados por sus 
órganos, que la postre fue ineficaz. 
 
Desde el año de 1939, la Corte Suprema de Justicia acudió a la figura de 
falla en el servicio público, para fundamentar la responsabilidad 
                                                        
20 Legislación para la Protección de Derechos, biblioteca virtual Luis Ángel Arango, En 
1887 se expide el Código Civil colombiano, redactado por Don Andrés Bello, y en él se 
consagran diferentes mecanismos para proteger los derechos y resolver las disputas 
entre particulares. Cabe destacar el mecanismo contemplado en los artículos 1005 y 
2359, en donde se consagran por primera vez en el país las llamadas acciones 
populares, a través de las cuales cualquier ciudadano puede acudir ante un juez para 
solicitar la protección de un bien de interés general o público. Este mecanismo de 
protección de derechos sólo se popularizó más de un siglo después, por obra de la 
Constitución de 1991 y de la Ley 472 de 1998. 
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extracontractual o la falla anónima, teniendo como fundamento que el 
Estado debe procurar por el bien común, como principio de su existencia 
y la indemnización por el funcionamiento inadecuado de los servicios 
públicos. A partir del fallo de 1947 con el caso del periódico del SIGLO, la 
responsabilidad del Estado se dio por la teoría del daño especial. 
 
Mediante el artículo 67 y 68 de la Ley 167 de 1941, se establecía el 
régimen de indemnización frente a los daños indemnizables por el 
Estado así:  
 
“La persona que se crea lesionada en un derecho suyo 
establecido o reconocido por una norma de carácter civil 
administrativo podrá pedir que además de la anulación del acto se 
le establezca en su derecho, la misma acción tendrá todo aquel 
que se hubiera hecho parte en el juicio y demostrado su derecho”- 
artículo 68”también puede pedirse el restablecimiento del derecho 
cuando la causa de la violación es un hecho o una operación 
administrativa”. 
 
En este caso no será necesario ejercitar la acción de nulidad, sino 
demandar directamente de la administración las indemnizaciones o 
prestaciones correspondientes. 
 
En 1972 la Sección Tercera del Consejo de Estado, en pronunciamiento 
de consulta del Tribunal Administrativo de Cundinamarca determinó los 
presupuestos de la responsabilidad de Estado por falla en el servicio. 
 
1. Existencia del hecho 
2. Daño o perjuicio sufrido 
3. Relación de causalidad entre el hecho y el daño 
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En Sentencia de 1979 el Consejo de Estado en unificación de Sentencia 
determina que: 
 
1. La responsabilidad estatal no puede acogerse a supuestos 
normativos del Código Civil. 
2. La responsabilidad estatal es una garantía constitucional. 
3. La falla del servicio se puede originar de hecho, omisiones actos u  
4. operaciones. 
5. La culpa del servicio no es personal del empleado público, sino la 
culpa anónima del Estado. 
 
 
Finalmente con la Constitución de 1991, en el artículo 90, se justifica la 
responsabilidad estatal, bajo el concepto de lesión y de daño antijurídico, 
en correspondencia al detrimento patrimonial y la obligación no del deber 
jurídico de soportarlo, bajo el concepto objetivo de antijuridicidad, 
justificado en el régimen de responsabilidad objetiva, por la acción y 
omisión de las autoridades públicas, que en la actualidad se encuentra 
limitada a operaciones, actos y hechos administrativos, en concordancia 
con el artículo 1, 2, 6, 58, 336 y 123, de la Constitución Política, que se 
refleja como ejemplo en el artículo 27 de la Ley 80 de 1993 “Por la cual 
se expide el Estatuto General de Contratación de La Administración 
Pública”, al establecer la obligación del Estado de restablecer la ecuación 
del contrato estatal. 
 
 
 
 
 
 
Página 29 de 171 
 
1.2 Exposiciones sobre la Responsabilidad del Estado Legislador 
 
En la investigación del tema propuesto, se han encontrado el manejo de 
dos teorías por el doctrinante JIMENEZ LECHUGA F.J21 en su libro “La 
responsabilidad patrimonial de los poderes públicos en el derecho 
español, una visión de conjunto”, a saber: 
 
1.2.1 Teoría Negativa 
 
1. Es el constituyente el que debió haber decidido dejando su 
manifestación en la Carta Política, si el poder legislativo es objeto o 
no de responsabilidad. 
 
2. No es procedente la acción disciplinaria en el entendido, que el 
Congreso es la representación del pueblo quien ejerce el poder 
soberano. 
 
3. La expedición de las leyes es abstracta, de carácter impersonal y 
por lo tanto no generan acciones disciplinarias para sus 
originadores. 
 
1.2.2 Teoría Positiva 
 
 
1. La Constitución se fundamenta en valores y principios de 
obligación internacional y si interpretación se debe realizar bajo el 
respeto a los principios de igualdad, equidad y justicia y ante su 
desconocimiento o trasgresión se deben generar consecuencias. 
                                                        
21  Jimenez Lechuga Francisco Javier,  Diciembre de 1956, Abogado “La 
responsabilidad patrimonial de los poderes públicos en el derecho español una visión 
de conjunto”, Editorial Matcial Pons en Madrid a 1999 
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2. Los congresistas deben responder disciplinariamente porque el 
ordenamiento jurídico se encuentra fundamentado en los valores y 
principios constitucionales de la igualdad y la justicia. 
 
3. Cuando el afectado demuestra que el Estado Legislador 
desconoció o incumplió o violó los parámetros a los que se 
encuentra obligado puede exigir la indemnización previa 
demostración del nexo casual.  
 
 
La responsabilidad subjetiva del legislador: se produce por la 
antijuridicidad de la conducta y su autor es el legislador, por lo que la 
obligación resarcitoria solo se producirá: primero, si bien ante la 
actuación culposa en la tramitación o aprobación de una Ley. Segundo, 
si bien ante la violación de una regla de superior jerarquía o tercero por 
la actuación anormal del mismo. 
 
1.3 Insumos Normativos en Materia de Responsabilidad Disciplinaria del 
Estado Legislador 
 
1.3.1 Declaración Universal de los Derechos Humanos. 
 
Desde el 10 de diciembre de 194822, que se promulgó la Declaración de 
Derechos Humanos, se tiene fundamento para establecimiento de la 
                                                        
22 Considerando que la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por base el 
reconocimiento de la dignidad intrínseca y de los derechos iguales e inalienables de 
todos los miembros de la familia humana;- Considerando que el desconocimiento y el 
menosprecio de los derechos humanos han originado actos de barbarie ultrajantes 
para la conciencia de la humanidad, y que se ha proclamado, como la aspiración más 
elevada del hombre, el advenimiento de un mundo en que los seres humanos, 
liberados del temor y de la miseria, disfruten de la libertad de palabra y de la libertad 
de creencias; Considerando esencial que los derechos humanos sean protegidos por 
un régimen de Derecho, a fin de que el hombre no se vea compelido al supremo 
recurso de la rebelión contra la tiranía y la opresión; Considerando también esencial 
promover el desarrollo de relaciones amistosas entre las naciones; Considerando que 
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responsabilidad del Estado, bajo las máximas de los derechos que 
inherentemente le pertenecer al hombre por tener la condición de 
pertenecer a la especie humana, tales como:  
 
Artículo 4, La libertad consiste en poder hacer todo lo que no se 
perjudica a otro: así, el ejercicio de los derechos naturales de 
cada hombre no tiene otros límites que los que aseguran a los 
miembros de la sociedad el disfrute de esos mismos derechos. 
Estos límites no pueden ser determinados más que por la Ley, 
que constituye. 
 
Artículo 10: Toda persona tiene derecho, en condiciones de plena 
igualdad, a ser oída públicamente y con justicia por un tribunal 
independiente e imparcial, para la determinación de sus derechos 
y obligaciones o para el examen de cualquier acusación contra 
ella en materia penal. 
 
Artículo XVIII. Toda persona puede recurrir a los tribunales para 
hacer valer sus derechos, así mismo debe disponer de un 
procedimiento sencillo y breve por el cual la justicia lo ampare 
                                                                                                                                                                  
los pueblos de las Naciones Unidas han reafirmado en la Carta su fe en los derechos 
fundamentales del hombre, en la dignidad y el valor de la persona humana y en la 
igualdad de derechos de hombres y mujeres, y se han declarado resueltos a promover 
el progreso social y a elevar el nivel de vida dentro de un concepto más amplio de la 
libertad; Considerando que los Estados Miembros se han comprometido a asegurar, 
en cooperación con la Organización de las Naciones Unidas, el respeto universal y 
efectivo a los derechos y libertades fundamentales del hombre, y Considerando que 
una concepción común de estos derechos y libertades es de la mayor importancia 
para el pleno cumplimiento de dicho compromiso;- LA ASAMBLEA GENERAL 
proclama la presente DECLARACIÓN UNIVERSAL DE DERECHOS HUMANOS como 
ideal común por el que todos los pueblos y naciones deben esforzarse, a fin de que 
tanto los individuos como las instituciones, inspirándose constantemente en ella, 
promuevan, mediante la enseñanza y la educación, el respeto a estos derechos y 
libertades, y aseguren, por medidas progresivas de carácter nacional e internacional, 
su reconocimiento y aplicación universales y efectivos, tanto entre los pueblos de los 
Estados Miembros como entre los de los territorios colocados bajo su jurisdicción. 
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contra actos de la autoridad que violen, en prejuicio suyo, alguno 
de los derechos fundamentales consagrados constitucionalmente. 
 
1.3.2 Convención Interamericana de Derechos Humanos- Parte I- 
Deberes de los Estados y Derechos Protegidos, Capítulo I- Enumeración 
de Deberes, Artículo 1. Obligación de Respetar los Derechos 
 
 
En consecuencia y concordancia con el establecimiento de los derechos 
humanos, para el mundo occidental, que no significa por el contrario que 
al no ser reconocidos por los países del oriente, no tenga existencia 
plena, solo no, reconocen las vías de aplicación y coerción impuesto por 
el sistema de Naciones Unidas, y de la Convención de San José. 
 
El Pacto de San José de Costa Rica 23 , que origino la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos llevada a cabo desde el 7 al 22 de 
noviembre, de igual forma responde al sistema mundial de 
                                                        
23  PREAMBULO- Los Estados Americanos signatarios de la presente 
Convención, Reafirmando su propósito de consolidar en este Continente, dentro del 
cuadro de las instituciones democráticas,  un régimen de libertad personal y de 
justicia social, fundado en el respeto de los derechos esenciales del 
hombre; Reconociendo que los derechos esenciales del hombre no nacen del hecho 
de ser nacional de determinado Estado, sino que tienen como fundamento los 
atributos de la persona humana, razón por la cual justifican una protección 
internacional, de naturaleza convencional coadyuvante o complementaria de la que 
ofrece el derecho interno de los Estados americanos; Considerando que estos 
principios han sido consagrados en la Carta de la Organización de los Estados 
Americanos, en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y 
en la Declaración Universal de los Derechos Humanos que han sido reafirmados y 
desarrollados en otros instrumentos internacionales, tanto de ámbito universal como 
regional; Reiterando que, con arreglo a la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos, sólo puede realizarse el ideal del ser humano libre, exento del temor y de 
la miseria, si se crean condiciones que permitan a cada persona gozar de sus 
derechos económicos, sociales y culturales, tanto como de sus derechos civiles y 
políticos, y Considerando que la Tercera Conferencia Interamericana Extraordinaria 
(Buenos Aires, 1967) aprobó la incorporación a la propia Carta de la Organización de 
normas más amplias sobre derechos económicos, sociales y educacionales y 
resolvió que una convención interamericana sobre derechos humanos determinara la 
estructura, competencia y procedimiento de los órganos encargados de esa materia, 
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reconocimiento y capacidad de acción positiva para hacer valer y 
reconocer los derechos en los cuales se puede fundamentar la 
reparación e indemnización frente a la responsabilidad del Estado, como 
se enuncia a continuación:  
 
1) Los Estados partes en esta convención se comprometen a 
respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y a 
garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta 
a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, 
color, sexo, idioma religión, opciones políticas o de cualquier otra 
índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o 
cualquier otra condición social. 
 
1.3.3. Constitución Política, 1991. 
 
 
La Constitución Política de Colombia no es ajena a establecer los 
principios y fundamentos del marco jurídico que gobierna el país, como 
obligación internacional al ser parte del sistema de Naciones Unidas24 y 
el Pacto de San José o Convención Interamericana de Derechos 
Humanos.  
                                                        
24 LEY 16 DE 1972- (Diciembre 30)- por medio de la cual se aprueba la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos "Pacto de San José de Costa Rica", firmado en 
San José, Costa Rica, el 22 de noviembre de 1969".-CAPITULO I-Enumeración de 
Deberes. Artículo 1o. Obligación de respetar los Derechos. 1. Los Estados Partes en 
esta Convención se comprometen a respetar los derechos y libertades reconocidos en 
ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su 
jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza color, sexo, idioma, religión, 
opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición 
económica, nacimiento o cualquier otra condición social. 2. Para los efectos de esta 
Convención, persona es todo ser humano. 
Artículo 2o. Deber de Adoptar disposiciones de Derecho Interno. Si el ejercicio de los 
derechos y libertades mencionadas en el artículo 1 no estuviere ya garantizado por 
disposiciones legislativas o de otro carácter, los Estados Partes se comprometen a 
adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las disposiciones de 
esta Convención, las medidas legislativas o de otro carácter que fueren necesarias 
para hacer efectivos tales derechos y libertades 
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En la Constitución de 1991, se establecen las normas específicas que 
regulan las relaciones entre la administración y la ciudadanía, desde la 
normativa, reglada y firme, que tienen los Servidores Públicos de acatar 
la Ley, en aplicación al principio de legalidad hacerla cumplir, y 
propender por el reconocimiento y garantía de los Derechos Humanos de 
los colombianos, entre los que se encuentra:  
 
Art, 2 inciso 2.- Las autoridades de la republica están instituidas 
para proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su 
vida, hora y bienes creencias y demás derechos y libertades para 
asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de 
los particulares. 
 
Art.6- Los particulares solo son responsables ante las autoridades 
por infringir la Constitución y las leyes. Los Servidores Públicos lo 
son por la misma causa y por omisión o extralimitación en el 
ejercicio de sus funciones. 
 
Art.58- Se garantiza la propiedad privada y los demás derechos 
adquiridos con arreglo a las leyes civiles, los cuales no pueden 
ser desconocidos ni vulnerados por leyes posteriores. Cuando de 
la aplicación de una Ley expedida por motivos de utilidad pública 
o interés social, resultare en conflicto los derechos de los 
particulares con la necesidad por ella reconocida, el interés 
privado deberá ceder al interés público o social. - La propiedad es 
una función social que implica obligaciones. Como tal, le es 
inherente una función ecológica.- El Estado protegerá y 
promoverá las formas asociativas y solidarias de propiedad. 
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Por motivos de utilidad pública o interés social definidos por legislador, 
podrá haber expropiación mediante sentencias judiciales e 
indemnización previa. Este se fijará consultando los intereses de la 
comunidad y del afectado. En los caos que determine el legislador, dicha 
expropiación podrá adelantarse por vía administrativa, sujeta a posterior 
acción contenciosa administrativa, incluso respecto al precio. 
 
Art.90- El Estado responderá patrimonialmente por los daños 
antijurídicos que le sean imputables causados por la acción o la 
omisión de las autoridades públicas. - En el evento de ser 
condenado el Estado a la reparación patrimonial de uno de tales 
daños, que haya sido consecuencias de la conducta dolosa o 
gravemente culposa de un agente suyo, aquel deberá repetir 
contra este. 
 
El artículo expuesto es el fundamento esencial y elemental que reconoce 
y atribuye la responsabilidad del Estado, frente a los perjuicios causados 
a los ciudadanos, en correspondencia al principio de legalidad, principio 
de equilibrio ante las cargas públicas y buena fe legitima, ya desde el 
marco del sistema jurídico colombiano, se reconoce la posibilidad de 
perjuicios o daños por parte del Estado, que deben ser reconocidos por 
parte de este e indemnizados. Solo queda demostrar el verdadero 
perjuicio y la relación de causalidad entre la actividad lícita o no del 
Estado y su efecto dañino.  
 
Art. 124- La Ley determinara la responsabilidad de los Servidores 
Públicos y la manera de hacerla efectiva. 
 
Art. 158- Los congresistas serán inviolables por las opiniones y los 
votos que emitan en el ejercicio del cargo, sin perjuicio de las 
normas disciplinarias contenida en el reglamento respectivo. 
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Art. 336- Ningún monopolio podrá establecerse sino como arbitrio 
rentístico, con una finalidad de interés público o social y en virtud 
de la Ley. 
 
La Ley que establezca un monopolio no podrá aplicarse antes de que 
hayan sido plenamente indemnizados los individuos que en virtud de ella 
deban quedar privados del ejercicio de una actividad económica lícita. 
 
La organización, administración, control y explotación de los monopolios 
rentísticos estarán sometidos a un régimen propio, fijado por la Ley de 
iniciativa gubernamental. 
  
Las rentas obtenidas en el ejercicio de los monopolios de suerte y azar 
estarán destinadas exclusivamente a los servicios de salud. Las rentas 
obtenidas en el ejercicio del monopolio de licores, estarán destinadas 
preferentemente a los servicios de salud y educación. La evasión fiscal 
en materia de rentas provenientes de monopolios rentísticos será 
sancionada penalmente en los términos que establezca la Ley. 
 
 
El Gobierno enajenara o liquidará las empresas monopolísticas del 
Estado y otorgará a terceros el desarrollo de su actividad cuando no 
cumplan los requisitos de eficiencia, en los términos que determine la 
Ley. - En cualquier caso se respetaran los derechos adquiridos por los 
trabajadores. 
 
Art.154- Las leyes pueden tener origen en cualquiera de las 
cámaras a propuesta de sus respectivos miembros. 
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Art. 185- Los congresistas serán inviolables por las opiniones y los 
votos que emitan en el ejercicio de cargo, sin perjuicio de las 
normas disciplinarias contenidas en el reglamento respectivo. 
 
Así mismo la Constitución, determina los parámetros de funcionalidad y 
ejercicio de la labor legislativa, bajo la óptica del servicio público a 
disposición de los administrados y la limitación de acuerdo a la 
responsabilidad otorgada por el constituyente primario, es por tal razón 
que su labor funcional se debe en primer lugar al constituyente primario y 
garantizar su bienestar. 
 
Sin embargo en la actualidad y gracias al control que ejercen los 
ciudadanos sobre la función legislativa, se informa y denuncia ante el 
escrutinio público, como en la presente vigencia, el Congreso solo ha 
desarrollado su actividad y se les ha pagado por tramitar proyectos de 
Ley, para otorgar medallas y reconocimientos o declarar patrimonio 
cultural, elementos tan superficiales como  elevar a  categoría de 
patrimonio cultural la panela, cuando la actualidad colombiana atraviesa 
por una crisis  social, fiscal y presupuestal que sume a los colombianos 
en una calidad de vida más baja. 
 
1.3.4. Ley 734 De 2002- Por la Cual se Expide el Código Disciplinario 
Único. 
 
La Ley vigente disciplinaria establece de igual forma los elementos con 
los cuales se puede indilgar la responsabilidad del Estado a través de 
sus Servidores Públicos, que para efectos de la presente investigación, 
se refiere a los congresistas y para la propuesta contenida, se evidencia 
la especialmente la posibilidad de indilgar responsabilidad disciplinaria 
especialmente a los congresistas que tramitan leyes que a posteriori 
tengan que ser indemnizable o a los partidos políticos, por haber avalado 
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y apoyar a congresistas que no cumplen con la expectativa mínima de la 
buena fe, el profesionalismo y el reconocimiento moral,  como lo son:  
 
ARTÍCULO 23.- La falta disciplinaria. constituye falta disciplinaria, y 
por lo tanto da lugar a la acción e imposición de la sanción 
correspondiente la incursión en cualquiera de las conductas o 
comportamientos previstos en este código que conlleve 
incumplimiento de deberes, extralimitación en el ejercicio de 
derechos y funciones, prohibiciones y violación del régimen en 
inhabilidades, incompatibilidades, impedimentos y conflictos de 
intereses, sin estar amparado por cualquiera de las causas de 
exclusión de responsabilidad contempladas en el artículo 28 de 
presente ordenamiento. 
 
ARTÍCULO 25.- Destinarios de la Ley disciplinaria. Son 
destinarios de la Ley disciplinaria los Servidores Públicos, aunque 
se encuentren retirados del servicio y los particulares 
contemplados en el artículo 53 del libro tercero de este código. 
 
ARTICULO 35-. Prohibiciones. A todo servidor público le está 
prohibido: 
 
1). incumplir los deberes o abusar de los derechos o extralimitar 
las funciones contenidas en la Constitución, los tratados 
internacionalización ratificados por el Congreso, las leyes, los 
decretos, las ordenanzas, los acuerdos distritales y municipales, 
los estatutos de la entidad, los reglamentos y los manuales de 
funciones. 
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1.3.5. Ley 5 de 1992 “Por La Cual se Emite el Reglamento del Congreso; 
El Senado y la Cámara De Representantes”. 
 
Art124.- Excusa para votar. El congresista solo podrá excusarse 
de votar, con la autorización del presidente, cuando al verificarse 
una votación no haya Estado presente en la primera decisión, o 
cuando en la discusión manifiesta tener conflicto de intereses con 
el asunto que se debate. 
 
Art 296.- Causales. Perdida de la investidura se produce: 
 
1) Por violación del régimen de inhabilidades. 
2) Por violación del régimen de incompatibilidades. 
3) Por violación al régimen de conflicto de intereses. 
4) Por la indebida destinación de dineros públicos. 
5) Por tráfico de influencia debidamente controladas. 
 
De igual el Consejo de Estado y la Corte Constitucional, se han 
pronunciado y desarrollado la responsabilidad del Estado- legislador en 
Colombia, cuando las leyes son constitucionales a partir de las siguientes 
sentencias: 
 
La Sentencia de la Sala plena del Consejo de Estado, proferida el 
veinticinco (25) de agosto de 1998, con radicación IJ- 001, con ponencia 
del consejero JESÚS MARÍA CARRILLO BALLESTEROS y que resolvió 
el litigio que se entrabo entre Vitelvina Rojas Robles en contra del 
Ministerio de Relaciones Exteriores y del Congreso de la República 
representado en este caso por el Ministerio del Interior, por las 
consecuencias deducidas de la aplicación de la inmunidad jurisdiccional 
que confiere la Ley 6ª de 1972” la cual aprobó la Convención De Viena 
sobre relaciones diplomáticas, Ley que estableció la inmunidad de 
jurisdicción diplomática.”, ya que su aplicación le impide demandar y en 
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consecuencia perseguir una indemnización contra la embajada de 
Estados Unidos que con uno de sus carros diplomáticos atropello y 
causó la muerte de su esposo.  
 
 
La Sentencia de la Corte Constitucional C- 038 DE 2006 del primero (1) 
de febrero de 2006, con la ponencia del Magistrado HUMBERTO 
ANTONIO SIERRA PORTO y que resolvió una demanda de 
inconstitucionalidad  contra el artículo 86 –parcial,  del Código 
Contencioso Administrativo modificado por el artículo 31 de la Ley 446 de 
1998, sobre la responsabilidad de la administración, ya que desconocía 
el mandato constitucional del artículo 90, al omitir la responsabilidad del 
Estado legislador al no hacer expresa mención en la norma regulatoria. 
 
 
La sentencia de la Sección Tercera del Consejo de Estado, proferida el 
ocho (8) de marzo de 2007, con la radicación de 16.421, con ponencia 
de la consejera RUTH STELLA CORREA PALACIO y que resolvió el 
litigio entrabado entre CARLOS SAMMY LOPEZ MUSTAFA en contra del 
municipio de Virginia (Risaralda) y su alcalde25. 
 
 
La doctrina en Italia diferencia dos tipos de leyes, en primer lugar las que 
regulan la conducta de los particulares y si no se demanda su 
inconstitucionalidad, concurren las culpas entre los ciudadanos y el poder 
legislativo, descartando la indemnización. O las leyes que establecen 
una sanción por su incumplimiento y el silencio guardado para la 
indemnización, no es fundamento para declarar la responsabilidad del 
                                                        
25 http://www.londonoyarango.com/pdf/Articulo_Reconocimiento_Jurisprudencial_de_la
_Responsabilidad_del_Legislador.pdf pag 5-6 
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Estado, con fundamento en la supresión del cargo de contralor municipal, 
mediante acuerdo 6 de 1996, al cuál había sido elegido.  
 
En España para GARRIDO FALLA 26  “Sobre la responsabilidad del 
Estado legislador, considera toda carga o sacrificio de forma impuesta, 
que no se ha declarado inconstitucional, debe ser soportada y solo 
cuando sea expropiatoria podrá reclamar indemnización y por otro lado 
toda la Ley declarada inconstitucional, puede ser objeto de 
indemnización por quienes sufrieron perjuicio”. 
 
 
GARCIA DE ENTERRIA E. Y FERNANDEZ RODRIGUEZ T.R, “Curso de 
Derecho Administrativo Civitas”, establece tres elementos de 
responsabilidad del Estado legislador, que la Ley establezca la 
indemnización, que la Ley no la prevea, pero tampoco la excluya 
radicalmente y que la Ley la excluya expresamente. 
 
De igual forma indica que indica la antijuridicidad del daño es la 
existencia del deber de soportar el daño por parte de la víctima pues no 
se configura causal de justificación de la actividad estatal dañosa frente 
al afectado27. 
                                                        
26 FERNANDO GARRIDO FALLA, catedrático de Derecho Administrativo, (Granada, 
11 de octubre de 1921) se licenció en Derecho por la Universidad de su ciudad natal y, 
en 1952, se doctoró en Madrid. Unos años antes, en 1946, obtuvo por oposición una 
plaza de letrado de las Cortes, murió a los 82 años- (1989): "La constitucionalización 
de la responsabilidad del Estado", en Revista de Administración Pública (N° 119, 
Mayo-Agosto) pp. 7-48. 
27  Corte Constitucional- Sentencia de constitucionalidad – MP. ALEJANDRO 
MARTINEZ CABALLERO-“El perjuicio que es provocado a una persona que no tiene 
el deber jurídico de soportarlo. La Corte considera que esta acepción del daño 
antijurídico como fundamento del deber de reparación del Estado armoniza 
plenamente con los principios y valores propios del Estado Social de Derecho, pues al 
propio Estado corresponde la salvaguarda de los derechos y libertades de los 
particulares frente a la actividad de la administración. Así, la responsabilidad 
patrimonial del Estado se presenta entonces como un mecanismo de protección de los 
administrados frente al aumento de la actividad del poder público, el cual puede 
ocasionar daños, que son resultado normal y legítimo de la propia actividad pública, al 
margen de cualquier conducta culposa o ilícita de las autoridades, por lo cual se 
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Para LENGUINA VILLA, un daño antijurídico se presenta cuando la 
víctima no está en la obligación de soportar por imperativo explícito de 
ordenamiento la sesión de interés patrimonial garantizado por la norma 
jurídica28. 
 
1.4 Principialistica y Responsabilidad del Estado Legislador.  
 
1.4.1 Principio de la División Funcional del Poder 
 
 
Desde la concepción del Estado y el papel del poder en su evolución se 
debe aclarar que la división funcional del poder consistió en la unidad del 
poder público, pero con la división de sus funciones de acuerdo a los 
fines perseguidos por la Constitución, como las garantías y derechos de 
los habitantes del territorio, las condiciones de expresión y formación 
política, el ejercicio del control político y el aseguramiento de la 
administración de justicia. 
 
 
Agrupándose en seis categorías por parte de los doctrinantes, las 
funciones del poder público como la legislativa, ejecutiva, electoral, 
judicial, control fiscal y control disciplinario, pero en la actualidad existe la 
tendencia de realizar una división vertical de los poderes públicos, 
teniendo en cuenta la descentralización territorial del poder del Estado. 
                                                                                                                                                                  
requiere una mayor garantía jurídica a la órbita patrimonial de los particulares. Por ello 
el actual régimen constitucional establece entonces la obligación jurídica a cargo del 
Estado de responder por los perjuicios antijurídicos que hayan sido cometidos por la 
acción u omisión de las autoridades públicas, lo cual implica que una vez causado el 
perjuicio antijurídico y éste sea imputable al Estado, se origina un traslado patrimonial 
del Estado al patrimonio de la víctima por medio del deber de indemnización. 
Igualmente no basta que el daño sea antijurídico sino que éste debe ser además 
imputable al Estado, es decir, debe existir un título que permita su atribución a una 
actuación u omisión de una autoridad pública. 
28 Citado por VIDAL PERDOMO, (1961) "Derecho Administrativo", página, 284. 
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Sin embargo, en el ordenamiento jurídico de la mayoría de los países 
occidentales no se concibe un Estado Derecho sin la base constitucional 
que contemple la división del poder público y la plena y efectiva 
aplicación del principio de legalidad, que permiten establecer 
responsabilidad al Estado por actos ilícitos como los particulares y lícitos 
cuando se rompe el principio de igualdad ante las cargas públicas. 
 
 
La justificación para fundamentar la tesis de la división de poderes por 
parte de MONTESQUIEU 29  fue la tendencia del absolutismo, de la 
concentración del poder por un solo individuo y el abuso, generando 
riesgos para la libertad y garantía de los Derechos individuales por lo que 
se hace necesario generar un sistema de pesos y contrapesos o como 
en palabras de MONSTESQUIEU, “El poder que detenga al poder”. 
 
 
De tal forma que la división del poder se constituye en la lucha frontal 
contra la arbitrariedad como la afirma Werner Kägi 30 citado por GARCIA 
PELAYO  
 
“Cada tiempo tiene que buscar de acuerdo con sus realidades, la 
forma de orden que garantice óptimamente la admiración 
responsable del poder. Por ello es necesario liberarse de la 
trinidad dogmática y abrir la vía para una nueva concepción global 
de la pluralidad de posibilidades de dividir el orden político “31. 
 
                                                        
29 (1689 - 1755), cronista y pensador político francés. 
30 Werner Kägi (1909-2005), abogado, constitucionalista, su obra mas citadas es- La 
constitución como ordenamiento jurídico fundamental del Estado  
31  Derecho Administrativo, "La separación de los Poderes en Venezuela", (1979), 
Estudios sobre la Constitución, Caracas, Tomo II. Universidad Central de Venezuela. 
Imprenta Universitaria. 
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Existen criterios sobre la división del poder como el poder constituyente y 
el poder constituido, en el que primero proviene de la naturaleza del 
pueblo soberano y el segundo del legislativo con las limitaciones y 
condiciones impuestas por el pueblo. 
 
 
La división de poder estatal y el poder social, basados en un sistema 
democrático entre las esferas de las actuaciones de los particulares y el 
Estado, que permite un crecimiento mayor en la organización 
administrativa mientras que la injerencia de los poderes públicos 
aumente en los privados. 
 
 
MONTESQUIEU en su libro el “Espíritu de las Leyes capítulo VI”, 
identifica tres poderes, que garantiza las libertades públicas, cuando el 
poder legislativo y el poder ejecutivo se reúnen en la misma persona o en 
el mismo cuerpo, no hay libertad: falta la confianza porque puede tenerse 
que el monarca o el Senado, hagan leyes tiránicas y las ejecuten ellos 
mismos tiránicamente. 
 
“Todo se habría perdido si el mismo hombre, la misma 
corporación de próceres, la misma asamblea del pueblo, ejerciera 
los tres poderes; el de dictar las leyes: el de ejecutar las 
resoluciones públicas y el de juzgar los delitos o los pleitos entre 
particulares.” 
 
“No hay libertad si el poder de juzgar no está bien deslindado del 
poder legislativo y ejecutivo. Si no está separado del poder 
legislativo, se podría disponer arbitrariamente de la libertad y la 
vida de los ciudadanos como que el juez seria legislador. Si no se 
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está separado del poder ejecutivo el juez podría tener la fuerza de 
un opresor”. 
 
“Es una experiencia eterna que todo el hombre que tiene poder 
siente la inclinación de abusar de él, yendo hasta donde se 
encuentran sin límites. Quién lo diría, la misma virtud necesita 
límites. Para que se pueda abusar del poder es preciso que, por 
las disposición de las cosas, el poder frente al poder”32. 
 
 
El efecto de sus tesis, se vieron expuestas en la Constitución de 
norteamericana de 1787, luego en la Declaración de los Derechos del 
Hombre y del Ciudadano de 1789 y las siguientes constituciones del siglo 
XVIII. 
 
Para GARCIA PELAYO, la división de los poderes es el fin que asegura 
los derechos individuales, en principio en el monarca se concentraban la 
suma del poder público, ya que una vez doblegada la clase feudal, el rey 
y la monarquía se establecían como dueños absolutos del poder, con 
potestades y facultades legitimas para la dirección política, administrativa 
y la promulgación de leyes, juzgar la conducta de sus súbditos y ejecutar 
la decisión, frente a lo cual la división de poderes representaba el 
cambio33. 
 
Sin embargo, para tener una división constante de los poderes, es 
preciso que no estén separados del todo: en otros términos, es menester 
que cada uno de ellos tenga en su órbita, pero no absolutamente aislada 
                                                        
32  DREYZIN DE KLOR ADRIAN , "La Eficacia de las Sentencias en un Espacio 
Integrado" , paginas 3-97 
33  MIDON MARIO A.R., (1997) "Manual de Derecho Constitucional", pagina 22, 
editorial pluss ultra. 
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de los demás para que cada uno se conserva dentro de sus límites, 
debidamente estipulados.34. 
 
Uno de los presupuestos que permiten la división del poder es el 
orgánico, en el que los órganos estatales se constituyen como 
manifestaciones de las diversas estructuras funcionales y escánciales del 
Estado, como el judicial, ejecutivo y legislativo, pero tal distinción solo es 
el enfoque global y es allí donde surge el presupuesto de la titularidad, 
manifestado en un determinado sujeto o grupo, como los legisladores, 
los jueces y el presidente. 
 
 
Pero es necesario que esos órganos y sus integrantes estén dotados de 
funciones exclusivas de carácter incompatible, que se materializan de la 
actuación del poder, como por ejemplo las competencias del poder 
legislativo, ejecutivo y judicial, que requieren autonomía para su ejercicio 
como manifestaciones de soberanía y autodeterminación. 
 
 
De todas formas la división requiere de la cooperación, para la 
concentración y el entendimiento y la aquiescencia entre sí para dar 
lugar a un solo acto del Estado frente los particulares, como la 
promulgación de una Ley con la sanción del presidente. 
 
 
Lo fundamental es el control y vigilancia entre sí, o el sistema de 
contrapesos, que eviten la arbitrariedad y discriminación y por el contrario 
se mantengan en un mismo nivel o por lo menos se tense la superioridad 
o la equivalencia de sus competencias y el equilibrio con fundamento en 
                                                        
34 LABOULAYE E, (1886)" Estudios sobre la Constitución de Estados Unidos", pagina 
327. 
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la Constitución, apareciendo de esta forma nuevas funciones estatales 
difíciles de encasillar en la antigua división de poderes, como los asuntos 
políticos o temas transnacionales. 
 
 
En el estudio la división funcional del poder público encontramos, que en 
las constituciones esto se ve reflejado y tiene relación con el principio de 
separación de poderes, principio de colaboración o de cooperación, que 
tiene como objetivo la consecución de las finalidades del Estado y el 
bienestar colectivo, principio de jerarquía y coordinación de los poderes 
públicos. Estándose a lo sujeto por el control jerárquico, para 
manifestarse como un bloque o presentarse bajo una unidad orgánica. 
 
 
1.4.2 Principio de Legalidad. 
 
 
Es importante destacar que uno de los mayores logros de la división 
funcional del poder público, es el principio de legalidad, que consiste en 
ejercer la prevalencia de la Ley por encima de cualquier actividad o 
función del poder público, por lo que las acciones del Estado deben estar 
justificadas en la Ley de conformidad con la Constitución. 
 
 
Características que definen al Estado Social de Derecho, al delimitar las 
actuaciones de los Servidores Públicos, constituyéndose como una 
garantía fundamental del derecho al debido proceso, que se concreta en 
el respeto de los derechos ya adquiridos, en la aplicación de los 
procedimientos, de un juez competente, asuntos propios de su 
conocimiento y el derecho de defensa. 
 
Página 48 de 171 
 
“En efecto, el principio de legalidad circunscribe el ejercicio del 
poder público al ordenamiento que lo rige, de manera que los 
actos de las autoridades, las decisiones que profieran y las 
gestiones que realicen, estén en todo momento subordinadas a lo 
preceptuado y regulado previamente en la Constitución y las 
leyes”35. 
 
 
Este principio tiene sus orígenes en el surgimiento de los derechos 
humanos, que fueron plasmados por primera vez en la Carta Magna 
inglesa de 1215, en el reino de Juan sin tierra, en donde se limitaba el 
poder del monarca”36. 
 
 
“Ningún hombre libre, será arrestado, o detenido en prisión, o 
desposeído de sus bienes, proscrito o desterrado molestado de alguna 
manera y no dispondremos sobre él, ni lo pondremos en prisión, sino 
por el juicio legal de sus pares, o por la Ley del país.” 
 
 
Sin embargo, es en la declaración de los Derechos del Hombre y del 
Ciudadano del 1789, en donde se determina su alcance “La Ley es la 
expresión de la voluntad general. Todos los ciudadanos tienen derecho a 
concurrir personalmente o por medio de representantes, a su formación. 
Debe ser la misma para todos, sea que proteja o sea que castigue. 
Todos los ciudadanos, siendo iguales a sus ojos, son igualmente 
admisibles a todas las dignidades, cargo y empleo públicos, según su 
capacidad y sin otra distinción que la de sus virtudes y talentos “ 
 
                                                        
35 Sentencia T-433 de 2002, Corte Constitucional, M.P., RODRIGO ESCOBAR GIL 
36 FLEINER, (1999,) "Derechos Humanos", Bogotá, página 17, temmis. 
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En la actualidad el principio de legalidad 37  es el límite, el techo que 
somete al Estado al cumplimiento del ordenamiento jurídico preexistente 
y todos los principios que permiten el desarrollo de un Estado 
democrático, ya que es un principio fundamental del Derecho público, 
que garantiza a seguridad jurídica. 
 
 
De igual forma también presupone la superioridad de la Constitución y de 
Ley en sentido material, es la manifestación de la igualdad fraternidad y 
libertad, que tiene alcances de responsabilidad internacional, que lo 
flexibilizan y lo redefinen como lo ocurrido en los juicios de Núremberg 
“Toda persona que cometa un acto que constituya delito de derecho 
internacional es responsable de él y está sujeta a sanción “, por lo tanto 
el hecho de que el derecho interno no imponga pena alguna por un acto 
                                                        
37  Corte Constitucional- Sentencia de Constitucional. M.P. JUAN CARLOS HENAO 
PEREZ “El principio de legalidad equivale a la traducción jurídica del principio 
democrático y se manifiesta más precisamente en la exigencia de lex previa y scripta. 
De esta forma, al garantizar el principio de legalidad se hacen efectivos los restantes 
elementos del debido proceso, entre ellos la publicidad, la defensa y el derecho 
contradicción. Desde esta perspectiva, interesa al juez constitucional que el legislador 
observe dichos elementos. Desde ese punto de vista, la vigencia de la ley conlleva su 
“eficacia jurídica”, entendida como obligatoriedad y oponibilidad, en tanto hace 
referencia “desde una perspectiva temporal o cronológica, a la generación de efectos 
jurídicos obligatorios por parte de la norma de la cual se predica; es decir, a su entrada 
en vigor”. Entonces, cuando se fija la fecha de inicio de la vigencia de una ley se 
señala el momento a partir del cual dicha normatividad empieza a surtir efectos, de la 
misma manera se alude al período de vigencia de una norma determinada para 
referirse al lapso de tiempo durante el cual ésta habrá de surtir efectos jurídicos. En 
términos de la sentencia C-957 de 1999, la ley por regla general comienza a regir a 
partir de su promulgación, salvo que el legislador, en ejercicio de su competencia 
constitucional, mediante precepto expreso determine una fecha diversa a aquella, 
facultad igualmente predicable del legislador extraordinario. Los efectos jurídicos de 
los actos legislativos y de las leyes que se producen a partir de la promulgación en el 
Diario Oficial, dan lugar a su oponibilidad y obligatoriedad sin que por ello se afecte la 
validez ni la existencia de las mismas. Así, de acuerdo con la sentencia C-932 de 2006 
“ el Legislador –y dentro de esta denominación hay que incluir también el legislador 
extraordinario- es el llamado a determinar el momento de iniciación de vigencia de una 
ley, y a pesar de contar prima facie con libertad de configuración al respecto, tal 
libertad encuentra un límite infranqueable en la fecha de publicación de la ley, de 
manera tal que si bien se puede diferir la entrada en vigencia de la ley a un momento 
posterior a su publicación, no se puede fijar como fecha de iniciación de la vigencia de 
una ley un momento anterior a la promulgación de la misma” 
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que no constituya delito de derecho internacional no exime de 
responsabilidad de derecho internacional a quien lo haya cometido”38. 
 
 
El principio de legalidad tiene plena vigencia en relación con la función 
sancionatoria del Estado en correspondencia con el bloque de 
constitucionalidad y los compromisos internacionales. 
 
En el capítulo se profundiza  sobre la responsabilidad disciplinaria del 
Estado legislador y la normatividad  nacional e internacional de carácter 
obligatorio para los Estados y sus disposiciones reglamentarias, de igual 
forma se hace énfasis y desarrollo sobre la responsabilidad disciplinaria 
en Colombia frente a los principios de la Ley 734 de 2002 y la Ley 5 de 
1992, sobre el reglamento interno del Congreso, para afianzar el 
reproche disciplinario que puede tener el Congreso en representación del 
Estado.  
 
1.4.3 Objeto Jurídico Materia de Responsabilidad del Estado Legislador  
 
 
JEAN JACQUES ROUSSEAU39, define la Ley como la expresión de la 
voluntad en dos niveles, la del pueblo y por el pueblo de naturaleza 
soberana por su origen de pueblo y la Ley que representa la expresión 
de la voluntad general que beneficia a la sociedad completa y debe ser 
de voluntad general en su origen o en su contenido, “La Ley como regla 
general, es decir, una exigencia que no se presente como un caso 
particular o individuos específicos, sino que es adoptada en aplicación de 
                                                        
38  citado por FERNANDO VELAZQUES, (1950) " La Flexibilidad del Principio de 
Legalidad y los Crímenes que Agravian a la Humanidad", Comisión de derecho 
internacional de las Naciones Unidas 
39  ROUSSEAU, Jean-Jacques: El contrato social...cit., pp. 62-63; Vid. CARRÉ DE 
MALBERG, Raymond: op. cit., p. 4 
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antemano en todos los casos y todas las personas dentro de las 
previsiones del texto”. 
 
La Ley “Es una regla social obligatoria, establecida de forma parmente 
por la autoridad pública y sancionada por la fuerza”, según PLANIOL40, 
que implica que haya una voluntad superior que ordena y otra inferior 
que obedece, su sanción implica el castigo que conlleva no cumplirla la 
cual puede ser de carácter preventiva o representativa. 
 
También se entiende por Ley una declaración de la voluntad soberana, 
manifestada de forma prescrita por la Constitución, que manda, prohíbe 
o permite; sus características son: 
 
1. General: que sea para todas las personas que reúnan las condiciones 
previstas por ella. 
 
2. Obligatoria: la Ley debe cumplirse aun en contra de la voluntad de las 
personas. 
 
3. Impersonal: la Ley está creada para aplicarse a un número 
indeterminado de personas y no a uno en específico. 
 
4. Abstracta: la Ley está creada para aplicarse a un número 
indeterminado de casos, para todos aquellos que caen en los 
supuestos establecidos por las normas. 
 
Dependiendo de lo que van a regular las leyes, se clasifican en: 
 
                                                        
40 MARCEL PLANIOL, (1853-1931), Abogado e historiador  
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1. Leyes reglamentarias: - se emiten para detallar los aspectos 
específicos de los derechos y obligaciones de un determinado 
precepto que la Constitución establece. 
 
2. Leyes orgánicas: - su principal función es establecer la estructura y 
funcionamiento de los diferentes órganos estatales. 
 
3. Leyes ordinarias o secundarias: - todas aquellas no son ni orgánicas ni 
reglamentarias. 
 
4. Ley especial: - el Código Civil establece que las disposiciones 
contenidas en los códigos y las leyes nacionales especiales aplican 
con preferencia a las de este código en materias que constituyen su 
especialidad. 
 
De igual forma la Ley se diferencia por el fin de su vigilancia, ya sea por 
abrogación, que consiste en dejar sin efecto la totalidad de una Ley o 
derogación que es dejar sin efecto una norma jurídica o Ley, en alguna 
de su parte, esto es, dejar sin efecto parcialmente a una Ley. 
 
 
Desde la Declaración de Derechos y Libertades del Hombre y el 
Ciudadano de 1789, en su artículo 4, establece “La libertad consiste en 
poder hacer todo lo que no perjudica a otro: así, el ejercicio de los 
derechos naturales de cada hombre no tiene otros límites que los de 
asegurar a otros miembros de la sociedad el disfrute de esos mismos 
derechos. Estos límites no pueden ser determinados, por la Ley, que se 
traduce en la expresión “de la voluntad general”, del artículo 6, y que 
contiene las limitaciones admisibles en la sociedad a la libertad del 
individuo, conforme a los artículos 5 a 8 de la declaración, son ellas las 
que fijan las limitaciones que deben soportar ciudadanos, como “La Ley 
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solo debe prohibir las acciones perjudiciales a la sociedad. Lo que no 
está prohibido por la Ley no debe ser estorbo. Nadie debe verse obligado 
a aquello que la Ley no ordena”, “La Ley no debe imponer otras penas 
que aquellas que son evidentemente necesarias; y nadie debe ser 
castigado en virtud de una Ley promulgada con anterioridad a la ofensa y 
legalmente aplicada.” 
 
Para GARCIA DE ENTERRÍA41“La Ley el ámbito de lo jurídico positivo, 
mal puede imputarse a sus efectos un perjuicio antijurídico. Los prejuicios 
derivados de las leyes son cargas legales y no daños; aunque podría 
afectar indemnización a los efectos dañosos de una Ley formal cuando 
se entiende que tal Ley presenta una laguna sobre la materia, y en vista 
de la integración de tal laguna con los principios generales del derecho”. 
 
1.4.4 Principio de Responsabilidad  
 
Se constituye como uno de los pilares básicos del Estado Social de 
Derecho que tiene por fin la reparación o resarcimiento de las lesiones 
antijurídicas o por rompimiento al principio de igualdad antes las cargas 
públicas, en la esfera patrimonial o extra patrimonial del individuo, 
causada por el Estado. 
 
 
Siempre bajo el enfoque de la responsabilidad objetiva, pues el Estado 
carece de conciencia y autonomía para que voluntariamente se obliga o  
cometa un daño, pero solo tiene eficacia mientras exista un daño, un 
hecho generado y un nexo causal atribuible al Estado bajo los títulos de 
imputación aceptados por la jurisprudencia de las Cortes colombianas. 
 
                                                        
41 GARCÍA DE ENTERRÍA, Eduardo: "Los principios de la nueva Ley de expropiación 
forzosa: potestad expropiatoria, garantía patrimonial, responsabilidad civil de la 
administración", Madrid, Instituto de Estudios Políticos, 1956, p. 192 
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Frente a los daños causados por acción o por omisión por la 
administración a los Servidores Públicos se establece que ellos asumen 
voluntariamente un riesgo especial que tiene el deber jurídico de soportar 
y por lo tanto no sería objeto de indemnización, siempre que no tenga la 
opción de alegar culpa de la víctima. 
 
 
Del denominado bloque de constitucionalidad y el ámbito de jurisdicción 
de los sistemas de protección de derechos regionales, continentales o 
universales, se puede inferir el principio de responsabilidad 
administrativa, ya que de esta se nutren los Estados sociales y 
democráticos de Derecho, que tiene una interpretación amplia y no se 
encuentra vedadas o exentas algunas conductas, como se puede 
verificar en el artículo 90 de la Constitución. 
 
 
PAUL CRAIG42 estima que el ejercicio del poder de elegir justifica al 
menos una responsabilidad limitada solo para los casos más graves en la 
apreciación del poder. De hecho, el ejercicio de ese poder implica una 
decisión difícil, que es más de una opción política. La responsabilidad no 
puede ser considerada para las decisiones tomadas dentro del poder 
concedido. El reconocimiento de la responsabilidad del Estado legislador 
se constituye en una garantía de responsabilidad de los poderes 
públicos. 
 
1.4.5. Principio de Igualdad ante las Cargas Públicas 
 
Consiste en la protección Constitucional o legal de la igualdad de los 
individuos frente a las actuaciones de la administración o la Ley, 
                                                        
42  (1939), economista, escritor y periodista conservador estadounidense. Ocupó el 
cargo de subsecretario del Tesoro en la administración Reagan. 
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procurando el respeto por los derechos humanos y la efectividad de las 
garantías, pero esta igualdad; así mismo lo hace responsable frente a las 
exigencias como los tributos, las contribuciones y la colaboración con los 
gastos públicos. 
 
La doctrina del principio de confianza legítima se fundamenta en la 
protección intensa a los derechos subjetivos de los habitantes frente al 
poder público, ejerciendo medidas administrativas o jurisdiccionales 
frente al abuso y defraudación, constituyéndose en un factor fundamental 
para el orden político, garantista, liberal, democrático y legal del ejercicio 
de los derechos fundamentales y reconocimiento de legitimidad por parte 
de la institución en el ordenamiento jurídico. 
 
La confianza legítima se origina de regulaciones, normatividad o actos 
administrativos o normas de derecho blando, que tiene que ser aprobada 
por el ciudadano a través de su conducta o la omisión a su reproche y 
que deber ser valorada y protegida por el poder público, poniendo en una 
balanza la exigencia de la protección legitima y el interés general o 
intereses públicos afectados. 
 
 
La expresión máxima de la confianza legítima de los habitantes es la 
responsabilidad y respeto frente al ordenamiento normativo generando 
estabilidad y protección frente a ciertos presupuestos legales que le 
permiten desarrollarse y generar ámbitos de crecimiento económico. 
 
 
La confianza legítima está directamente relacionada con el principio de la 
buena fe, de la que se espera del comportamiento leal, transparente y 
ajustado a derecho del funcionario público, con el propósito de blindar de 
coherencia los actos emanados del Estado. 
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El principio de igualdad en el sostenimiento de las cargas públicas dado 
por primera vez en la Declaración de Derechos del Hombre y del 
Ciudadano 1789, cuyo artículo 13 establece “Para el mantenimiento de la 
fuerza pública y los gastos de la administración, una contribución común 
es indispensable: ella deber ser repartida igualmente entre los 
ciudadanos, según sus facultades” (…) “unos ciudadanos no deben sufrir 
más que otros las cargas impuestas en interés de todos”, sin que tenga 
plena aplicación sobre temas financieros o tributarios, al contrario se 
relaciona en las sujeciones o cargas destinas a satisfacer un interés 
público general. 
 
Para el profesor ALTAMIRA GIGENA J.43asimila el principio de igualdad 
antes las cargas públicas con la teoría del bien común, como fundamento 
de la responsabilidad del Estado de garantizar la plena satisfacción de 
los intereses sociales a la totalidad de los miembros de la comunidad, en 
correspondencia con la teoría de la solidaridad humana, argumentado 
que:  
 
"Los cimientos de la doctrina de la responsabilidad deben 
buscarse en el principio de la solidaridad humana, que es 
precisamente el que informa e impone ayuda reciproca a todos 
los individuos que constituye la colectividad. Sus fuente no deben 
buscarse en la moral ni en la caridad, sino en un acto de justicia 
distributiva que la sociedad está obligada a realizar para aquellas 
personas que por hechos que no le son imputables se encuentra 
                                                        
43 Tessier Jorge – la responsabilidad de la puissance publique, Paris 1906, op 147 
citado por  Altamira Gigenta, Julio “ La responsabilidad del Estado- “los ciudadanos no 
deben sufrir  uno más que otros las cargas impuestas en el interés de todos, de donde 
resulta que los daños excepcionales , los accidente  que el poder público causa a los 
particulares, deben ser indemnizados pro el presupuesto que están formado por las 
contribuciones de toda la colectividad… cuando el Estado ejecuta  que perjudica  a un 
habitante haciéndoles sufrir un daño injusto con respecto a los demás ciudadanos está 
obligado a indemnizar ese daño para no romper el principio de equidad, de igualdad, 
que ampara por igual a todos los habitantes”.  
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de pronto y por un acontecimiento ajeno a su voluntad, en 
situación de inferioridad para cumplir con su fin individual y social, 
y siendo el Estado el órgano por el cual la sociedad realiza esa 
obra de solidaridad, ya que por su enorme magnitud escapa al 
poder del individuo, es quien debe afrontar este problema y 
resarcir. Como el perjuicio lo ha sufrido el damnificado por un acto 
o un hecho imputable a un agente del Estado que lo ocasiona en 
un acto del servicio o con motivo de él o empleando los medios 
que el Estado facilita, transforma la obligación moral, impuesta 
por la solidaridad humana de ayuda recíproca, en una obligación 
jurídica de indemnizar otorgándole la acción y el derecho para 
exigirla." 44 
 
Los ciudadanos deben soportar manejar cierto grado de tolerabilidad o 
soporte frente a las cargas impuestas por el Estado en contraprestación 
a la soberanía delegada y la vida en comunidad, sin embargo, si existe 
un daño este debe ser concomitante y especial aplicando al criterio 
cuantitativo y su intensidad debe ser superior a la normal, para que se dé 
el criterio cualitativo.  
 
 
Como sistema de imputación en materia de responsabilidad 
administrativa en la actualidad no tiene un gran desarrollo jurisprudencial 
en concordancia con el artículo 90 de la Constitución y las tesis 
contradictorias de la soberanía y autorregulación del pueblo como 
Constituyente Primario, la presunción de legalidad de las leyes, la acción 
de inconstitucional y la inviolabilidad del voto del congresista como 
agente Constituyente secundario. 
                                                        
44 ALTAMIRA, PEDRO- Responsabilidad Extracontractual del Estado", Córdoba, 1941, 
pág. 86y 87, obra citada por Alvaro Castro Estrada" La responsabilidad patrimonial del 
Estado en México, fundamento constitucional y legislativo". 
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Pero es quizás el impacto hacia la estaticidad del derecho por lo que su 
reconocimiento no ha sido objeto serio y profundo de estudio y 
pronunciamiento de las altas Cortes, ya que el legislador al verse o 
vislumbrarse en una futura responsabilidad limita su configuración 
legislativa en proporción a la realidad. 
 
 
LEÓN DUGUIT45, en su tratado de Derecho Constitucional desfigura el 
término jurídico de soberanía como irreal y caducado, ya que es el 
Estado quien debe asegurar a su población todos los riesgos derivados 
de su actividad incluyendo la legislativa, de igual forma plantea los 
siguientes cuestionamientos: 
 
La responsabilidad por causa de la Ley no se encuentra en el dolo 
teniendo en cuenta la generalidad de la Ley sino en el rompimiento del 
principio de igualdad de las cagas públicas.  
 
 
Si una Ley prohíbe o restringe una actividad inicialmente licita pero 
considerada peligrosa o nociva para la vida social o individual, en tal 
caso el legislador no debe indemnizar, en tal caso los perjudicados no 
pueden alegar la igualdad ante las cargas públicas o el aseguramiento 
mutualista contra el riesgo social, si una Ley prohíbe una actividad, sin 
considerarla nociva para el bien común, con el propósito de traspasarla 
al sector público y organizar un servicio público la indemnización es 
preceptiva y se fundamenta en un derecho superior, también admite la 
posibilidad de responsabilidad cuando la Ley guarde silencio u omita y 
cause un perjuicio a quien actúa lícitamente.  
 
                                                        
45  PIERRE MARIE NICOLÁS LEÓN DUGUIT (1859 - 1928), jurista francés 
especializado en Derecho público. 
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Con el pronunciamiento del Consejo de Estado francés en los fallos de 
LA FLEURETTE del 14 de enero de 1984 y BOVERO del 23 de Enero de 
1963 46 , se reconoce por primera vez la responsabilidad del Estado 
francés, frente a un daño causado por una Ley a un grupo determinado 
de personas fundamentado en el rompimiento del principio de igualdad 
ante a las cargas públicas y no aplica para leyes de carácter general, 
impersonal y abstracto.  
 
 
La omisión en la Ley de establecer una indemnización no es óbice para 
reconocerla independientemente de si en los regímenes jurídicos se 
encuentra o no sometido a reserva de Ley, por lo tanto por vía judicial no 
era posible reconocer la indemnización por exclusión legal que tiene el 
deber de la carga probatoria el que le han causado el daño, pero 
expresamente no procede cuando una Ley incide sobre una actividad 
prohibida inmoral ilícita o contraria a la sanidad nacional o el orden 
público.  
 
 
Es la víctima quien debe soportar el daño excepcional y especial que 
tiene impacto grave en su relación de vida superando el nivel permitido 
de sacrificio impuesto a los ciudadanos como contraprestación de la 
convivencia social o el pacto social pero además que este sacrificio no 
haya sido impuesto en atención a un interés prominente como las 
medidas de ordenación o intervención económica.  
                                                        
46 LA FLAURETTE “se demandó una ley de 1934 que había prohibido la fabricación y 
venta de cualquier crema sustitutiva de la leche lo que obligó al cierre de la empresa 
accionante”- BOVERO “sobre locales arrendados a militares de la guerra de Argelia”, 
tomado de WILSON RUIZ ORJUELA – “Responsabilidad del Estado Legislador”, 
revista Civilzar- 2005. 
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En España la responsabilidad se encuentra dada por la Constitución, 
pero con fundamento en los servicios públicos, limitando en un primer 
plano la responsabilidad del Estado legislador amparada por los 
pronunciamientos de su Tribunal Constitucional al determinar que la 
actividad legislativa no se puede incluir dentro del concepto de servicios 
públicos47. 
 
"Los particulares, en los términos establecidos por la Ley, tendrán 
derecho a ser indemnizados por toda lesión que sufran en 
cualquiera de sus bienes y Derechos salvo en los casos de fuerza 
mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos"  
 
De igual forma reconoce la indemnización cuando se decrete una 
expropiación la creación de un monopolio por parte del Estado, sin que 
previamente la Ley lo determine o no. También en España las leyes 
pasan por el control de constitucionalidad en cabeza del tribunal 
especializado y con la declaratoria de responsabilidad se declara la 
responsabilidad patrimonial del parlamento.  
 
La soberanía legislativa de acuerdo a JINESTA LOBO 48  tiene su 
contradicción en que el Estado es el mismo legislador y sus legisladores 
hacen parte del Estado, las leyes son actos del Estado pronunciamientos 
de la forma de manifestación del mismo, la Ley debe ser acorde y 
concordante con la Constitución y el bloque de constitucionalidad y por 
último la Ley no siempre es general tiene un ámbito de influencia o 
ámbito de aplicación.  
 
                                                        
47  Sentencias 127/1987 -70/1988-65/1990. Tribunal  Constitucional de España  
48  ERNESTO JINESTA LOBO, Abogado, “Responsabilidad Administrativa, 
Constitución y Derechos Fundamentales”, Unam.2005 
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Son indemnizables los derechos ciertos y no futuros y eventuales, por lo 
tanto, las expectativas que genera la Ley no son cuantificables al punto 
de que al momento de modificarlas las expectativas de derechos puedan 
dar lugar a la responsabilidad del Estado, por ejemplo en la función 
pública una Ley no puede eliminar las expectativas mínimas de 
Constitución como pensión pero si la forma y las condiciones en que 
accede. 
  
De conformidad con el principio general del derecho que a nadie le es 
lícito dañar a otro en sus intereses sin venir obligado a satisfacer la 
indemnización, mucho menos se puede permitir o tiene coherencia esta 
situación que provenga del Estado. 
 
 
El Tribunal Constitucional es el único órgano encargado de la declaración 
de inconstitucionalidad por mandato de la Constitución de 1978, pero no 
puede bajo sus pronunciamientos sustituir la Constitución ni delimitar o 
interpretar la intención del legislador49.  
 
Un factor determinante para la admisión de responsabilidad estatal se 
justifica en la confianza legítima que se origina a favor del administrado 
en una situación jurídica dotada de buena fe50, el administrado no puede 
                                                        
49  Constitución Política de Colombia Capitulo 4. De la Jurisdicción Constitucional, 
Articulo 241. A la Corte 4 Constitucional se le confía la guarda de la integridad y 
supremacía de la Constitución, en los estrictos y precisos términos de este artículo. 
Con tal fin, cumplirá las siguientes funciones.- 4. Decidir sobre las demandas de 
inconstitucionalidad que presenten los ciudadanos contra las leyes, tanto por su 
contenido material como por vicios de procedimiento en su 100 formación. 
50 Corte Constitucional de Colombia, Sentencia C-544 de 1994-MP. JORGE ARANGO 
MEJIA.- "La buena fe ha sido, desde tiempos inmemoriales, uno de los principios 
fundamentales del derecho, ya se mire por su aspecto activo, como el deber de 4 
proceder con lealtad en nuestras relaciones jurídicas, o por el aspecto pasivo, como el 
derecho a esperar que los demás procedan en la misma forma. En general, los 
hombres proceden de buena fe: es lo que usualmente ocurre. Además, el proceder de 
mala fe, cuando media una relación jurídica, en principio constituye una conducta 
contraria al orden jurídico y 4 sancionada por éste. En consecuencia, es una regla 
general que la buena fe se presume: de una parte es la manera usual de comportarse; 
Página 62 de 171 
 
concebir que las leyes sean inmodificables que no vayan acordes con la 
realidad.  
 
La seguridad jurídica51 es un factor de derecho del cual se desprende la 
responsabilidad estatal, entendida además como la creación de un 
entorno o situación de carácter jurídico de buena fe a favor del 
administrado que generalmente ante su vulneración o impetración 
genera indemnizaciones y que se presenta como un límite para la 
evolución del derecho viviente y el ordenamiento jurídico.  
 
Para autores como GARCIA DE ENTERRIA el reconocimiento de 
indemnización por parte del Estado con fundamento en la seguridad 
jurídica representa un peligro que asienta la petrificación, congelamiento 
y estaticidad del derecho y más aún cuando se reconoce indemnización 
sobre simples y meras expectativas adustas.  
 
Para algunos doctrinantes solo es posible el escenario de la 
indemnización cuando la promulgación de la Ley es tan abiertamente 
                                                                                                                                                                  
y de la otra, a la luz del derecho, las faltas deben comprobarse. Y es una falta el 
quebrantar la buena fe. Teniendo en cuenta lo anterior, a primera vista, el artículo 
transcrito parecería inútil. ¿Por qué se incluyó en la Constitución? La explicación es 
sencilla: se quiso proteger al particular de los obstáculos y trabas que las autoridades 
públicas, y los particulares que ejercen funciones públicas, ponen frente a él, como si 
se presumiera su mala fe, y no su buena fe.  
51  Corte Constitucional de Colombia Sentencia T-502/02, M.P. Dr. EDUARDO 
MONTEALEGRE LYNETT.- "La existencia de un término para decidir garantiza a los 
asociados que puedan prever el momento máximo en el cual una decisión será 
adoptada. Ello apareja, además, la certeza de que cambios normativos que ocurran 
con posterioridad a dicho término no afectará sus pretensiones. Al considerarse, en el 
ámbito de la certeza y estabilidad jurídica (seguridad jurídica), la existencia de 
precisos términos para que la administración o el juez adopten decisiones y el principio 
de conocimiento de las normas aplicables al caso concreto, se sigue que dichos 
términos fijan condiciones de estabilización respecto de los cambios normativos. De 
ahí que, durante el término existente para adoptar una decisión, la persona tiene 
derecho a que sean aplicadas las normas vigentes durante dicho término. No podría, 
salvo excepcionales circunstancias en las cuales opera la 14 favorabilidad o por 
indiscutibles razones de igualdad, solicitar que se le aplicaran aquellas disposiciones 
que entren en vigencia una vez se ha adoptado la decisión. Es decir, una vez vencido 
el término fijado normativamente para adoptar una decisión opera una consolidación 
de las normas jurídicas aplicables al caso concreto.  
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ilegal o arbitraria como las que se expiden en un Estado de facto o 
dictador, ya que logra desestabilizar los estándares o fundamentos 
razonables y justos de la relación entre el ciudadano y la administración.  
 
1.4.6. Principio de la Confianza Legítima  
 
 
El principio de confianza legítima corresponde a la seguridad jurídica que  
debe garantizar el ordenamiento jurídico de un Estado, en las relaciones 
y procedimientos de la administración, permitiendo que el ciudadano, se 
genere ciertas expectativas o normatividad frente a circunstancias de 
carácter jurídico, dentro de un tiempo, valores o principios determinados 
por la Constitución de un Estado social democrático de derecho, que 
transversalmente genera confianza en la inversión extranjera, hasta el 
punto de haber creado en el caso colombiano la Ley de estabilidad 
jurídica y contratos de estabilidad jurídica. 
 
Una de las características de la estabilidad jurídica es la independencia 
de los factores y circunstancias económicas, sociales o políticas por las 
que está pasando el Estado siempre se debe mantener delimitación y 
asegurar el cumplimiento y respeto de lo preestablecido o pactado y 
siempre bajo observancia del principio de legalidad sin el abuso o 
extralimitación.  
 
El principio de confianza legítima tiene hoy en vida gran valor teniendo 
en cuenta la gran revolución gracias a las redes sociales que logran 
hasta el derrocamiento de un ordenamiento jurídico como lo que paso 
con la primavera Árabe, los tan acomodados y subjetivos estados de 
opinión. Por lo tanto, el reconocimiento de este principio contrarresta al 
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abuso o el imperio de los poderes públicos, siempre bajo el 
reconocimiento de las normas previamente establecidas y válidas52.  
 
El principio de confianza legítima también se encuentra materializado en 
el concepto de los derechos adquiridos y las meras expectativas, sin 
embargo no toda expectativa genera responsabilidad ya que esta debe 
tener alguna certeza que permita indicar la consolidación del derecho, es 
como en el Derecho administrativo cuando se indemniza la pérdida de 
oportunidad. 
 
Bajo el principio de la prevalencia del interés general en el que determina 
y contiene el campo de aplicación del principio de la confianza legítima, 
repercute en la responsabilidad del legislador de expedir o tramitar una 
Ley razonada, justificada y coherente, para que el destinatario puede 
acomodarse o adaptarse a su vigencia y sus efectos, como se evidencia 
en la sentencia de la Corte Constitucional C-131 de 2004, en la que se 
no considera la violación del principio de confianza legítima y buena fe al 
prevalecer la seguridad e integridad de las personas a cargo del Estado 
principio del interés general, respecto de la revisión técnico mecánica a 
los vehículos particulares cada bienio.  
 
"En tal sentido cabe señalar que como corolario del principio de la 
buena fe, la doctrina y jurisprudencia foráneas, desde mediados 
de la década de los sesentas, han venido elaborando una teoría 
sobre la confianza legítima, el cual ha conocido originales e 
importantes desarrollos a lo largo de diversos pronunciamientos 
de esta Corte. Así pues, en esencia, la confianza legítima 
consiste en que el ciudadano debe poder evolucionar en un 
                                                        
52 Revista de Derecho Vol. XVIII - N° 2 " INVESTIGACIONES EL PRINCIPIO DE 
CONFIANZA LEGÍTIMA EN LA ACTUACIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN COMO 
LÍMITE A LA POTESTAD INVALIDATORIA", Jorge Bermúdez Soto , Diciembre 2005 
Páginas 83-105 
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medio jurídico estable y previsible, en cual pueda confiar. Para 
Müller, este vocablo significa, en términos muy generales, que 
ciertas expectativas, que son suscitadas por un sujeto de derecho 
en razón de un determinado comportamiento en relación con otro, 
o ante la comunidad jurídica en su conjunto, y que producen 
determinados efectos jurídicos; y si se trata de autoridades 
públicas, consiste en que la obligación para las mismas de 
preservar un comportamiento consecuente, no contradictorio 
frente a los particulares, surgido en un acto o acciones anteriores, 
incluso ilegales, salvo interés público imperioso contrario. Se 
trata, por tanto, que el particular debe ser protegido frente a 
cambios bruscos e inesperados efectuados por las autoridades 
públicas. En tal sentido, no se trata de amparar situaciones en las 
cuales el administrado sea titular de un derecho adquirido, ya que 
su posición jurídica es susceptible de ser modificada por la 
Administración, es decir, se trata de una mera expectativa en que 
una determinada situación de hecho o regulación jurídica no 
serán modificadas intempestivamente. De allí que el Estado se 
encuentre, en estos casos, ante la obligación de proporcionarle al 
afectado un plazo razonable, así como los medios, para 
adaptarse a la nueva situación”53.  
 
Como se ha expuesto la confianza legítima no es óbice para que se 
avance en el derecho y en la producción normativa,  con la finalidad de 
estar a la altura de las situaciones y del diario de la realidad o derecho 
vivo, la confianza legítima no puede ser una excusa para la petrificación 
del derecho, retrasando y generando caos en las relaciones sociales y 
las obligaciones, por lo tanto ante las meras expectativas que produce la 
Ley si es viable la modificación de las mismas, siempre y cuando no se 
hayan generado derechos reconocidos y es deber del mismo legislador 
                                                        
53 Corte Constitucional ,C-131 de 2004, MP. CLARA INÉS VARGAS HERNÁNDEZ 
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adoptar las medidas razonadas y proporcionadas de transición para la 
consolidación del derecho. 
 
Es así que ante la ocurrencia de un daño especial, anormal y superior a 
las cargas que normalmente debe aceptar o cargar, es responsable el 
Estado por el desconocimiento del principio de equidad y confianza 
legítima que obligue en muchas ocasiones a la declaración de 
responsabilidad, declaración de inconstitucionalidad de la Ley y 
exhortación a la promulgación de una nueva reglamentación que procure 
subsanar o direccionar cierta circunstancia jurídica y la reparación 
integral ante el daño.  
 
"El control de constitucionalidad no es un requisito sine qua non 
para el reconocimiento de la responsabilidad del legislador, y 
como bien señala la doctrina, la conexión entre las teorías del 
control de constitucionalidad y de la responsabilidad del legislador 
es, cuando menos, problemática pues no toda declaratoria de 
inconstitucionalidad implica responsabilidad estatal, ni todo 
reconocimiento de la responsabilidad del legislador tiene como 
requisito la previa declaratoria de inconstitucionalidad de una 
norma. Incluso, un examen del derecho comparado nos 
demuestra la independencia de ambas figuras pues es posible 
apreciar que hay ordenamientos sin control de constitucionalidad 
de leyes vigentes que reconocen la posibilidad de responsabilidad 
del legislador (Francia); ordenamientos sin control de 
constitucionalidad de leyes y sin mecanismos de exigencia de 
responsabilidad del legislador Reino Unido; ordenamientos con 
control de constitucionalidad en los que no hay una asociación 
entre inconstitucionalidad y responsabilidad patrimonial EE. UU.; 
ordenamientos con control de constitucionalidad y reconocimiento 
—limitado a lo dispuesto por la Ley-de un derecho a 
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indemnización por los perjuicios causados por leyes (España), y 
ordenamientos con control de constitucionalidad en los cuales no 
se admite la responsabilidad del legislador (Alemania). 
Curiosamente, en el derecho comparado la figura de la 
responsabilidad estatal por el hecho del legislador ha sido de 
creación jurisprudencial y en cada país se han acogido distintos 
regímenes y fundamentos de responsabilidad" 54. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                                        
54 -Corte Constitucionalidad C-038 de 2006- M.P. HUMBERTO ANTONIO SIERRA 
PORTO106 
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CAPITULO SEGUNDO 
RESPONSABILIDAD DEL ESTADO-LEGISLADOR Y 
RESPONSABILIDAD DISCIPLINARIA EN COLOMBIA 
 
2.1 Existencia de la Responsabilidad por Actos Lícitos e Ilícitos  
 
 
Los senadores por ser representantes de la soberanía nacional están 
obligados a cumplir con la Constitución y las normas de conformidad con 
el artículo sexto de la Constitución Política, además del sistema 
internacional de protección de Derechos Humanos, que como en el caso 
colombiano tiene la obligación de reconocer su jurisdicción y propender 
por la indemnización. 
 
VEDEL, GEORGES55, estima que:  
 
 "En un sistema constitucional que no permite al juez dirigir la 
menor crítica contra la Ley promulgada, dos rasgos oponen 
radicalmente el régimen de la responsabilidad de las restantes 
materias: En primer lugar, hay que excluir totalmente la falta como 
posible fundamento de la responsabilidad del Estado-legislador, 
porque, por definición, en tal sistema, la Ley no puede incurrir en 
falta, puesto que la norma jurídica se halla al margen de toda 
crítica, directa o indirecta. Solo quedan, pues, como fundamentos 
posibles de la responsabilidad del Estado-legislador, el riesgo o la 
igualdad ante las cargas públicas. Pero, incluso en este terreno, 
la responsabilidad del legislador tiene otro rasgo irreduciblemente 
específico: en principio, corresponde al propio legislador apreciar 
si debe concederse reparación a los individuos que hayan sufrido 
un perjuicio como consecuencia de la Ley; solo podrá, pues, 
                                                        
55 Vid. VEDEL, Georges: Derecho administrativo, 1980, p. 341 
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concederse la reparación en virtud de disposiciones de la misma 
Ley o. al menos con el tácito asentimiento del legislador. Si este 
niega expresa o tácitamente todo Derecho a reparación, el juez, 
obligado por la supremacía de la Ley, debe inclinarse". 
 
BERBEROFF AYUDA56, apunta que, 
 
 "La declaración de inconstitucionalidad de una Ley constituye un 
supuesto de funcionamiento anormal del poder legislativo, en 
tanto que no se ha sujetado en el ejercicio del poder al principio 
de jerarquía normativa que impone el propio texto constitucional. 
El poder legislativo no es ilimitado, sino que ha de sujetarse a los 
procedimientos y contenidos esenciales establecidos en la norma 
constitucional, de tal manera que un ejercicio del poder no 
conforme a tales procedimientos y contenidos esenciales es una 
especie de «funcionamiento anormal”. 
 
 
La responsabilidad legislativa como capacidad de atender a las 
consecuencias de los actos propios y su reparación, por declaratoria de 
inconstitucionalidad de una norma encaja en el título de imputación de 
falla en el servicio y se puede apelar al reconocimiento de la 
indemnización independientemente de tiempo en que se haya declarado 
inconstitucional la Ley demostrando el daño, el nexo causal, el 
rompimiento de igualdad ante a las cargas publicas generando 
inseguridad y desconfianza. 
 
 
                                                        
56  NAVAS, FRANCISCO JOSÉ: "Fundamentos dogmáticos de la responsabilidad", 
pag. 321 
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Por un lado se genera la obligación del ciudadano a limitar sus derechos 
especialmente el de la propiedad privada para el beneficio general pero 
de igual forma existe la capacidad otorgada al Estado para reparar y 
restituir. 
 
 
La lesión antijurídica57, presupone que no toda afectación o perjuicio 
materia debe ser una lesión de manera formal, ya que para que la lesión 
sea indemnizable debe ser antijurídica o de lo contrario el particular tiene 
la obligación de soportar la afectación o el perjuicio material como una 
más de las cargas públicas no indemnizables en donde no se afecta el 
grado de culpa por la acción u omisión de la Administración. 
 
2.2 Elementos de la Responsabilidad. 
 
 
Es pertinente identificar qué condiciones o circunstancias son objeto de 
responsabilidad en el ámbito civil y en el ámbito estatal, por lo tanto se 
debe acudir a la primacía tripartita de la cual se origina la responsabilidad 
de material civil, como lo constituye el hecho originador o norma o 
contrato, nexo de causalidad y el daño con la obligación posterior por Ley 
de reparar o resarcir el daño.  
 
Antes de la Constitución de 1991 no existía una cláusula legalmente  
tipificada por la cual se reconociera la responsabilidad patrimonial del 
Estado, por lo que sus inicios se dieron con la jurisprudencia de la Corte 
                                                        
57  LEGUINA VILLA, JESÚS, - El fundamento de la Responsabilidad de la 
Administración- Madrid, Tecnos, 1983 pág., 299 " la función de la responsabilidad 
pública, consiste en este caso, no en tanto sancionar una conducta reprochable , 
cuanto en reparar objetivamente una lesión cuya víctima no está obligada a soportarla; 
se trata, pues, de desplazar los efectos negativos del evento dañoso desde la esfera 
jurídica del daño hacia la administración titular del servicio o de la actividad causante 
de daño" 
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Suprema de Justicia y posteriormente con el Consejo de Estado con 
fundamento en el desarrollo de las normas del Código Civil frente a la 
responsabilidad de los particulares, sin embargo a partir de la sentencia 
de 1896 de la Corte Suprema de Justicia, se consideró que a pesar de 
que el Estado es una persona jurídica son obligados a las reparaciones 
civiles por los perjuicios que resulten por una actividad o conducta de sus 
agentes o instituciones imputables y reprochables. 
 
 
A partir de la Ley 167 de 1941, se reconoce la competencia del Consejo 
de Estado sobre la reparación directa  e inicia su desarrollo y evolución, 
fijando los supuestos jurídicos para configurar la responsabilidad 
patrimonial del Estado como la existencia de un daño antijurídico, por 
acción u omisión desplegada por agentes del Estado y una relación de 
causalidad material entre el daño antijurídico y el órgano estatal, 
fundamentada en el principio de la garantía integral del patrimonio de los 
ciudadanos y los artículos 2, 16 y 23 de la Constitución de 1886, en 
relación con los principios y valores democráticos, el principio de 
legalidad y el deber del Estado del defender, proteger y honrar a vida y 
pertenencias de los ciudadanos y los demás derechos adquiridos con 
justo título.  
 
Pero es a partir de la Constitución de 1991 y su artículo 9058 en que se 
establece la cláusula general de responsabilidad del Estado 
                                                        
58  Consejo de Estado, Sala de lo contencioso Administrativo, Sección Tercera. 
Sentencia del 11 de mayo de 2006: "El régimen de responsabilidad patrimonial del 
Estado al que obedece tal acción, tiene su fundamento Constitucional en el artículo 90 
de la Carta, el cual le impone a aquel el deber de responder patrimonialmente por los 
daños antijurídicos que le 1019 sean imputables, causados por la acción o la omisión 
de las autoridades públicas, es decir que el elemento fundamental de la 
responsabilidad es la existencia de un daño que la persona no está en el deber legal 
de soportar.// Se observa entonces Olé que no importa si el actuar de la 
Administración fue legal o no, para efectos de determinar la responsabilidad, puesto 
que la antijuridicidad no se predica de su comportamiento sino del daño sufrido por el 
afectado, que bien puede provenir de una actuación legítima de aquella; no obstante, 
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independientemente del ámbito extracontractual, contractual o 
precontractual, en sentido amplio ya sea por acción u omisión de los 
agentes, independientemente del campo de acción por parte del Estado, 
ya que solo se exigen un daño antijurídico debidamente demostrado y 
que sea imputable al Estado59.  
 
 
El hecho generador del daño se puede causar por acción u omisión, en 
actos hechos, operaciones, y vías de hecho de la administración 
jurídicamente imputable a este para lograr su indemnización.  
 
 
Las condiciones para que exista el daño y que esta sea objeto de 
indemnización es que deba ser cierto y no hipotético o eventual, sin 
embargo, se pueden resarcir los daños futuros si es demostrable su 
                                                                                                                                                                  
la jurisprudencia continúa aplicando los regímenes de imputación de Olé 
responsabilidad que de tiempo atrás ha ido decantando, ya que ellos facilitan el 
proceso de calificación de la conducta estatal y la determinación de la existencia del 
daño y del nexo causal de éste con aquella.// El principal régimen de imputación de 
responsabilidad es el de la tradicional falla del servicio, dentro del cual la 
responsabilidad surge a partir de la Olé comprobación de la existencia de tres 
elementos fundamentales: 1) el daño antijurídico sufrido por el interesado, 2) la falla 
del servicio propiamente dicha, que consiste en el deficiente funcionamiento del 
servicio, porque no funcionó cuando ha Olé debido hacerlo, o lo hizo de manera tardía 
o equivocada, y finalmente, 3) una relación de causalidad entre estos dos elementos, 
es decir, la comprobación de que el daño se produjo como consecuencia de la falla del 
servicio". 
59 Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de marzo 06 de 2008., Ex: 16075: 
"El artículo 90 de la Carta de 1991 es también un eficaz catalizador de los principios y 
valores que sirven de orientación política de nuestro Estado Social de Derecho y que 
deben irradiar todo nuestro sistema jurídico, catálogo axiológico dentro del cual ocupa 
especial importancia la garantía de la libertad (preámbulo). //Asimismo el artículo 90 
sigue el hilo conductor de todo el ordenamiento democrático y liberal, que no puede 
ser otro que la eficacia general de los derechos fundamentales, los cuales vinculan 
Olé a todas las manifestaciones del poder público, como enseña Locke55 y proclama 
en forma contundente la Carta Política al disponer que el Estado reconoce, sin 
discriminación alguna, la primacía de los derechos inalienables de la persona (art. 5 
eluden).// En tales condiciones frente a cualquier daño antijurídico imputable a una 
autoridad pública con ocasión del Olé ejercicio de uno de los llamados derechos de 
libertad, el Estado deberá responder patrimonialmente, no sólo porque así se infiere 
de una lectura insular del artículo 90 Constitucional, sino además porque se 
desprende de una lectura sistemática de la Carta". 
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previsión o su ocurrencia. El daño siempre tiene la característica de ser 
antijurídico esto quiere decir que es lo contrario a lo que el ordenamiento 
jurídico protege de orden material o moral y que sobre todo deben ser 
indemnizable los previamente probados so pena de enriquecimiento sin 
causa. Por lo tanto, el daño debe ser de carácter personal, cierto, 
legítimo y subsistente.  
 
 
El daño60 entendido por la jurisprudencia como el menoscabo o perjuicio 
que sufre la víctima en su patrimonio o en sus derechos personalísimos, 
sin tener el deber jurídico de soportarlo. En la actualidad el Consejo de 
Estado dentro de sus sentencias ha desarrollado la institución de la 
pérdida de la oportunidad entendida esta como la situación latentemente 
apta para conseguir un resultado esperado o evitar el perjuicio, o también 
como el menoscabo de probabilidad suficiente de obtener una ventaja 
esperada o evitar una pérdida 61 la pérdida de oportunidad puede ser 
                                                        
60  Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. 
Sentencia del 13 de julio de 1993. Expediente: 8163, C.P. Juan De Dios Montes 
Hernández: La ilicitud o antijuridicidad del daño están ínsitos en el daño mismo sin 
referencia alguna a la licitud o Ilicitud de su causa; en otros términos el daño 
antijurídico puede ser el efecto de una causa Ilícita, pero también de una causa lícita. 
Esa doble causa corresponde, en principio, a los regímenes de responsabilidad 
subjetiva y objetiva. Uno y otro régimen adquieren puntos de distinción en cuanto tiene 
que ver con la imputación del daño, que como se, dijo, es el segundo elemento 
indispensable para que la responsabilidad de la administración sea declarada; dicho 
de modo diferente, no basta con que exista un daño antijurídico sufrido por una 
persona; es menester, además, que dicho daño sea imputable, vale decir, atribuido 
jurídicamente al Estado."  
61  Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. 
Sentencia del 13 de julio de 1993. Expediente: 8163, C.P. Juan De Dios Montes 
Hernández: La ilicitud o antijuridicidad del daño están ínsitos en el daño mismo sin 
referencia alguna a la licitud o Ilicitud de su causa; en otros términos el daño 
antijurídico puede ser el efecto de una causa Ilícita, pero también de una causa lícita. 
Esa doble causa corresponde, en principio, a los regímenes de responsabilidad 
subjetiva y objetiva. Uno y otro régimen adquieren puntos de distinción en cuanto tiene 
que ver con la imputación del daño, que como se, dijo, es el segundo elemento 
indispensable para que la responsabilidad de la administración sea declarada; dicho 
de modo diferente, no basta con que exista un daño antijurídico sufrido por una 
persona; es menester, además, que dicho daño sea imputable, vale decir, atribuido 
jurídicamente al Estado."  
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utilizado por la jurisprudencia cuando no es posible establecer un nexo 
de causalidad entre la culpa y un perjuicio o en palabras de ANDRÉ DE 
LAUBADÉRE el daño ”Es la lesión del derecho ajeno consistente en el 
quebranto económico recibido, en la merma patrimonial sufrida por la 
víctima, a la vez que el padecimiento moral que la acongoja" .  
 
El daño además tiene la característica de poder ser actual, como daño 
emergente, o futuro, daño por lucro cesante o pérdida de chance, daño 
subsistente que reviste el carácter mientras sea reparado por el 
responsable civil, propio o inmediato, generando la facultad para que el 
afectado directo pueda reclamar o el afectado indirecto como las víctimas 
indirectas, además puede afectar un derecho subjetivo o un simple 
interés protegido por Ley. 
 
La relación de causalidad entre el hecho originador y el daño debe tener 
plena vigencia o relación con las dos instituciones anteriormente 
referenciadas, sin embargo, existen circunstancias establecidas en la Ley 
y desarrolladas por la doctrina que rompe el nexo causal, como el caso 
fortuito o fuerza mayor62, culpa absoluta de la víctima63o hecho de un 
                                                                                                                                                                  
(57)- DIANA LUCIA PUENTES TOBÓN "La Pérdida de Oportunidad En Materia 
Médica", juez 33 administrativo de Bogotá. .- existencia de la relación causal adecuada 
entre la frustración de la chance del perjudicado y la actuación del dañador; 
antijuridicidad de la actuación del dañador; 3) legitimidad del derecho o ventaja cuya 
concreción se interfiriera antijurídicamente; 4) el balance de probabilidades a favor y 
en contra del perjudicado debe arrojar un saldo favorable, que demuestre que 
estadísticamente según el curso normal y ordinario de las cosas era probable que 
obtuviera esa ganancia o ventaja, de no haber interferido el demandado en el curso de 
los sucesos; la pérdida de chance es resarcible cuando importa una "probabilidad 
suficiente" de obtener un beneficio económico que resulta frustrado por culpa ajena y 
posibilidad de cuantificación de la chance frustrada. 
62 Ley 95 de 1890 —"Se llama fuerza mayor o caso fortuito, el imprevisto a que no es 
posible resistir, como un naufragio, un terremoto, el apresamiento de enemigos, los 
autos de autoridad ejercidos por un funcionario público". 
63 Ley 1448 de 2011, artículo 3.- VÍCTIMAS. Se consideran víctimas, para los efectos 
de esta Ley, aquellas personas que individual o colectivamente hayan sufrido un daño 
por hechos ocurridos a partir del 10 de enero de 1985, como consecuencia de 
infracciones al Derecho Internacional Humanitario o de violaciones graves y 
manifiestas a las normas internacionales de Derechos Humanos, ocurridas con 
ocasión del conflicto armado interno. <Apartes subrayados CONDICIONADLMENTE 
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tercero y puede existir una disminución en la sanción o la pena por la 
coexistencia de culpas o culpas compartidas. 
 
Sin embargo, existen algunas actividades o circunstancias que conllevan 
un riesgo en sí mismo y que por lo tanto al acaecer el riesgo y demostrar 
el daño debe ser reparado por lo que las personas más diligentes se 
cubren o protegen con seguros tales circunstancias como:  
 
1) Responsabilidad de la administración pública por los daños 
derivados de la prestación de servicios públicos. 
 
2) Responsabilidad del conductor por los daños personales causados 
por la circulación de vehículos de motor. 
 
3) Responsabilidad del dueño o poseedor por los daños causados por 
animales o por objetos potencialmente peligrosos. 
 
4) Responsabilidad del fabricante o importador por los daños 
causados a los consumidores por productos defectuosos.  
 
Existen distintas teorías sobre la relación de causalidad como la teoría de 
la causa eficiente, causalidad adecuada, causa preponderante y de la 
causa próxima, además pueden ser materiales, jurídicas, formales y 
físicas. 
 
                                                                                                                                                                  
exequibles> También son víctimas el cónyuge, compañero o compañera permanente, 
parejas del mismo sexo y familiar en  primer grado de consanguinidad, primero civil de 
la víctima directa cuando a esta se le hubiere  dado muerte o estuviere desaparecida. 
A falta de estas, lo serán los que se encuentren en el segundo grado de 014 
consanguinidad ascendente. De la misma forma, se consideran víctimas las personas 
que hayan sufrido un daño al intervenir para asistir a la víctima en peligro o para 
prevenir la victimización. La condición de víctima se adquiere con independencia de 
que se individualice, aprehenda, procese o condene al autor de la conducta punible y 
de la relación familiar que pueda existir entre el autor y la víctima. 
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La teoría de la causalidad adecuada consiste en diferenciar la mayor o 
menor aptitud de los hechos o condiciones que confluyeron para producir 
el daño y la teoría de la equivalencia de las condiciones que parte de que 
cualquier hecho o condición se considera como causa porque con su 
acaecimiento se produjo el daño. La teoría de la causa adicional 
sobrevenida, establece que el daño puede ocurrir por el resultado de un 
concurso inicial o de la confluencia de varios hechos dañosos, que 
intervinieron o pusieron su parte para la ocurrencia del daño y que ante 
la ausencia de algunos de ellos no sería posible su hecho.  
 
 
En materia de responsabilidad estatal, es necesario que el daño o lesión 
resarcible debe ser como consecuencia de la acción u omisión de la 
administración pública, es decir de su funcionamiento o actividad, que se 
materializan mediante hechos o actos jurídicos, atribuyendo por 
ministerio de la Ley, la acción u omisión lesiva al sujeto pasivo de la 
relación obligacional con el Estado. 
 
 
La imputación al Estado tiene justificación en la obligación de la 
prestación eficiente de los servicios públicos y la dependencia o 
injerencia del particular que sufrió el daño en el ordenamiento jurídico y 
protección del Estado.  
 
2.3 Evolución de los Títulos Jurídicos de Imputación  
 
 
En cuanto a los antecedentes sobre responsabilidad del Estado, estos 
pudieron tener origen en  la figura del fisco en la época romana que era 
una persona moral distinta el Estado y el gobernante contra la cual solo 
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los ciudadanos podían reclamar indemnizaciones, sin que haya 
avanzado o mantenido en el tiempo.  
 
 
En los inicios de la concepción moderna de Estado, especialmente en la 
monarquía el poder se centraba en el Rey quien concentraba toda las 
facultades o potestades de Estado, generando en consecuencia la 
explotación y la barbarie, en absoluta impunidad bajo el concepto de la 
potestad divida de mando y soberanía, ya que el Rey era el 
representante de Dios en la tierra. 
 
 
En la época de la monarquía y el paso a la revolución francesa e incluso 
su asentamiento hasta la primera parte del siglo XIX se fundamentaba la 
soberanía del Estado en una irresponsabilidad casi absoluta del mismo, 
los perjuicios causados a los ciudadanos eran vistos como parte de los 
riesgos a sufrir por las condiciones de vivir en comunidad. La 
irresponsabilidad del Estado tenía connotación económica al tener el 
Estado que acumular riquezas a través de los tributos y asegurar el nivel 
de industrialización. 
 
 
Con las revoluciones burguesas del siglo XVIII, la soberanía se 
trasladado del Rey “El Rey no puede cometer ningún acto ilícito- The 
King can do not wrong” al pueblo que mantenía su condición de total 
irresponsabilidad, al concebirse el Estado a disposición de la Nación 
quien no tenía intención o podía causar daños a los particulares. Sin 
embargo, si el funcionario como agente del Estado causaba daño en la 
ilegalidad a un particular este debía reclamar directamente para su 
reparación.  
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En el siglo XIX la responsabilidad estatal se entiende bajo la 
correspondencia o analogía a la responsabilidad de un amo o patrón bajo 
la modalidad de la culpa "in eligiendo" e "in vigilando", pero en los años 
1895 a 1903 las Cortes francesas desarrollan la responsabilidad del 
Estado bajo la obligación de prestar eficientemente los servicios públicos 
a su cargo y ante la falla que cause un daño en la prestación del servicio 
se debe indemnizar. La responsabilidad estatal se inició con la sentencia 
del fallo Blanco de Tribunal de Conflictos francés en 1873.  
 
En el ordenamiento jurídico nacional con el fin de que se declare la 
responsabilidad patrimonial en cabeza del Estado la jurisprudencia en 
apoyo de la doctrina han desarrollado los títulos de imputación, como el 
vínculo o mecanismo por el cual se puede indilgar responsabilidad al 
Estado como la falla en el servicio64 entendida esta por el Consejo de 
Estado como la posición garante que los desconoce las instituciones del 
mismo Estado y se deber general de protección y cuidado, ya sea por 
acción u omisión.  
 
 
Las características de la falla en el servicio son la noción de culpa 
anónima en remplazo de la culpa individual del funcionario, 65  la 
                                                        
64  Sentencia C-832 de 2001. - "se estructura un sistema de naturaleza objetiva y 
directa, que gira en torno a la posición jurídica de la víctima, quien ve lesionado su 
interés jurídico como consecuencia de las actuaciones de las autoridades públicas, 
independientemente de que éstas fueran legítimas o ilegítimas, normales o anormales, 
regulares o irregulares" 
65 Consejo de Estado, Sentencia de 16 de septiembre de 1999, expediente No. 10922 
Sección Tercera. "no cualquier actuación dañosa de los funcionarios o agentes 
administrativos conlleva imputación de responsabilidad a la Administración de quien 
dependen o en la que están encuadrados. Se requiere en todo caso para que opere el 
mecanismo de atribución a /a Administración del deber de reparar un daño patrimonial, 
que la actuación lesiva de la persona autora material de éste pueda calificarse como 
propia del „funcionamiento de los servicios públicos". Es decir que la conducta del sé 
agente de la Administración productora del evento dañoso suponga una manifestación 
del desempeño o ejercicio del cargo público, presentándose extremamente entonces 
el resultado lesivo como expresión o consecuencia del funcionamiento del servicio 
público" 
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presunción de la culpa de la Entidad estatal derivada de su función 
constitucional de prestar los servicios públicos a su cargo, necesidad de 
la víctima de demostrar la falla y el daño para la reparación o 
indemnización, por lo que se puede concluir que no se trata de un 
sistema de responsabilidad objetiva.  
 
En principio para las actividades peligrosas y los casos de 
responsabilidad por actos médicos la jurisprudencia denomino la falla en 
el servicio presunta, en la que la carga de la prueba se trasladaba a la 
administración para demostrar el nexo causal que dio origen al daño 
rompiendo el nexo causal con la ausencia o la causa extraña. 
 
 
La falla del servicio puede configurarse por el mal funcionamiento 
proveniente de una acción del Estado, la falla derivada de una omisión, 
el funcionamiento tardío del servicio o el no funcionamiento del mismo.  
 
De igual forma el título de imputación del riesgo excepcional66 sucede 
cuando el mismo Estado somete al ciudadano algún riesgo por encima 
de las cargas públicas del que está obligado a soportar, como la 
construcción de una unidad militar o policial en una zona de vivienda o la 
ejecución de trabajos de obras.  
 
Para demostrar la existencia del título de imputación objetiva del riesgo 
excepcional se debe tener en cuenta que el demandante debe probar la 
                                                        
66  Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. 
Sentencia del 13 de julio de 1993. Expediente: 8163. CP: Juan De Dios Montes 
Hernández. Responsabilidad por el riesgo excepcional. Según esta teoría, el Estado 
compromete su responsabilidad cuando quiera que en la construcción de una obra o 
en la prestación de un servicio, desarrollados en beneficio de la comunidad, emplea 
medios o utiliza recursos que colocan a los administrados, bien en sus personas o en 
sus patrimonios, en situación de quedar expuestos a experimentar un "riesgo de 
naturaleza excepcional" que, dada su particular gravedad, excede notoriamente las 
cargas que normalmente han de soportar los administrados como contrapartida de los 
beneficios qué derivan de la ejecución de la obra o de la prestación del servicio" 
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existencia del daño antijurídico y el nexo causal, sin que se deba discutir 
sobre la licitud o ilicitud del agente del Estado y por su parte este debe 
demostrar el rompimiento del nexo causal con el acaecimiento de la 
fuerza mayor, culpa exclusiva de la víctima o causa extraña.  
 
 
El daño especial67  se materializa cuando las instituciones del Estado 
causan un perjuicio, en cumplimiento de su deber legal, como la 
expropiación de terrenos por causas de orden público. Los supuestos 
para la configuración del daño especial, en excepción a la aplicación de 
la falla en el servicio son:  
 
La acción u omisión legitima y legal por parte del Estado, el rompimiento 
del equilibrio de las cargas públicas, la no obligación de la víctima a 
soportar el daño sufrido, el daño deber ser anormal y especial, es decir 
rompa el equilibrio de igualdad ante de las cargas públicas68 y por último 
el nexo causal.  
 
 
                                                        
67 CUELLO IRIARTE. CUELLO HERMINDA. PUERTO VALENCIA. Ob.cit., p. 627-628. 
Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. 
Sentencia del 4 de junio de 2008. Expediente. 14999. C.P. Ramiro Saavedra Becerra. 
—Aquel que se inflige al administrado en desarrollo de una actuación legítima del 
Estado ajustada en un todo a la legalidad pero que debe ser indemnizado por razones 
de equidad y de justicia distributiva, en la medida en que la administración se ha 
beneficiado de un daño anormal, desmesurado o superior a aquel que deben sufrir los 
administrados en razón a la naturaleza particular del poder público, el cual entraña de 
esta suerte un rompimiento de igualdad ante las cargas del poder público" 
68  PARRA GUZMÁN, Mario Fernando. Responsabilidad Civil. Bogotá: Ediciones 
Doctrina y Ley Ltda. 2010. p. 275: —Su fundamento es el desequilibrio de las cargas 
públicas que afecta a la víctima. La noción de carga pública hace referencia a ciertos 
deberes que son impuestos por el Estado en ejercicio de su soberanía, ya sea que lo 
analicemos respecto del contrato social o entendiendo que hemos depositado en ese 
Holismo (Estado), una parte de nuestra soberanía y libertad. Hay diversas cargas 
públicas, como la que tenemos de pagar impuestos, que es uniforme y consulta el 
bienestar general. Si por el contrario, el Estado impusiera una excesiva carga publica 
generaría el desequilibrio mencionado. 
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En el evento del título jurídico de imputación del daño el Estado actúa 
bajo el interés general o bien común, rompiendo para la victima el 
equilibrio de las cargas públicas que no está obligado a soportar, a pesar 
de la legitimidad de la actuación estatal y no como ejercicio de 
actividades peligrosas por parte del Estado con lo cual creó el riesgo.  
 
 
La diferencia entre el riesgo excepcional y el daño especial, es que este 
último es cualificado de naturaleza especial y anormal producido por el 
actuar normal de la administración, por el contrario, el riesgo excepcional 
produce el daño, originado de la actuación de la Administración o un 
tercero que pone al particular bajo ciertas condiciones de especial 
cuidado y riesgo, el daño especial es de aplicación subsidiaria al riesgo 
excepcional. 
 
2.4 Responsabilidad Nacional e Internacional 
 
Los distintos organismos internacionales dentro de sus convenios, 
reglamentos o normas reconocen la responsabilidad de los estados 
frente a la comunidad internacional, de ahí que para el tribunal de justicia 
europeo, solo es admisible el reconocimiento de indemnización ante la 
ocurrencia de ilegalidad de la conducta, daño real, material y relación de 
causalidad, por lo tanto entre los derechos susceptibles de reparación 
están los de no discriminación, libertad de comercio o confianza legítima.  
 
Frente a la relación causal del daño debe ser como consecuencia directa 
del acto normativo ilegitimo, que caracteriza la responsabilidad subjetiva 
con carga de la prueba al victimario, dejando en desventaja su posición 
probatoria y procesal, consecuentemente negado el acceso a la justicia.  
De igual forma se puede configurar una responsabilidad de los estados 
miembros de un organismo por la violación del derecho común que los 
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obliga y que causan daño a un particular, teniendo la obligación 
extracontractual de responder, por la no aplicación y regulación de la 
norma común en referencia al derecho interno.  
 
En sentencia del 19 de noviembre de 1991, el Tribunal de Justicia de la 
Comunidad Europea se pronunció sobre el incumplimiento del artículo 
189 del Tratado de Roma69 por parte de uno de los estados miembros 
por falta de trasposición nacional y estableció los requisitos para su 
configuración:  
 
1. Que la directiva consagre algún derecho a favor de los particulares.  
 
2. Que el Derecho sea identificable de acuerdo a la directiva.  
 
3. La relación causal inidentificable entre la directiva y el daño sufrido por 
el particular.  
 
4.  Garantía de acceso a la justicia en el Derecho interno.  
 
2.4.1 Caso Colombiano  
 
La responsabilidad del Estado legislador se desprende principalmente 
del artículo 90 de la Constitución, que establece la cláusula general de 
responsabilidad patrimonial del Estado, de igual forma contempla los 
principios y derechos fundamentales a los que el Estado está en la 
obligación de prevalecer y garantizar.  
                                                        
69 El Tratado de Roma (1957), El 25 de Marzo de 1957 se firmaron en Roma dos 
tratados que daban existencia a la Comunidad Económica Europea (CEE) y a la 
Comunidad de la Energía Atómica (EURATOM). El proceso de la ratificación del 
Tratado de Roma de 1998, que contiene el Estatuto de la Corte Penal Internacional, 
reafirma la tradición de adhesión e incorporación a la legislación interna colombiana de 
buena parte de los principales instrumentos internacionales de Derechos Humanos y 
derecho internacional humanitario. 
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En el artículo 58 se consagra la expropiación de la propiedad por 
razones de interés general, pero con previa indemnización, el artículo 
332 sobre el reconocimiento de derechos adquiridos y perfeccionados 
con arreglo de la Ley respecto de la propiedad del subsuelo y los 
recursos naturales y el artículo 336 sobre la indemnización al particular 
que se haya declarado su actividad económica legal como en monopolio 
estatal. 
  
 
De igual forma la Corte Constitucional en Sentencia C-587 de 1992, 
Magistrado ponente CIRO ANGARITA BARON se pronunció sobre la 
responsabilidad del Estado legislador, estableciendo "El Estado está 
obligado hacer extensiva la fuerza vinculante de los Derechos 
Fundamentales a las relaciones privadas, el Estado legislador debe dar 
eficacia a los Derechos Fundamentales en el trafico jurídico privado, el 
Estado juez debe poder interpretar el derecho siempre a través de la 
óptica de los Derechos Fundamentales70".  
 
 
Ahora bien, en última instancia, el único responsable de mantener la 
vigencia de los derechos fundamentales es el Estado, es el quien tiene la 
tarea de establecer las normas que regulan acorde con los derechos 
fundamentales, las relaciones privadas así como sancionar las conductas 
que lesionen los derechos y todo ello de forma eficaz, garantista y 
diligente.  
 
Si mientras la Constitución protege el derecho a la vida el legislador no 
hace punible el delito de homicidio y el juez no cumple eficazmente su 
función judicial, un homicidio impune es no solamente la vulneración de 
                                                        
70 Corte Constitucional- Sentencia C-587 de  1992- MP. CIRO ANGARITA BARON 
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un Derecho fundamental 71  sino en última instancia un hecho cuya 
responsabilidad compete al Estado.  
 
Por ello el hecho de que exista nueva concepción de orden constitucional 
y de los derechos fundamentales, que se convierten en normas de 
obligatorio cumplimiento frente a todos, no implica que el Estado diluya o 
comparta su responsabilidad, sino por el contrario la acrecienta, 
debiendo responder de una u otra manera por le eficaz aplicación de 
tales derechos. 
  
La consagración constitucional de la reparación del Estado por parte del 
artículo 90, se arroga frente a todas las autoridades públicas como lo ha 
establecido el Consejo de Estado y la Corte Constitucional. 
 
El precepto constitucional solo requiere que haya un daño antijurídico y 
que este sea imputable a la acción u omisión de una autoridad pública 
que para el estudio incluye el legislador bajo el Estado Social de Derecho 
y los principios y valores como la solidaridad, igualdad, justicia material y 
supremacía de la Constitución.  
                                                        
71  Corte Constitucional de Colombia, sentencia C-756/08 MP. MARCO GERARDO 
MONROY CABRA.-"El núcleo esencial se ha definido como el mínimo de contenido 
que el legislador debe respetar, es esa parte del derecho que lo identifica, que permite 
diferenciarlo de otros y que otorga un necesario grado de inmunidad respecto de la 
intervención de las autoridades públicas. En sentido negativo debe entenderse el 
núcleo esencial de un derecho fundamental como aquel sin el cual un derecho deja de 
ser lo que es o lo convierte en otro derecho diferente o lo que caracteriza o tipifica al 
derecho fundamental y sin lo cual se le quita su esencia fundamental. O, también, 
puede verse como la parte del derecho fundamental que no admite restricción porque 
en caso de hacerlo resulta impracticable o se desnaturaliza su ejercicio o su necesaria 
protección. (...) Los criterios que sirven de apoyo para determinar el contenido esencial 
de un derecho fundamental, son principalmente dos: hacen parte del núcleo esencial 
las características y facultades que identifican el derecho, sin las cuales se 
desnaturalizaría y, ii) integran el núcleo esas atribuciones que permiten su ejercicio, de 
tal forma que al limitarlas el derecho fundamental se hace impracticable. Esto explica 
entonces por qué el constituyente exigió que la regulación del núcleo esencial de los 
derechos fundamentales esté sometida a la reserva de Ley estatutaria, pues es 
evidente que la brecha que separa la limitación legítima del núcleo y su anulación (que 
por ese hecho resultaría contraria a la Constitución) no sólo es muy sensible, sino que 
además requiere de un debate legislativo responsable, consciente y fundamentado 
que soporte la decisión. 
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El ciudadano en consideración a la garantía que tiene por el hecho de 
permitir la limitación a su libertad cuando entra en la obligada esfera de 
la actuación administrativa bajo el principio de soberanía queda 
subordinada al sacrificio, que se desvirtúa cuando haya sufrido un daño 
que sea injusto, efectivo, económicamente evaluable y susceptible de 
individualización grupal o personal, tiene el menester del resarcimiento 
por parte de la administración con los recursos efectivos en el 
ordenamiento jurídico interno, sin que sea necesario establecer la 
conducta u omisión dolosa o culposa del agente que actúa en cabeza del 
Estado y de la administración que produjo el daño aun si este se produjo 
bajo un comportamiento institucional.72.  
 
2.5 Materialización de la Responsabilidad Disciplinaria  
 
 
La responsabilidad disciplinaria tiene su origen en la conformación del 
Estado, las contribuciones monetarias en forma de impuestos, que hacen 
los ciudadanos para que se sostenga y la relación de control del Estado y 
los Servidores Públicos por parte del pueblo soberano, que tiene su 
acepción efectiva el ius punendi como lo concibe ESPINOSA RAMÍREZ 
al describir que en el Estado coinciden distintos poderes de actuación, 
potestades que resuelven la obligatoriedad de sus situaciones jurídicas73. 
 
Para algunos autores el origen del poder punitivo se establece en el 
contrato social74 que se dializa en la Edad Media entre la iglesia y la 
                                                        
72 Consejo de Estado, Sentencia 31 de octubre de 199, MP. JULIO CESAR URIBE 
ACOSTA  
73  ESPINOSA VELÁSQUEZ Y RAMÍREZ BEJARANO. Fundamentos históricos y 
filosóficos de la Potestad Sancionadora de la Administración Pública, en 
contribuciones a las Ciencias Sociales, junio 2009, pág. 1, 110 www.e u m ed 
.net/revicccss/04/evrb. htm  
74 Contrato social es una expresión que se utiliza en la filosofía, la ciencia política y la 
sociología en alusión a un acuerdo real o hipotético realizado en el interior de un grupo 
por sus miembros, como por ejemplo el que se adquiere en un Estado en relación a 
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nobleza como entidades con la facultad de reprochar y castigar el 
comportamiento de los ciudadanos y los encargados de dirigir el pueblo, 
gobierno civil, señores feudales. En Colombia la responsabilidad 
disciplinaria de los Servidores Públicos se encuentra respaldada por la 
Constitución Política de Colombia, artículo 6 "Los particulares sólo son 
responsables ante las autoridades por infringir la Constitución y las leyes. 
Los Servidores Públicos lo son por la misma causa y por omisión o 
extralimitación de sus funciones",  artículo 122 "No habrá empleo público 
que no tenga funciones detalladas en la Ley o reglamento", y artículo 124 
“La ley determinará la responsabilidad de los Servidores Públicos y la 
manera de hacerla efectiva” por lo que es obligatorio establecer labores 
específicas para cada cargo público con relación a las necesidades de la 
entidad, con reconocimiento de la defensa y cumplimiento de la 
Constitución y sus deberes.  
 
Es además obligatorio para los Servidores Públicos conforme a la Carta 
Política la prohibición de la extralimitación u omisión de sus funciones 
establecidas por reglamento o por Ley en contraposición al abuso del 
poder y la responsabilidad estableciendo de forma directa y efectiva la 
acción de reparación del artículo 90 de la Carta Magna "Responsabilidad 
patrimonial del Estado por los daños antijurídicos que le sean imputables, 
                                                                                                                                                                  
los derechos y deberes del Estado y de sus ciudadanos. Se parte de la idea de que 
todos los miembros del grupo están de acuerdo por voluntad propia con el contrato 
social, en virtud de lo cual admiten la existencia de unas leyes a CIÓ las que se 
someten. El pacto social es una hipótesis explicativa de la autoridad política y del 
orden social. A decisión".-El contrato social, como teoría política, explica, entre otras 
cosas, el origen y propósito del Estado y de los Derechos Humanos. La esencia de la 
teoría (cuya formulación más conocida es la propuesta por Jean-Jacques Rousseau) 
es la siguiente: para vivir en sociedad, los seres humanos acuerdan un contrato social 
implícito, que les otorga ciertos derechos a cambio de abandonar la libertad completa 
de la que dispondrían en Estado de naturaleza. Siendo así, los derechos y deberes de 
los individuos constituyen las cláusulas del contrato social. El Estado es la entidad 
creada para hacer cumplir el contrato. Del mismo modo, quienes lo firman pueden 
cambiar los términos del contrato si así lo desean; los derechos y deberes no son 
inmutables o naturales. Por otro lado, un mayor número de derechos implica mayores 
deberes; y menos derechos, menos deberes. 
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causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas", en el 
sentido de que "en el evento de ser condenado el Estado a la reparación 
patrimonial de uno de tales daños, que haya sido consecuencia de la 
conducta dolosa o gravemente culposa de un agente suyo, aquél deberá 
repetir contra éste".  
 
El mecanismo de responsabilidad de la acción de reparación en 
respuesta al principio constitucional que erige a los servidores públicos 
"las autoridades de la Republica están instituidas para proteger a todas 
las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, 
creencias y demás derechos y libertades y para asegurar el cumplimiento 
de los deberes sociales del Estado y de los particulares", en 
correspondencia con el artículo 209 que establece "La función 
administrativa está al servicio de los intereses generales y se desarrolla 
con fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, 
economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, (...)".  
 
Sin embargo es solo hasta la consolidación del Estado social de Derecho 
que se fortalece el derecho disciplinario como lo expresa el doctrinante 
BOLAÑOS GONZALEZ75  
 
"No es sino con la llegada del Estado Social y Democrático de 
Derecho, que el criterio de restringir el poder sancionador del 
Estado cobra mayor grado de materialización, por consiguiente, 
otros serían sus elementos caracterizadores; pues teniendo en 
cuenta que el Estado de Derecho supone la limitación del poder 
del Estado por el derecho, la regulación y control por la Ley de los 
poderes y actividades estatales, todo poder y actuar del mismo, 
incluido el poder de castigar, quedaría por tanto, sometido a él". 
                                                        
75  BOLAÑOS GONZALEZ. Jimmy. Derecho disciplinario policial, pág. 85. 
www.books.google.com.co/books?isbn=9968314749. 
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Pero dentro de la configuración del origen del Derecho disciplinario se 
han desarrollado las tesis cuantitativa y cualitativa. La primera se refiere 
a la validez de lo sustancial, de la identidad de las sanciones 
administrativas frente de las penales, concibiéndolo como un derecho 
penal disminuido que se diferencian en su grado de sanción o resultado, 
aunque se encuentren en el mismo grado76.  
 
La tesis cualitativa en contraposición afirma la sustantividad o 
elementalidad e independencia del derecho disciplinario, ya que las dos 
ramas del derecho tienen ámbitos específicos de aplicación dada su 
naturaleza.  
 
 
La responsabilidad disciplinaria en Colombia tiene tradición colonial de 
España, como primeras intervenciones o controles a los Servidores 
Públicos y su justa, leal y correcto actuar en función a sus servicios, era 
los juicios de residencia y la  visita,77 que consistían en realizar una 
inspección a las oficinas de los Servidores  Públicos, por solicitud de los 
ciudadanos o de la corona, respecto de los juicios de  residencia vigentes 
hasta 1812, se constituía como el primer proceso  disciplinario, que se le 
aperturaba a un funcionario público independientemente de su cargo, en 
el que su ejercicio profesional quedaba suspendido hasta tanto no 
hubiese decisión de fondo.  
 
 
                                                        
76 MOZO SEOANE, ANTONIO. La discrecionalidad de la Administración Pública en 
España: análisis jurisprudencial, legislativo y doctrinal, citado por PONCE DE LEÓN, 
Rodrigo Lorenzo, en La ambigua naturaleza de lo disciplinario en el derecho militar de 
los Estados Unidos de América, Revista española de Derecho militar, ISSN 0034-
9399, N° 82, 2003, págs. 149 a 196. http: //noticias.jurídicas.com/áreas/ 
77 PALACIO JARAMILLO, Martha Inés. "Debido Proceso Disciplinario. Edición librería 
del profesional, 2001, Pág.1. 
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Más adelante entre los años 1810 y 1886, en donde cada provincia tenía 
su constitución y mantenía el control de sus funcionarios públicos, se 
creó la especialidad de jurisdicción para altos dignatarios, excepto para 
el Presidente que en principio tenía inmunidad, pero que a partir de 1821, 
se estableció el procedimiento de investigación y acusación a la Cámara 
de representantes y el Senado como juez.  
 
 
En la Constitución de los Estados Unidos de Colombia de 1863, la 
competencia disciplinaria se concentró en la Procuraduría General de la 
Nación de acuerdo al artículo 73, capitulo IX y le asigno además la 
defensa y vigilancia de los procesos en calidad de Ministerio Público, 
extendiéndose su jurisdicción en la Constitución de 1886 y la función de 
juez como para los funcionarios del Ministerio Público.  
 
 
Para la Constitución de 1991 se mantiene la institución de la 
Procuraduría y su  poder disciplinario preferente de los Servidores 
Públicos incluso si son de elección  popular, presupuestos superiores 
como el artículo 118 “El Ministerio Público y la Contraloría General de la 
República son órganos de control” y artículo 277 “El Procurador General 
de la Nación, por sí o por medio de sus delegados y agentes, tendrá las 
siguientes funciones: numeral 6 “Ejercer vigilancia superior de la 
conducta oficial de quienes desempeñen funciones públicas, inclusive las 
de elección popular; ejercer preferentemente el poder disciplinario; 
adelantar las investigaciones correspondientes, e imponer las respectivas 
sanciones conforme a la Ley”. 
 
La Ley 734 de 2002 se constituye como la última norma en materia de 
Derecho  disciplinario, en la que se consagra los principios análogos con 
Página 90 de 171 
 
los del Derecho Penal y valores que deben prevalecer en el proceso 
disciplinario y los derechos y obligaciones de los intervinientes, aunque 
se identifica por ser norma vanguardista en Latinoamérica y en 
concordancia con el neo constitucionalismo, se caracteriza por la 
concentración del poder en el Procurador, además de otras 
circunstancias que han propinado la reciente expedición de un Código 
General Disciplinario.  
 
 
Sin embargo a pesar de que algunos doctrinantes infieren que el 
Derecho Disciplinario es en esencia derecho Penal o Administrativo, el 
Consejo de Estado78 ha establecido que ilícito penal es muy distinto al 
ilícito disciplinario y por lo tanto su objeto de relación y reproche es 
opuesto, por lo tanto las categorías sustantivas del Derecho Disciplinario 
se contraponen al Derecho Penal.  
 
En derecho comparado, el Tribunal Constitucional Alemán ha 
sentenciado: 
 
 "Considerando los fines respectivos, el Derecho Penal es, aparte 
de la prevención general y especial, la retribución; la pena 
corresponde al valor jurídico lesionado por el delincuente y a la 
culpabilidad mientras que la sanción disciplinaria es, según su 
carácter fundamental, medida de corrección y educación que 
pretende mantener un orden interno de la Administración; la pena 
criminal afecta al ciudadano en su esfera ordinaria (libertad y 
patrimonio), la sanción disciplinaria en su ámbito de derechos y 
deberes especiales."79.  
 
                                                        
78 Consejo de Estado, 8 de Abril de 1991, MP. ALVARO LECOMPTE LUNA 
79 Domingo Sesión, Alcances del Control Judicial de la Potestad Disciplinaria  y sus 
Elementos Discrecionales 
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Frente a la culpa el reproche en cuanto al ámbito disciplinario se 
compara a la culpa civil y el sujeto objeto de juicio es el servidor público; 
por el contrario, en el Derecho Penal la culpa tiene naturaleza ética-
social y la persona procesada solo debe tener la calidad de ciudadano 
independientemente si es servidor público, a pesar de que subsisten los 
grados de la culpabilidad, frente a la violación del deber objetivo de 
cuidado, como lo ha establecido la Corte Constitucional en Colombia80. 
 
"La Corte ha precisado que las garantías propias del proceso 
penal no tienen total aplicabilidad en el campo administrativo 
disciplinario por la diferencia que existe entre el bien jurídico 
protegido por una y otra sub-especialidad del derecho punitivo: 
"mientras en el primero se protege el orden social en abstracto y 
su ejercicio persigue fines retributivos, preventivos y 
resocializadores, la potestad sancionatoria de la administración se 
orienta más a la propia protección de su organización y 
funcionamiento, lo cual en ocasiones justifica la aplicación 
restringida de estas garantías -quedando a salvo su núcleo 
esencial- en función de la importancia del interés público 
amenazado o desconocido" (....) "La Ley disciplinaria tiene como 
finalidad específica la prevención y buena marcha de la gestión 
pública, así como la garantía del cumplimiento de los fines y 
funciones del Estado en relación con las conductas de los 
Servidores Públicos que los afecten o pongan en peligro".  
 
 
El Derecho Disciplinario se fundamenta en las relaciones especiales de 
sujeción que en definitiva se encuentran consagradas en el artículo 6 de 
la Constitución política de Colombia que establece que los Servidores 
                                                        
80 Corte Constitucional- Sentencia T-146-93, MP. Dr. JORGE ARANGO MEJÍA 
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Públicos solamente son responsables ante las autoridades por infringir la 
Constitución y las leyes, y por omisión o extralimitación en el ejercicio de 
sus funcione y  se materializa en la potestad del Estado para ejercer el 
ius punendi a través de distintas modalidades jurídicas como el 
disciplinario, el penal o  fiscal.  
 
 
La relación especial de sujeción se origina en el cumplimiento de un 
deber o de una prohibición, la omisión o extralimitación en el ejercicio de 
sus funciones, la violación del régimen de inhabilidad e 
incompatibilidades entre otras bajo el esquema de númerus apertus. Por 
lo tanto, la potestad disciplinaria se debe ejercer con observancia a la 
integridad de la función administrativa, la excelencia en el servicio 
público y el cumplimiento de los fines del Estado; Así como lo expresa 
GARCÍA DE ENTERRÍA Y FERNÁNDEZ, se definen como aquellas que 
se imponen a las personas que están en una relación de sujeción 
especial con la Administración por infracciones cometidas a la disciplina 
interna por la que se rige dicha relación81.  
 
 
La aplicación de los númerus apertus82 como precepto para la sanción 
disciplinaria ha tenido debate al interior de las Cortes generalizando la 
                                                        
81  GARCIA DE ENTERRÍA, Eduardo y FERNÁNDEZ, Tomás, Curso de Derecho 
Administrativo, Ed. Civitas, Torno 2, ps. 48 y 49. 
82  SAINZ MORENO, F., Conceptos jurídicos indeterminados, interpretación y 
discrecionalidad administrativa, Ed. Civitas, Madrid, 1976, pp. 68 y 70. (Un concepto 
es indeterminado cuando sus límites son imprecisos, es decir, cuando no reflejan 
claramente una realidad. En general la imprecisión no deviene exclusivamente del 
lenguaje utilizado ni tampoco de la materia referida, sino de la vinculación entre 
ambos' En el ordenamiento jurídico administrativo vinculado con la función pública son 
numerosos los dispositivos constitucionales, legales y reglamentarios que trasuntan 
standards o normas en blanco, cuya indeterminación es evidente.- El decoro o 
prestigio de la institución, la dignidad en el cargo, el mal desempeño, son ejemplos 
cotidianos, cuya relación con la realidad a la que se refieren, puede impregnarse de 
mayor o menor imprecisión. La aplicación práctica de estos supuestos en el variado 
accionar administrativo, obliga a efectuar una tarea interpretativa o creativa según el 
caso, subsumiendo el hecho concreto en la norma.- Veamos un ejemplo: la falta de 
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posición de que la falta no se encuentra a disposición del operador 
jurídico por el contrario se debe realizar la adecuación típica respecto de 
la reserva de Ley, como garantía al debido proceso, permitiendo la 
seguridad jurídica del procesado y del sistema.  
 
 
Sin embargo, en la actualidad ante la ausencia de tipicidad de algunas 
faltas en el grado de culpa gravísima, ha sido la Corte Constitucional 
quien a través de sus sentencias ha definido parámetros o establecidos 
límites al Congreso y a los operadores jurídicos para que desarrollen los 
tipos disciplinarios siempre en atención al principio de responsabilidad y 
la permanencia del orden justo.  
 
 
El deber funcional debe corresponder a la eficacia y eficiencia de la 
administración y las necesidades del servicio público; la infracción al 
deber funcional configura ilicitud sustancial y la inobservancia al principio 
de legalidad, que se estima como una violación a los criterios objetivos 
de los fines del Estado social constitucional de Derecho, por lo tanto, no 
es concebible como falta disciplinaria los comportamientos que no 
afecten la prestación del servicio y las funciones públicas. La Corte 
Constitucional además ha sentenciado que la falta disciplinaria bajo la 
modalidad de númerus apertus debe ser sancionada si se ha procedido 
                                                                                                                                                                  
decoro que afecta el prestigio de la institución, es susceptible de ocasionar tres 
alternativas distintas: a) una opción positiva al no existir dudas que hay falta de 
decoro; b) una opción negativa, ante la seguridad de que la falta de decoro es 
inexistente c) una zona de penumbra que se ubica entre ambas, en cuanto existen 
razonables dudas sobre si la hipotética conducta constituye o no una falta de decoro. 
Las hipótesis a) y b) se denominan respectivamente: zona de certeza positiva y 
negativa; mientras que la c), "halo del concepto" o "zona de dudas". Esta última es el 
ámbito de imprecisión o indeterminación que es menester clarificar al momento de su 
concreción práctica, teniendo presente la distancia al núcleo positivo o negativo del 
concepto) 
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dolosa o culposamente fundamentada en la diligencia más que debida 
exigible a un servidor público83.  
 
2.6. Ejercicio de la Función Pública como Fundamento de la 
Responsabilidad Estatal  
 
 
La responsabilidad del Estado se puede justificar con el apoyo de 
instituciones fundamentales que legitiman su viabilidad como la 
autoridad, esta entendida como un orden preestablecido de derecho que 
establece medidas, formula juicios y resuelve controversias, de forma 
efectiva fundamentada en el artículo 6 de la Constitución Política, 
respecto de lo cual los Servidores Públicos poseen en la relación a las 
funciones públicas que cumplen.  
 
Sin embargo esta facultad de autoridad no es ejecutada per se, solo es 
ejecutable bajo un ordenamiento jurídico social de Derecho en la 
actualidad, antes bajo el imperio de la monarquía en el Estado 
absolutista de privilegios y deberes, hoy se delimita la autoridad entre los 
derechos y deberes, pero siempre al servicio del pueblo en 
correspondencia con las obligaciones de carácter regional e 
internacional.  
 
Esta autoridad se materializa bajo la figura del poder público que debe 
ser legítimo por parte del Estado que fija reglas y patrones de 
comportamiento y límites a las acciones individuales, que se origina o 
deviene del pueblo soberano quien le otorgo esa potestad.   
 
                                                        
83  EDGARDO JOSÉ MAYA VILLAZÓN, Consejero Académico ICDD, Miembro 
Fundador de la Confederación Internacional • de Derecho Disciplinario-" ESTADO 
ACTUAL DEL DERECHO DISCIPLINARIO EN COLOMBIA" 
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Esa autoridad investida de poder público se encuentra delimitado en los 
principios y valores de la Constitución y la institución de la función 
pública, como lo ha entendido la Corte Constitucional; "El conjunto de 
tareas y de actividades que deben cumplir los diferentes órganos del 
Estado, con el fin de desarrollar sus funciones y cumplir sus diferentes 
cometidos y, de este modo, asegurar la realización de sus fines”84. 
  
 
De lo anterior se deduce que el ejercicio de la función pública se debe a 
la satisfacción de los intereses generales de la comunidad y el correcto y 
eficiente funcionamiento de los servicios públicos asegurando el 
cumplimiento de los fines del Estado, bajo los criterios de igualdad, 
moralidad, económica celeridad, imparcialidad y publicidad de acuerdo al 
artículo 209 de la Constitución Política de Colombia.  
 
El ejercicio de control a las funciones públicas y los servidores se realiza 
por parte de la comunidad a través de los mecanismos de control político 
del artículo 40 de la Constitución y que de esta forma no sea autoritario 
su ejercicio, además de la fijación del régimen de inhabilidades e 
incompatibilidades de reserva de Ley, para limitar el ejercicio de la 
función pública a personas que no prestan atención u observancia a las 
condiciones o calidades tan altamente responsables que se requiere de 
un servidor.  
 
Asegurando la disposición, idoneidad y probidad para acceder a cargos 
públicos, es por tal razón que aunque en principio no se tienen 
condicionamientos exigentes para acceder a cargos públicos por parte 
de la Constitución, si se requiere de un alto grado de compromiso moral y 
vocación social, como lo ha establecido la Corte Constitucional al señalar 
                                                        
84 Corte Constitucional Sentencia C-631 de 1996 y C-564 de 1997 , MP. ANTONIO 
BARRERA CARBONEL 
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que las inhabilidades e incompatibilidades aseguran la gestión de los 
intereses comunes, prevaleciendo el buen servicio y anteponiendo los 
intereses personales a los generales de la comunidad, evitando 
específicamente con las incompatibilidades la acumulación de 
actividades, funciones o cargos, promoviendo la eficacia y eficiencia de 
la administración85.  
 
 
De igual forma la Corte Constitucional ha establecido; "El artículo 123 de 
la Constitución Política señala que los Servidores Públicos ejercerán sus 
funciones en la forma prevista en la Constitución y la Ley; de la misma 
forma el artículo 150 numeral 23 ibídem establece que el legislador 
expedirá las leyes que regirá el ejercicio de las funciones públicas; así, 
se puede afirmar que existe una facultad del legislador en la regulación 
del ejercicio de la función pública, esto es, sobre la actualización de la 
función antes citada, en la cual juega el acto”86. 
 
 
De lo anterior se deduce que es de reserva de Ley en cabeza del 
Congreso la regulación del ejercicio de la función pública siempre en 
respeto del régimen constitucional y los derechos humanos, siendo no 
justificable la regulación de la función pública que delimite o restringa el 
acceso a cargos públicos y el reconocimiento a los principios de libertad 
e igualdad, los derechos al trabajo, a ejercer y escoger una profesión y la 
participación en el ejercicio del poder público.  
 
 
La responsabilidad de los Servidores Públicos se origina de los artículos 
2 y 6 de la Constitución, en los que se enmarcan los de libre 
                                                        
85  Corte Constitucional de Colombia , Sentencia C-546 de 1997, M.P. ANTONIO 
BARREA CARBONEL 
86 Corte Constitucional de Colombia, Sentencia C-367de 1996.  
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nombramiento y remoción, carrera administrativa, elección popular y los 
particulares que ejercer funciones públicas87, de igual forma se establece 
desde el artículo 90 la posibilidad de ejercer la acción de repetición a 
través del mecanismo señalado en la Ley 678 de 2001 y la posibilidad 
del llamamiento en garantía.  
 
 
En su calidad de funcionario público se tienen distintas facetas frente a la 
responsabilidad como es la fiscal,  que tiene por objeto la resarcitoria del 
patrimonio público, pero solo de quienes ejercen gestión fiscal, 
responsabilidad penal, civil y disciplinaria, esta última se constituye en la 
imputación así sea a la vez un delito, de la comisión de una falta que  
atenta el normal desarrollo y prestación del servicio público a su cargo  
específicamente, lesionando la confianza y moral en la administración, 
de forma  independiente y autónoma88. 
  
Estas faltas solo pueden ser cometidas a título de dolo o culpa, por la 
acción u omisión de sus funciones, la extralimitación de sus funciones, la 
incursión en las prohibiciones, impedimentos, inhabilidades, 
                                                        
87Corte Constitucional C- 563 de 1999. MP. Dr. ANTONIO BARRERA CARBONELL y 
Dr. CARLOS GAVIRIA DIAZ.- "En sentido amplio la noción de función pública atañe al 
conjunto de las actividades que realiza el Estado, a través de los órganos de las ramas 
del poder público, de los órganos autónomos e independientes, (art. 113) y de las 
demás entidades o agencias públicas, en orden a alcanzar sus diferentes fines. En un 
sentido restringido se habla de función pública, referida al conjunto de principios y 
reglas que se aplican a quienes tienen vínculo laboral subordinado con los distintos 
organismos del Estado. Por lo mismo, empleado, funcionario o trabajador es el 
servidor público que esta investido regularmente de una función, que desarrolla dentro 
del radio de competencia que le asigna la Constitución, la Ley o el reglamento". 
88 Corte Constitucional- C-692 de 2008.- DR. MANUEL JOSE CEPEDA ESPINOSA.- 
"El derecho disciplinario constituye una forma de ejercicio de la potestad sancionadora 
del Estado y, como tal, debe estar fundado en principios y valores constitucionales y 
asegurar en todo momento la vigencia de los elementos propios de la garantía del 
debido proceso. Como elementos constitutivos de la garantía del debido proceso en 
materia disciplinaria, se han señalado, entre otros, (i) el principio de legalidad de la 
falta y de la sanción disciplinaria, (u) el principio de publicidad, (iii) el derecho de 
defensa y especialmente el derecho de contradicción y de controversia de la prueba, 
(iv) el principio de la doble instancia, (v) la presunción de inocencia, (vi) el principio de 
imparcialidad, (vii) el principio de non bis in idem, (viii) el principio de cosa juzgada y 
(ix) la prohibición de la reformatio in pejus". 
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incompatibilidades y conflicto de intereses, de acuerdo a las faltas 
previamente preestablecidas en el código  disciplinario único, de acuerdo 
al grado de perturbación que genera en la  prestación del servicio, la 
posición jerárquica del infractor y la trascendencia total,  a través de la 
comisión directa o concertada o accidental o determinada.  
  
 
Actuaciones que en el evento de ser calificadas como falta contraerán la  
respectiva sanción que en el caso más extremo corresponde a la 
inhabilidad y  destitución, o el menos grave amonestación escrita o multa, 
la primera de estas  da lugar al retiro del servicio la terminación de la 
relación legal y reglamentaria como relaciones especiales de sujeción y 
la exclusión del escalafón a la carrera administrativa, siempre atendiendo 
a la finalidad de la sanción que es la corrección de la disciplina, la 
obediencia, la rectitud de la administración y la respectiva 
responsabilidad, como bien lo ha definido la Corte Constitucional en  
Sentencia T-811 del 2003, Magistrado Ponente ÁVARO TAFUR GALVIS 
"(....) al  paso que las sanciones disciplinarias tienen que ver con el 
servicio, con llamado  de atención, suspensiones o separaciones del 
servicio y su análisis se hace sin perjuicio de los efectos penales que 
puedan deducirse de los hechos que la originaron (...)89".  
 
2.7. Irresponsabilidad del Ejercicio de los Miembros del Congreso y 
Corrupción.  
 
 
En Colombia hasta el momento pocas sentencias han planteado la 
responsabilidad del Estado Legislador, tan solo se han referido a la 
                                                        
89 El derecho disciplinario que respalda este poder está compuesto por un conjunto de 
normas y principios jurídicos que permiten imponer sanciones a los Servidores 
Públicos cuando éstos violan sus deberes, obligaciones o incurren en vulneración de 
las prohibiciones e incompatibilidades que para ellos ha establecido la ley.  
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expedición de leyes por parte del Congreso y su posterior eliminación del 
ordenamiento jurídico a través de la acción de inconstitucionalidad y 
aumentando el número de sentencias con modulación, convergiendo en 
ocasiones la usurpación de funciones entre las ramas legislativa y 
ejecutiva, por lo tanto en doctrina de GARCIA DE ENTERRIA, si se 
permite que un juez determine la responsabilidad del Congreso por 
legislar se estaría vulnerando el principio de separación de poderes.  
 
Por el contrario, en sentencias del Consejo de Estado para el Magistrado 
ROJAS, expone que se aborda el problema jurídico desde la 
configuración de un daño antijurídico y cierto y no sobre la actividad 
legislativa. El primero de los casos se remonta a la demanda de 
inconstitucionalidad de los artículos 56 y 57 de la Ley 633 de 2000, sobre 
la obligación de liquidar y pagar la tasa especial por servicios aduaneros 
que a su vez el Consejo de Estado condeno a pagar al Congreso 
trescientos millones de pesos a una empresa, situación que se replicó 
con el pago de 15000 millones de pesos a la empresa Goodyear por falla 
en el servicio al expedir referida Ley y que no debía supeditarse a la 
modulación de las sentencias de constitucionalidad . 
 
 
La ética pública como eje central de la función pública y servicios a cargo 
del Estado bajo la potestad otorgada y manifestada en la soberanía, 
debe ser atendida día a día en el ejercicio de cada uno de los Servidores 
Públicos, viéndose reflejados en los actos administrativos promulgados, 
es por tal razón que en cabeza de la Procuraduría General de la Nación 
se adelantó la preparación del proyecto de Ley para expedir el nuevo 
Código General Disciplinario, como respuesta a los altísimos niveles de 
corrupción en la administración pública.  
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El Código General Disciplinario tiene como fin la eficiencia de un sistema 
disciplinario que se proyecta en el respeto a los Derechos Humanos, la 
dignidad humana, el afianzamiento del debido proceso y la oportunidad, 
garantía y eficiencia del procedimiento disciplinario.  
 
 
Uno de los principales aportes del Código General Disciplinario es el 
reconocimiento de la dignidad humana como principio rector del proceso 
disciplinario en correspondencia al Estado Social de Derecho en el cual 
se fundamenta el ordenamiento jurídico colombiano de conformidad con 
la responsabilidad del Estado frente a los organismos internacionales.  
 
 
Así también es importante declarar desde el mismo Código la 
independencia y funcionalidad del Derecho disciplinario, apartándose del 
derecho penal y administrativo definiendo y enmarcando sus propios 
objetivos jurídicos objeto de estudio y de procedimiento, es por eso que 
el proyecto establece la especialidad y subsidiariedad en las faltas 
disciplinarias que configuran la ilicitud sustancial, independientemente de 
la rama u órgano del Estado al que pertenecen, por lo tanto ante la 
comisión de una falta esta debe primero estar tipificada o establecida en 
el Código General Disciplinario y ante su ausencia acudir a las otras 
ramas del Derecho para complementar los procedimientos, pero en 
principio es importante tener en primera medida cobijado todo el 
ordenamiento jurídico disciplinario en su propio ámbito.  
 
De igual forma se hace imprescindible dejar como fundamento en toda la 
actuación disciplinaria la integralidad de la investigación disciplinaria 
como complemento del derecho a la defensa y la obligación de la 
asistencia técnica por parte de un abogado en la etapa de juzgamiento y 
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complementando la entrega de copias de autos y sentencias más 
importantes que se adelante como garantía al debido proceso.  
 
 
Uno de los principales aportes que se establecen en el Código General 
Disciplinario, es que  para el operador jurídico disciplinario es la distinción 
y definición de los conceptos jurídicos determinados de dolo y culpa para 
argumentar la procedencia de culpabilidad como requisito indispensable 
para la imputación al disciplinado, aunque su referencia es 
incondicionalmente disciplinaria su definición no esta tan cerrada para la 
flexibilidad del operador jurídico y su acercamiento con el Derecho penal.  
 
 
Respecto de la culpa se define como la infracción al deber objetivo de 
cuidado que se le exige al funcionario público disciplinable que se puede 
efectuar con representación y sin representación, pero sin embargo lo 
más importante en este proyecto es la eliminación de reproche 
disciplinario frente a la culpa leve, en el entendido que los descuidos 
mínimos no son objeto de recriminación disciplinaria.  
 
 
Es importante de igual forma la reforma a la prescripción que establece el 
Código General Disciplinario, ampliando la vigencia para decretarla, 
independientemente de las fechas de expedición de sentencia de 
primera o segunda instancia.  
 
El trabajo más importante que se adelantó por parte del grupo asesor de 
la Procuraduría General de la Nación para presentar el Código General 
Disciplinario, fue el clasificar y agrupar las actuaciones u omisiones que 
constituyen faltas disciplinarias y sus respectivas clasificaciones en 
gravísimas especialmente en correspondencia con la responsabilidad 
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internacional del Estado, del Derecho Internacional Humanitario y los 
Derechos Humanos, pero de igual forma se mantiene la estipulación de 
las sanciones por abuso de poder, violación al régimen de inhabilidad e 
incompatibilidades y extralimitación de sus funciones.  
 
Otro cambio importante en el Código General Disciplinario es la 
concordancia de la naturaleza de la imputación subjetiva con las 
sanciones como la reducción de la inhabilidad cuando se cometa una 
falta con culpa gravísima en contrates con una falta a título de dolo.  
 
Frente al procedimiento disciplinario se introduce aspectos propios de 
regulación como el tratamiento y judicialización de pruebas e 
introducción de la prueba de la inspección disciplinaria como visita 
especial y su respectiva valoración, formas de notificación y la 
implementación de la oralidad en la etapa inmediatamente posterior a la 
formulación de cargos y la unificación del proceso sancionatorio con la 
división de la etapa de investigación y juzgamiento.  
 
 
El beneficio que se otorga al disciplinado que acepta cargos antes de la 
instalación de la audiencia de juzgamiento, constituyen el principal aporte 
de un Estado de avanzada que con el fin de lograr la menor impunidad y 
realizar el respectivo control colectivo a las actuaciones de los 
funcionarios objeto de investigación, por lo que se reconocerá su 
confesión al momento de la disminución de la sanción hasta en una 
tercera parte como atractivo al disciplinado, evitando el desgaste judicial.  
Así también la creación de la doble instancia en cabeza del Procurador 
General de la Nación para los funcionarios públicos aforados que son 
investigados por la Sala Disciplinaria Procuraduría General de la Nación, 
se convierte en una avanzada iniciativa del proceso disciplinario y de 
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estar forma asegurar los derechos y garantías en concordancia con el 
debido proceso.  
 
 
El artículo 48 del Código General Disciplinario redefine los criterios 
propios para determinar la gravedad o levedad de la falta disciplinaria 
como lo son: El grado de culpabilidad, la naturaleza esencial del servicio, 
el grado de perturbación del servicio, la jerarquía y mando que el servidor 
público tenga en la respectiva institución, la trascendencia social de la 
falta o el perjuicio causado, las modalidades y circunstancias en que se 
cometió la falta, que se apreciarán teniendo en cuenta el cuidado 
empleado en su preparación, el nivel de aprovechamiento de la 
confianza depositada en el investigado o de la que se derive de la 
naturaleza del cargo o función, el grado de participación en la comisión 
de la falta, si fue inducido por un superior a cometerla, o si la cometió en 
Estado de ofuscación originado en circunstancias o condiciones de difícil 
prevención y gravedad extrema, debidamente comprobadas, los motivos 
determinantes del comportamiento y cuando la falta se realice con la 
intervención de varias personas, sean particulares o Servidores Públicos.  
 
 
De igual forma la conversión de la sanción cuando el funcionario haya 
cesado en sus funciones y su cargo en el pago de salarios vigente al 
momento de la comisión de la falta, en todo caso sin perjuicio de la 
inhabilidad especial, es importante también la estipulación sobre el 
aseguramiento de la prueba con la colaboración de organismos oficiales 
así como el apoyo técnico gratuito que debe brindar los organismos del 
Estado, que se considere viable y necesario para el éxito de las 
investigaciones.  
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En la actualidad el Estado Social de Derecho y Democrático de Colombia 
se encuentra debilitado en razón a la fragilidad de su composición y de la 
moralidad de sus funcionarios, que se vierte en la ineficacia, inoperancia 
e irrespeto a los derechos fundamentales y los reglamentos, 
irresponsabilidad del Estado y sus futuros reclamaciones y reparaciones 
o indemnizaciones pecuniarias.  
 
 
No solo la omisión o culpabilidad de las actuaciones de los funcionarios 
públicos generan responsabilidad, además existe el comportamiento 
altamente doloso en perjudicar la correcta gestión pública, actuando en 
contra del Ordenamiento Jurídico, que desestabiliza las instituciones 
estatales, la confianza y seguridad jurídica, incluso en los últimos tiempos 
aumentando el auge del Estado de opinión, como alternativa de 
imposición y vigilancia a los poderes públicos.  
 
Circunstancia que se acentúa en el ámbito de unos Servidores Públicos 
que presentan muy pocos proyectos de Ley, remunerados con amplia 
responsabilidad, pero con penas o sanciones poco estrictas y fuertes, 
que mitiguen la corrupción del que son objeto los congresistas, 
contraviniendo el principio de transparencia, aunando con la propia 
corrupción que tienen en sí mismas los órganos de control estatuidos por 
la Constitución como la Procuraduría, la Contraloría, la Defensoría la 
Fiscalía y la veeduría. 
 
Desafortunadamente es concebible que algunos Servidores Públicos, 
personas a los que en la conciencia colectiva se les debe reconocimiento 
y respeto y a los que más responsabilidad se les debe exigir, demuestran 
con sus actuaciones la falta de moral y de ética y de valores 
fundamentales para la construcción de una sociedad de avanzada, por el 
contrario  algunos asumen sus funciones en ocasiones con el único 
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objetivo de sacar ventaja sobre los poderes que se les asigna o como 
cuota política para pagar favores, en lugar de tener la perspectiva de 
nombramientos con el objetivo de incrementar la actividad economía y 
social del país.  
 
 
En el ordenamiento jurídico colombiano, existen los controles 
administrativos, disciplinarios, fiscales, civiles, patrimoniales y penales, 
las instituciones y la división de poderes como pilares de la efectiva 
gestión administrativa, sin embargo, desde la misma organización de los 
partidos políticos, se encuentra el foco de tráfico de influencias y de 
corrupción por generaciones, al servicio del gobierno de turno.  
 
 
Es por tal razón que con la realidad actual no resulta descabellado 
realizar un examen sicológico en el cual se determine las capacidades y 
debilidades de las personas que aspiran a cargos públicos con el fin de 
mitigar la corrupción y filtrar la posesión de funcionarios si valores y poco 
éticos y previniendo el detrimento patrimonial cancelando honorarios o 
sueldos de personas que con sus actuaciones producen la 
responsabilidad del Estado y que no se logra recuperar este dinero pues 
la acción de repetición es poco utilizada o es utilizada para 
contrademandar al Estado por violación al Derecho fundamental del 
Debido Proceso.  
 
 
En la actualidad las distintas instituciones del Estado a través de 
convenios con universidades o la ESAP, capacitan a los funcionarios 
como ejemplo de la cátedra de buen gobierno o la escuela de justicia 
LARA BONILLA, como instrumento pedagógico de prevención hacia la 
corrupción, de igual forma sistemas como el de Control Interno 
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Disciplinario se convierten en estratégicas contra la corrupción y la 
ilegalidad, así también el control ciudadano través de las veedurías en 
correspondencia con el acceso que deben tener todos los ciudadanos a 
la información pública, con la debida excepción de reserva otorgada por 
Ley de acuerdo a la nueva Ley de Transparencia; "Artículo 1°. Objeto. El 
objeto de la presente Ley es regular el derecho de acceso a la 
información pública, los procedimientos para el ejercicio y garantía del 
derecho y las excepciones a la publicidad de información"90. 
 
Es también importante canalizar y proteger los sistemas de escogencia a 
los cargos públicos como son los concursos, que desafortunadamente 
han sido invadidos o contagiados por el fenómeno de la corrupción como 
el pasado concurso de adelantando por la Contraloría que se encuentra 
demandado por el cúmulo de irregularidades con el que se adelantó.  
 
 
De igual forma es importante establecer una vez cometida la falta o los 
delitos contra la administración pública procesos ágiles y completos en 
los que se sancione factiblemente los hechos cometidos en proporción a 
las actuaciones y daño a la efectiva prestación del servicio público, 
logrando la reparación o indemnización integral a además de castigos 
que se muestren como ejemplo para la sociedad, mediante procesos 
efectivos y expeditos, siempre en busca de la moralidad91.  
 
 
                                                        
90 Ley 1712 de 2014, "Por medio de la cual se crea la Ley de Transparencia y del 
Derecho de Acceso a la Información Pública Nacional y se dictan otras disposiciones". 
91 Historia de la filosofía - tomo II - segunda época filosófica, CRISTIANA, ZEFERINO 
GONZÁLEZ (1831-1894), La moralidad de los actos humanos depende ante todo de la 
bondad moral de su objeto, o sea de la bondad o malicia de este en el orden moral 
(prima bonitas actus moralis attenditur ex obyecto convenienti (in ordine morali), lo 
cual equivale a decir, en otros términos, que la bondad moral consiste • en su 
conformidad con la razón humana, la cual es la regla y medida inmediata de la 
moralidad de los actos humanos, como derivación o irradiación que es de la razón 
divina o Ley eterna, norma primitiva y medida suprema de la moralidad. Tomo I, 59. 
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CAPITULO TERCERO 
 
HACÍA LA CONFIGURACIÓN DE LA RESPONSABILIDAD 
DISCIPLINARIA DEL ESTADO LEGISLADOR 
 
El presente capítulo tiene como finalidad condensar y desarrollar los 
diferentes esquemas y elementos desarrollados en el capítulo primero y 
segundo, con el fin de aportar elementos para vislumbrar una posible 
responsabilidad disciplinaria del Estado Legislador y de esta forma 
determinar las características y eventos del reproche disciplinario en el 
enfoque de la ilicitud sustancial, culpabilidad y tipicidad, en cabeza del 
Congreso de la República.  
 
Además del desarrollo en materia jurisprudencial como fundamento a la 
determinación y viabilidad de la responsabilidad, a pesar de la 
inexistencia en la actualidad del ordenamiento colombiano de una 
estructura disciplinaria independiente. 
 
3.1 Fundamento de la Disciplina  
 
 
La disciplina en la función pública tiene relación con la moralidad y la 
ética, que le imprimen los funcionarios públicos a sus actuaciones, 
implicando necesariamente un juicio de valor objetivo sobre los 
procederes y la incidencia directa  en la efectiva y eficiente prestación del 
servicio público o del ejercicio del poder público.   
 
La ética como el estudio del comportamiento del deber ser se ajusta al 
mundo del Derecho y por lo tanto se desarrolla en el ordenamiento 
jurídico  de un Estado, así cuando se aplica la ética en el ejercicio diario 
de los servidores públicos sus actuaciones son altivas, buenas, 
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razonables, confiables y responsables, encontrándonos frente a un 
comportamiento ético, sin embargo los estudios realizados o el desarrollo 
profesional no es sinónimo de actuaciones buenas justas o leales, ya que 
es un concepto intelectual que se instala en el comportamiento  y las 
relaciones de casa y escuela que a su vez se transmiten por cultura, 
acompañado de la definición colectiva de lo que es bueno y se aprende a 
diferenciar lo que hace daño del bienestar, como conducta humana 
inherente. 
 
 
El ejercicio del poder público demanda la plena conciencia de actuar, 
atendiendo a los límites constitucionales e internacionales siempre, con 
la capacidad de adquirir derechos y obligaciones, con la autonomía de lo 
racional que genera la manifestación diferencial entre lo correcto o 
incorrecto de las actuaciones que dañan la moral pública e impiden el 
correcto funcionamiento de la administración. 
 
 
Por otro lado la moral corresponde al comportamiento acorde con la 
cultura o la costumbre o las expectativas sociales o formas de vida que 
se consideran obligatorias, valiosas u orientadoras de la actividad 
humana en algún segmento humano en especial, entro los que se 
distingue la ética crítica sobre el deber ser y la ética aplicada a través de 
la regulación y normativización.  
 
 
Para la aplicación de la acción disciplinaria, esta se debe fundamentar en 
la ética y la moral, ya que por disciplina se entiende la capacidad 
humana física e intelectual de actuar ordenada y perseverantemente 
para conseguir un fin benéfico, a través de la auto exigencia y esmero en 
el cumplimiento de las funciones asignadas, por Constitución y por Ley, 
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con fortaleza y templanza con valoración y armonía en el ordenamiento 
jurídico como lo ha establecido la Corte  Constitucional; Según el inciso 
segundo del art. 93 de la Constitución, “Los derechos y deberes 
consagrados en ésta se interpretarán, de conformidad con los Tratados 
Internacionales sobre Derechos Humanos ratificados por Colombia. Por 
lo tanto las actuaciones de los Servidores Públicos deben tener 
coherencia con las normas de los tratados  internacionales por tener el 
carácter prevalente en el orden interno, conformando el bloque de 
constitucionalidad”.  
 
 
Sin embargo para el congreso con la expedición de leyes puede generar 
hechos que lesionen o vulneren los derechos fundamentales de los 
individuos, aun reconociendo y respetando las normas contenidas en los 
tratados internacionales; así amanera de ejemplo puede un derecho 
fundamental como el de circulación ser limitado, en virtud de la Ley, pero 
sólo en la medida necesaria e indispensable en una sociedad 
democrática, en aras de prevenir la comisión de delitos, proteger el 
interés público, garantizar la seguridad nacional, el orden público, la 
salud y la moral pública, o los derechos y libertades de las demás 
personas, como un bien jurídico tutelable insuperable como es el 
derecho a la vida, objeto de protección estatal.   
 
La restricción de los derechos fundamentales con ocasión a la 
expedición de una Ley debe en lo posible ser igualmente compatible con 
el ejercicio de los demás derechos fundamentales reconocidos por la 
Constitución, pero, como reiteradamente lo ha sostenido la Corte 
Constitucional, toda restricción de dicho derecho debe estar acorde con 
los criterios de necesidad, racionalidad, proporcionalidad y finalidad; no 
son admisibles, por lo tanto, las limitaciones que imponga el legislador 
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arbitrariamente, esto es, sin que tengan la debida justificación, a la luz de 
los principios, valores, derechos y deberes constitucionales.  
 
 
Desde otra óptica, resulta conveniente anotar, que la reserva de Ley 
exigida para la limitación del derecho de circulación, implica que éste no 
puede ser objeto de regulación por otras autoridades; dichas autoridades 
sólo pueden expedir y ejecutar, dentro del ámbito de su competencia, las 
medidas jurídicas y materiales que autorice la Ley, pero obrando 
igualmente con arreglo a los aludidos criterios92.  
 
 
"La moralidad pública que puede ser fuente de restricciones a la 
libertad, es aquella que racionalmente resulta necesario mantener 
para armonizar proyectos individuales de vida que, pese a ser 
absolutamente contradictorios, resultan compatibles con una 
democracia constitucional y que, adicionalmente, es 
indispensable para conjugar la libertad individual con la 
responsabilidad y la solidaridad que hacen posible este modelo 
constitucional. En este sentido, la moralidad pública articula en el 
plano secular un modo de ser y de actuar que no puede soslayar 
la persona, portadora de derechos, que es, al mismo tiempo, 
sujeto individual y miembro de una comunidad. El concepto de 
orden público en la sociedad democrática basada en los 
derechos, se refiere a las condiciones y orientaciones valorativas 
mínimas que deben ser respetadas por sus miembros para que 
ésta sea una comunidad organizada en términos de libertad y 
para la libertad. Esta función del orden público en una democracia 
constitucional, forzosamente debe predicarse con la misma 
                                                        
92  Corte Constitucional, Sentencia T-483 de 1999, M.P. Dr. ANTONIO BARRERA 
CARBONELL 
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intensidad de cada uno de los elementos que lo integran, entre 
ellos, la moralidad pública. Se comprende, entonces, que la 
relativización de la libertad obedece a una lógica social que mira a 
su conservación y a su florecimiento, lo que no sería posible si los 
planes de vida de todos los sujetos y sus puntos de vista de orden 
moral, pudieran llevarse a cabo y manifestarse socialmente sin 
cortapisa o armonización alguna"93.  
 
 
De lo anterior se concluye que la disciplina en relación directa con la 
moralidad pública se constituye como una estrategia de 
constitucionalidad de los Derechos Humanos, limitación y afianzamiento 
del ejercicio del Estado social y democrático de Derecho, en 
reconocimiento de la dignidad humana, que tiene como fin la correcta 
gestión pública y el cumplimiento de los fines y funciones del Estado, por 
lo que el Derecho disciplinario se asegura de la obediencia y 
comportamiento ético de los Servidores Públicos, bajo la premisa de 
cumplir con unos deberes y abstenerse de incurrir en unas prohibiciones, 
siempre bajo el comportamiento ético que se traduce en la afirmación de 
la Ley, de la jerarquía, de evitar la discriminación, violación al buen 
nombre y la intimidad o la traición del interés nacional o la dignidad 
humana.  
 
3.2 Función Disciplinaria  
 
 
La función disciplinaria como actividad de control público, que asiste al 
equilibrio de poderes, en la actualidad no es efectiva o realizable, ante el 
procedimiento de escogencia de los funcionarios públicos que ejercen 
                                                        
93 Corte Constitucional, Sentencia C-404 de 1998, M.P. CARLOS GAVIRIA DIAZ y 
EDUARDO CIFUENTES MUÑOZ 
Página 112 de 171 
 
control como el Procurador General de la Nación, el Fiscal General de la  
Nación o los magistrados de las altas cortes,  el pago de las cuotas 
políticas a través del nombramientos en distintas instituciones del Estado 
desconoce la imparcialidad y el deber ser de protección de los Derechos 
Humanos de todos los ciudadanos.   
 
 
El proceso disciplinario es el medio por el cual se puede controlar y 
coaccionar la función de los Servidores Públicos buscando en primer 
lugar la justicia, la efectividad, la equidad, el respeto y agilidad en los 
tramites propios, siempre bajo el acatamiento del orden jurídico, valores y 
principios constitucionales, como obligación por demás a cumplir y hacer 
cumplir por parte de los servidores, y previniendo la  extralimitación o en 
su defecto la omisión de las funciones a su cargo.  
 
 
El Derecho disciplinario como entidad autonomía del derecho conforme a 
al planteamiento de FORERO SALCEDO, tiene un gran componente de 
ética y moral que se refleja en la ilicitud sustancial bajo el sistema de los 
númerus apertus, por lo tanto a las personas a las que les recae su 
campo de acción se les exige el más alto nivel de comportamiento ético 
como ejemplo de sociedad e icono de la excelencia de la administración, 
en contraposición de la corrupción ineficacia e impunidad, en atención a 
la  confianza legítima  puesta en la administración por parte de la 
ciudadanía.  
 
La corrupción al servicio de los intereses mezquinos e injustos propios o 
de terceros, en actuaciones sin objetividad o respeto por los intereses 
generales, desconociendo la jerarquía, la descentralización, 
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desconcentración y coordinación postulados por Ley, 94  genera 
desconfianza en la sociedad y debilita las instituciones, razón por la cual 
la ciudadanía como medio de coerción acude a las redes sociales para 
denunciar como medio efectivo y ágil de control.  
 
Como mecanismo de confrontación de la corrupción es razonable 
eliminar o delimitar la discrecionalidad de los funcionarios de libre 
nombramiento y remoción y que se fortalezca la carrera administrativa95 
establecida por la Constitución y la densa formación jurídica de los 
operadores jurídicos, quienes por mandato de la Ley deben iniciar o no la 
respectiva investigación disciplinaria obligándolos a respetar y cumplir la 
Ley cuando una actuación ha lesionado el servicio públicos, evitando la 
arbitrariedad, a través de la Procuraduría General de la Nación, las 
Personerías Distritales, unidades de Control Interno Disciplinario y 
Municipales en el orden territorial o el Consejo Superior de la Judicatura 
respecto de los funcionarios de la Rama Judicial.  
 
La potestad Disciplinaria96 en el ordenamiento jurídico colombiano tiene 
una doble función la preventiva y correctiva o ejecutiva, la primera de 
                                                        
94  Ley 489 de 1998" por la cual se dictan normas sobre la organización y 
funcionamiento de las entidades del orden nacional, se expiden las disposiciones, 
principios y reglas generales para el ejercicio de las atribuciones previstas en los 
numerales 15 y 16 del artículo 189 de la Constitución Política y se dictan otras 
disposiciones". 
95 Constitución Política de Colombia.- ARTICULO 125. Los empleos en los órganos y 
entidades del Estado son de carrera. Se exceptúan los de elección popular, los de 
libre nombramiento y remoción, los de trabajadores oficiales y los demás que 
determine la Ley. -Los funcionarios, cuyo sistema de nombramiento no haya sido 
determinado por la Constitución o la Ley, serán nombrados por concurso público. -El 
ingreso a los cargos de carrera y el ascenso en los mismos, se harán previo 
cumplimiento de los requisitos y condiciones que fije la Ley para determinar los 
méritos y calidades de los aspirantes. El retiro se hará: por calificación no satisfactoria 
en el desempeño del empleo; por violación del régimen disciplinario y por las demás 
causales previstas en la Constitución o la ley. -En ningún caso la filiación política de 
los ciudadanos podrá determinar su nombramiento para un empleo de carrera, su 
ascenso o remoción. 
96 Consejo de Estado- Fallo 190 de 2013" La potestad disciplinaria constituye una de 
las modalidades de los poderes sancionatorios del Estado ( ) Existen dos grandes 
ámbitos de ejercicio de la potestad disciplinaria: el ámbito interno de la propia 
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estas corresponde en informar y preestablecer las máximas de disciplina 
en el servicio de la función pública, acrecentando en el espíritu humano 
los valores de honradez, lealtad y buen conducta entendida esta como 
respetuosa de los derechos y deberes, conociendo además de antemano 
las prohibiciones, restricciones a las que se les está sometido, la función 
ejecutiva se materializa en el debido proceso, de leyes preexistentes al 
acto que se le imputa, presunción de inocencia, derecho defensa técnica, 
doble instancia, juez natural y proporcionalidad y mediación y 
contradicción de las pruebas y la imposición de la sanción. 
 
3.3 Fundamentos de la Responsabilidad Disciplinaria de los Miembros 
del Congreso de Colombia.  
 
 
Mediante sentencia C-038 de 2006, la Corte Constitucional en revisión 
del artículo 86 del antiguo Código de Contencioso Administrativo Decreto 
01 de 1984, frente a los argumentos del actor demandante respecto de la 
redacción del artículo, entendiendo de su lectura que no da lugar al 
reconocimiento de responsabilidad por parte del Estado legislador.  
 
En la referida sentencia se expuso los alcances del artículo 90 de la 
Constitución, pero se determinó que: "No sobra advertir que la 
Constitución establece expresamente determinados supuestos de 
obligación reparatoria por la actuación del legislador, tales como la figura 
de la expropiación, la obligación de indemnizar cuando se establece un 
monopolio o cuando el Estado decide reservarse determinadas 
actividades estratégicas o servicios públicos"  
 
                                                                                                                                                                  
Administración Pública, y el ámbito externo del control preferente por la Procuraduría 
General de la Nación. El ámbito natural y originario de la potestad disciplinaria es, 
evidentemente, el interno, puesto que se trata de una potestad implícita en la 
definición misma del aparato administrativo estatal diseñado por el Constituyente38. 
Ahora bien, el ámbito externo —y excepcional- es el del organismo autónomo 
establecido por la Carta Política para cumplir con esta trascendente función...". 
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De igual forma la omisión legislativa relativa constituye la única 
posibilidad de que la Corte se pronuncie, así frente a la omisión absoluta 
precisamente por la omisión del texto o premisa de carácter obligatorio, 
no existe la justificación de la expedición de la Ley, sin embargo en caso 
de ser necesaria llenar el vacío por falta de Ley, la Corte Constitucional 
adoptado los elementos de las sentencias integradoras o interpretativas, 
así  
 
"Las omisiones legislativas hacen referencia a la inactividad del 
legislador o el incumplimiento por parte de este último de su 
deber de legislar expresamente señalado en la Constitución (...) 
las omisiones legislativas pueden de ser de dos clases: absolutas 
o relativas”. 
 
“Las normas constitucionales no debe correr el riesgo de 
quedarse escritas porque ello llevaría indefectiblemente a la 
pérdida de su valor normativo y a la renuencia de la pretensión de 
reformar la estructura social para alcanzar los valores y fines 
inspiradores del ordenamiento constitucional, imponen al órgano 
legislativo el deber de llevar a cabo en un plazo razonable las 
reformas y los desarrollos legales necesarios para garantizar la 
efectividad de las decisiones del Constituyente. De no hacerlo se 
incurriría en una inconstitucionalidad por omisión cuya gravedad 
puede medirse considerando los derechos individuales y sociales 
que en este caso solo adquirirán la aplicabilidad inmediata a partir 
de la adopción de la norma legal"97. 
  
 
                                                        
97  Corte Constitucional Colombiana, Sentencia T-081 de 1993, M.P. EDUARDO 
CIFUENTES MUÑOZ 
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“El fenómeno de la inconstitucionalidad por omisión está ligado 
cuando se configura a una obligación de hacer que 
supuestamente el Constituyente consagro a cargo del legislador 
en cual sin que medie motivo razonable se abstiene de cumplirla 
incurriendo con su actividad negativa a una violación a la 
Carta."98. 
  
 
“Se entiende por omisión legislativa todo tipo de abstención del 
legislador de disponerlo por escrito por la Constitución: dichas 
omisiones entonces se identifican con la no acción o falta de 
actividad del legislador en el cumplimiento de la obligación de 
legislar que le impone expresamente el Constituyente(...) es 
requisito indispensable que en la Carta exista norma expresa que 
contemple el deber de expedir la Ley que desarrolle las normas 
constitucionales y el legislador incumpla pues sin deber no puede 
haber omisión. En consecuencia, la omisión legislativa no se 
puede derivar de la ausencia de leyes por incumplimiento del 
Congreso del deber general de legislar existe omisión legislativa 
cuando el legislador no cumple un deber de acción expresamente 
señalado por el constituyente”99. 
  
La omisión absoluta se refiere al incumplimiento del legislador de la 
obligación emanada de la Constitución de expedir una regulación en 
particular lo que ocasiona una inactividad general o total del Congreso 
que deviene de una ausencia total de un texto o precepto legal, 
impidiendo el ejercicio de control o cualquier otra actividad administrativa 
sobre una norma inexistente. 
                                                        
98 Corte Constitucional Colombiana, Sentencia 188 de 1996, M.P. FABIO MORON 
DIAZ 
99  Corte Constitucional Colombiana, Sentencia C-543 de 1996, M.P. HUMBERTO 
SIERRA PORTO 
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Sin embargo aun considerando la calidad de órgano de cierre y máximo 
protector de la última instancia del ordenamiento jurídico nacional la 
Corte Constitucional como ya lo ha manifestado en reiteradas sentencias, 
no es competente para pronunciarse sobre la omisión absoluta ya que 
metodológicamente no es posible su examen a lo que se refiere, es 
necesario que la demanda de inconstitucionalidad recaiga sobre un texto 
real y no simplemente deducido por el actor o implícito y la declaración 
de inexequibilidad total o parcial de una disposición legislativa requiere 
previamente definir si existe una oposición definitiva y verificable entre el 
precepto normativo acusado y lo consagrado por la Constitución 
finalmente los silencios del legislador que también pueden ser 
considerados como expresiones de la voluntad. 100 
  
 
Lo que se pretende mediante la acción de inconstitucionalidad 101  es 
evaluar si el legislador al actuar ha vulnerado o no lo distintos cánones 
que conforman la Constitución, por esa razón hay que excluir de esta 
                                                        
100  Corte Constitucional Colombiana, Sentencia C-543- de 1996, M.P. CARLOS 
GAVIRIA DIAZ 
101  DAVID MENDIETA GONZÁLEZ, La Acción Pública de Inconstitucionalidad: a 
Propósito de los 100 Años de su Vigencia En Colombia (2010), "La acción pública de 
inconstitucionalidad fue novedosa cuando fue creada en 1910, pero 40 años después 
pocos resultados había dado, se criticaba su lentitud, la Corte Suprema de Justicia 
tardaba años y hasta décadas en pronunciarse sobre la constitucionalidad de una Ley 
o norma con fuerza de Ley, muchas veces el fallo fue inhibitorio, pues a la hora de 
fallar la norma ya había sido derogada tiempo atrás.(...) En 1991, como consecuencia 
de un movimiento social y político, a los colombianos se nos presenta un nuevo texto 
constitucional, que teniendo en cuenta el principio de la supremacía constitucional 
contenido en el artículo 4°, en sus artículos 40 numeral 6°, 241 y 242, conserva la 
acción pública de inconstitucionalidad de 1910 y le entrega la guarda y cuidado de la 
supremacía e integridad de la Constitución a la Corte Constitucional.(..) En 1993 hubo 
un importante pronunciamiento de la Corte Constitucional en lo concerniente a la 
acción pública de inconstitucionalidad. En la sentencia C-003, con ponencia del doctor 
Alejandro Martínez Caballero, el máximo tribunal de lo constitucional en Colombia 
estableció que estaban legitimados para hacer uso de esta institución sólo los 
ciudadanos, incluso los Magistrados de la Corte Constitucional y privó de tal derecho a 
las personas jurídicas. Pero a partir de 1999 la Corte Constitucional, como en su 
época lo hiciera la Corte Suprema de Justicia, ha ido estableciendo requisitos al 
ciudadano en el ejercicio de su "derecho político" de demandar las leyes u otras 
normas con fuerza de Ley por ser contrarias al texto de la Constitución". 
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forma el control el que se dirige a evaluar las omisiones legislativas 
absolutas; si no hay actuación no hay acto que comparar con las normas 
superiores; si no hay acto que pueda ser sujeto de control. La Corte 
carece de competencia para conocer de demandas de 
inconstitucionalidad por omisión legislativa absoluta.  
 
 
Respecto de la omisión legislativa relativa se configura cuando la 
actividad del legislador de forma incompleta o defectuosa en 
pronunciamientos de la Corte se determina "dado que al regular una 
situación determinada este no tiene en cuenta u omite o deja de lado 
supuestos de hecho que al momento de aplicarse el precepto 
correspondiente genera tratamientos inequitativos o el desconocimiento 
de derechos de los, destinatarios de la norma respectiva", de la misma 
forma se refiere en sentencia C-675 de 1999 "Pueden ser objeto de 
estudio por esta vía (acción de inconstitucionalidad) y de hecho ya lo han 
sido, las llamadas omisiones relativas o parciales, en las que el legislador 
actúa pero lo hace imperfectamente, como en los casos de violación al 
principio de igualdad o debido proceso".  
 
 
En relación con los requisitos para determinar la omisión legislativa 
relativa la Corte Constitucional se ha señalado: "así mismo la 
jurisprudencia constitucional ha sostenido que el examen de 
constitucionalidad de una norma por haber incurrido el legislador en 
omisión relativa, supone el cumplimiento de dos condiciones a saber el 
juicio de inexequibilidad requiere la ocurrencia de una norma frente a la 
cual se predique la omisión y  La misma debe excluir un ingrediente 
condición normativa o consecuencia jurídica que a partir de una análisis 
inicial o de una visión global de su contenido, permita concluir que su 
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consagración normativa resulta esencial e indispensable para armonizar 
el texto legal con los mandatos de la Carta constitucional'.  
 
El reconocimiento de responsabilidad por el hecho del legislador debe 
estar lo suficientemente justificada en el daño y en la no regulación de 
una situación jurídica de orden obligatorio de la Constitución y donde se 
vulnere los principios y valores en los que se fundamenta el Estado 
Social de Derecho, con el fin de generar cambios en el escenario político 
sin que se vulnere la seguridad del orden jurídico y de esta forma no 
contribuir a la petrificación del Derecho.  
 
De igual forma la Corte puede declarar excepcionalmente perjuicios de 
una sentencia que declare la inexequibilidad de una Ley, como por 
ejemplo le confiere efectos retroactivos caso como el de la sentencia C-
036 de 2006, en los siguientes términos: "Por otra parte si bien no 
corresponde a la Corte constitucional la reparación de los daños 
antijurídicos causados por la actividad del legislador e excepcionalmente 
en algunas ocasiones mediante la técnica de modular los efectos 
temporales a sus decisiones ha permitido el resarcimiento de algunos de 
los perjuicios patrimoniales causados por leyes inconstitucionales de 
manera e específica al darle eficacia retroactiva a sus sentencias"  
 
 
En el año de 1992 con la creación de los bonos para el desarrollo social 
y la de seguridad interna que debían ser pagados por personas cuyo 
patrimonio superaba la definida cuantía en la Ley, la Corte en sentencia 
de constitucionalidad 149 de 1993 definió la actividad como un impuesto 
que violaba el principio de retroactividad tributaria y le ordenó al 
Ministerio de Hacienda y Crédito público reintegrar la totalidad de las 
sumas recaudadas ya que la mayor parte del dinero de los bonos ya 
había sido recaudada.  
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Sin embargo, la contribución fue determinada legítimamente por el 
Congreso de la República en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 
150 numeral 12 de la Constitución “Corresponde al Congreso hacer las 
leyes. Por medio de ellas ejerce las siguientes funciones, numeral 12. 
Establecer contribuciones fiscales y, excepcionalmente, contribuciones 
parafiscales en los casos y bajo las condiciones que establezca la Ley”. 
 
Pero su consagración estaba en contravención de la validez y el principio 
constitucional de retroactividad de los impuestos y del requisito de 
eficacia de su promulgación conforme lo establecido en el artículo 338 de 
la Constitución “En tiempo de paz, solamente el Congreso, las 
asambleas departamentales y los concejos distritales y municipales 
podrán imponer contribuciones fiscales o parafiscales. La Ley, las 
ordenanzas y los acuerdos deben fijar, directamente, los sujetos activos y 
pasivos, los hechos y las bases gravables, y las tarifas de los impuestos.-
La Ley, las ordenanzas y los acuerdos pueden permitir que las 
autoridades fijen la tarifa de las tasas y contribuciones que cobren a los 
contribuyentes, como recuperación de los costos de los servicios que les 
presten o participación en los beneficios que les proporcionen; pero el 
sistema y el método para definir tales costos y beneficios, y la forma de 
hacer su reparto, deben ser fijados por la ley, las ordenanzas o los 
acuerdos-Las leyes, ordenanzas o acuerdos que regulen contribuciones 
en las que la base sea el resultado de hechos ocurridos durante un 
período determinado, no pueden aplicarse sino a partir del período que 
comience después de iniciar la vigencia de la respectiva ley, ordenanza o 
acuerdo”. 
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Los antecedentes jurisprudenciales del Consejo de Estado para el 
reconocimiento de responsabilidad del Estado legislador se remontan al 
fallo 18 de 1990102 en el que se reclama el reconocimiento de perjuicios 
por la creación de un impuesto a los licores extranjeros mediante 
ordenanza, esto se consideró nulo por que la competencia para la 
expedición de un tributo se hace a través de una Ley general de orden 
nacional.  
 
Otro caso importante es la demanda del senador MUSTAFA 
BARBOSA 103 , al alegar pago de perjuicios a cargo del Estado por 
haberse suspendido su periodo legislativo como consecuencia de un 
artículo transitorio establecido por la asamblea Constituyente de 1991, en 
la que se convocaba a nuevas elecciones para senadores, pero fue 
denegada porque a pesar de ser objeto de control jurisdiccional, que se 
generó como causa de un hecho político y jurídico acorde con la etapa 
de la nueva Constituyente que no existía órgano competente ni marco 
normativo que juzgara las actuaciones de la asamblea, amparado en el 
artículo 59 de la misma Constitución que transitoriamente establecía que 
los actos promulgados por la asamblea no tienen control alguno.  
 
 
El poder Constituyente es un fenómeno político que dio paso al ejercicio 
del poder soberano primario, que es previo e independiente al 
ordenamiento jurídico anterior, por lo cual bajo ponencia del doctor 
Alejandro Martínez Caballero 104 , la Corte Constitucional se declaró 
incompetente para avocar conocimiento de las demandas en contra de la 
nueva Constitución, bajo los siguientes preceptos:  
                                                        
102 CONSEJO DE ESTADO,  Sección Tercera, Sentencia  18 de octubre de 1990. CP. 
Julio Cesar Uribe Acosta . 
103 FEISAL MUSTAFA BARBOSA, nació el 20 de marzo de 1943, asesinado el 13 de 
septiembre de 1993, líder conservador, fue Secretario de Gobierno de Santander. " 
104 Corte Constitucional de Colombia, Sentencia 543 1 de octubre de 1992, M.P. JOse 
Gregorio Hernandez Galindo 
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“El acto de elaboración y de promulgación de la nueva Carta 
P4olítica de 1991 es el resultado de la combinación armónica de 
distinto elementos y de varios de orden político y jurídico que aun 
cuando conforman un episodio sui generis en la historia 
constitucional del país y sin alterar la normalidad social ni 
económica de la nación, permitieron la expresión originaria del 
poder Constituyente dentro de cauces institucionales diseñados 
específicamente"  
 
 
“Por lo expuesto la Corte entiende que la Asamblea Constituyente 
tiene su razón de ser en el poder primario que se convierte en 
soberano, que hace que sus actos no tengan control jurisdiccional 
alguno, ya que se trata de del ejercicio libre y soberano de un 
poder mediante actos de carácter eminentemente políticos, es así 
que un poder constituido no tiene la competencia para enjuiciar 
actos y conductas del poder Constituyente”.  
 
 
Otro antecedente colombiano ante la responsabilidad del Estado 
legislador se establece en el fallo del 25 de agosto de 1998 en la que la 
Sala plena del Consejo de Estado y la aprobación del tratado de Viena 
en lo concerniente a las relaciones diplomáticas mediante la Ley 6 de 
1972, cuando un particular fue atropellado en territorio nacional por un 
vehículo diplomático de los Estados Unidos y el impedimento por parte 
de las víctimas a su indemnización directa por la inmunidad consagrada 
en la convención ratificada.  
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En primera instancia se determinó que bajo el principio de iuri novit 
curia 105 , el juez debía encontrar en el ámbito jurídico nacional los 
mecanismos que garantizaran la justicia en este caso y la indemnización 
por parte del Estado, ya que a través de la ratificación de la convención 
se imposibilito a los nacionales a obtener y acceder a la justicia.  
 
 
De una parte, se encuentra el ordenamiento internacional que debe ser 
acorde con el nacional, pero cuando se enfrentan o contraponen es el 
Juez quien, sentencia decisiones bajo el principio de igualdad ante las 
cargas públicas con fundamento en el Derecho a la igualdad y en 
procura de la reparación integral, ya que de un lado se enfrentan los 
derechos orgánicos fundamentales reconocidos en la Constitución y de 
otro la condición diplomática que goza de inmunidad.  
 
 
Para este caso el Consejo bajo el título de imputación de daño especial 
estableció el rompimiento del equilibro de las cargas públicas, en el 
actuar legitimo del Estado legislador, sin embargo, en los salvamento de 
votos se estableció que esta responsabilidad no era solo del Estado 
legislador sino que por ser un tratado incorporado a la Constitución 
abarcaba todas las ramas del poder público.  
 
"El reconocimiento de responsabilidad por parte del Estado no es 
posible cuando su función implica el ejercicio de su soberanía, 
como los actos legislativos, actos de gobierno, actos del juez y los 
                                                        
105  Corte Constitucional Sentencia T-851/10 MP. HUMBERTO ANTONIO SIERRA 
PORTO.- "El principio iura novit curia, es aquel por el cual, corresponde al juez la 
aplicación del derecho con prescindencia del invocado por las partes, constituyendo tal 
prerrogativa, un deber para el juzgador, a quien incumbe la determinación correcta del 
derecho, debiendo discernir los conflictos litigiosos y dirimirlos según el derecho 
vigente, calificando autónomamente, la realidad del hecho y subsumiéndolo en las 
normas jurídicas que lo rigen". 
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hechos de guerra y más aún cuando se estaba en un marco 
social de Derecho” 106.  
 
El título de imputación más acertado para reconocer la responsabilidad 
del Estado legislador es la de daño especial, ya que la falla en el servicio 
presupone la culpa (impericia, falta de diligencia) como elemento 
subjetivo en la actividad legislativa en contraposición de la generalidad, 
universalidad y soberanía de la promulgación de la leyes, en contravía de 
la teoría organicista del Estado, en el que se establece la culpa anónima 
de la administración y no de la culpa del agente.  
 
 
El daño especial presupone una actuación legal lícita por parte del 
Estado, pero que causa un daño a un particular que no está obligado a 
soportar, acompañado de un daño cierto generado por el nexo de 
causalidad, en atención a la justicia retributiva.  
 
 
En materia de contratación estatal se reconoce que un acto del Estado 
puede ser atributivo de indemnización, ya que tiene efecto sobre la 
ecuación financiera del contrato establecida en la Ley 80 de 1993 en 
atención a los fines de la contratación y la continua y eficiente prestación 
de los servicios públicos a su cargo y el actuar colaborador de los 
particulares en la ejecución oportuna y efectiva en la prestación. 
 
 
La confianza legítima no puede ser un impedimento o limitante, para que 
se generen cambios legislativos, aun salvaguardando cierta expectativa 
o esperanza de la seguridad jurídica en ciertos aspectos en la vida 
                                                        
106  Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera 
sentencia del 2 de Febrero de 1995 MP. Juan de Dios Montes Hernández 
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social, como el ordenamiento jurídico de un Estado, pero siempre en 
reconocimiento y garantías de los Derechos adquiridos y no meras 
expectativas, es así que una Ley posterior no puede desconocer lo que 
ya ha sido conocido legalmente bajo la vigencia de otra Ley.  
 
La confianza legítima no puede ser límite de la libertad de configuración 
del legislador pues se estaría petrificando y desconociendo la finalidad 
del Derecho y la misión del Congreso en materializar los fines del Estado, 
a través de la expedición de leyes, así una Ley que modifique una 
situación en particular debe reconocer los derechos adquiridos y 
reconocidos bajo el impero de la Ley anterior en procura de la 
transitoriedad menos lesiva.  
 
El control de constitucionalidad107 no es requisito previo e indispensable 
para el reconocimiento de responsabilidad por parte de los miembros del 
congreso  y la declaratoria, no implica necesariamente el reconocimiento 
de responsabilidad o por el contrario el reconocimiento de la 
responsabilidad del Estado legislador implica declaración de 
inconstitucionalidad de una norma.  
                                                        
107 -MARÍA LUISA BALAGUER C. El recurso de inconstitucionalidad, (2001), CEPC. 
Madrid. Págs. 71 y ss "La acción de inconstitucionalidad es la posibilidad que tienen 
algunas personas que ostentan una calidad especial de índole Política, territorial, 
ciudadana o popular de acudir ante la autoridad constitucional del Estado, para que 
ésta determine si una Ley, y en algunos casos toda norma con fuerza material de Ley, 
está acorde o no con los preceptos constitucionales y, en caso negativo, para que 
dicha norma sea declarada inconstitucional para su correspondiente salida del 
ordenamiento por carecer de validez jerárquica, sin que necesariamente exista un 
interés de parte o la aplicación de la norma a un caso concreto, con lo que se 
establece un control de constitucionalidad abstracto y concentrado. Se trata pues de 
una acción, aunque en otras latitudes la llamen recurso, diferente del control de 
constitucionalidad difuso, del concreto y de la llamada cuestión de inconstitucionalidad. 
(...) La acción de inconstitucionalidad en Colombia no cumple funciones territoriales o 
de protección de minorías parlamentarias, como ocurre en otros países. La acción 
pública de inconstitucionalidad es un mecanismo especial para reclamar la 
supremacía efectiva de la Constitución y proteger al individuo y las minorías de las 
mayorías parlamentarias y demás sujetos que ostentan el poder, de ahí que se 
concluya que cuando la Corte Constitucional limita el acceso a este derecho, también 
limita el papel del ciudadano dentro de la estructura del poder público y debilita el 
sistema democrático y participativo en su conjunto". 
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Al tiempo de realización de la presente investigación el Consejo de 
Estado declaró responsable al Congreso por la expedición de una norma 
de carácter tributario que ya había sido declarada inexequible por la 
Corte Constitucional, repitiendo los errores en la tramitación y expedición 
de leyes ilegítimos y desgastando nuevamente el tiempo y el 
procedimiento de expedición de leyes, con efecto directo en el detrimento 
patrimonial del Estado 108  , representado en el pago de los sueldos, 
primas y viáticos de estos congresistas por lo meses que se demoraron 
en tramitar la Ley que ya había sido declarada constitucional.  
 
 
Se debe tener en cuenta la relación especial de sujeción de los 
funcionarios del Congreso respecto de la Constitución, el Estado y la 
misma sociedad, razón por la que la exigencia y el método en lo que 
respecta a lo disciplinario debe ser distinto y más extenso del común de 
los ciudadanos, en atención a los deberes funcionales y responsabilidad 
que solo puede ser objeto de sanción si se encuentra a reserva de la 
Ley.  
 
                                                        
108 Corte Constitucional de Colombia Sentencia C-340/07 MP. RODRIGO ESCOBAR 
GIL.-"Los daños al patrimonio del Estado pueden provenir de múltiples fuentes y 
circunstancias, y la norma demandada, de talante claramente descriptivo, se limita a 
una simple definición del daño, que es complementada por la forma como éste puede 
producirse. Así, la expresión intereses patrimoniales del Estado se aplica a todos los 
bienes, recursos y derechos susceptibles de valoración económica cuya titularidad 
corresponda a una entidad pública, y del carácter ampliamente comprensivo y 
genérico de la expresión, que se orienta a conseguir una completa protección del 
patrimonio público, no se desprende una indeterminación contraria a la Constitución. 
No cabe decir lo mismo de la expresión "inequitativa", pues al disponer la norma que la 
responsabilidad fiscal puede ser producto de una gestión fiscal inequitativa no está 
dando parámetros que permitan establecer de manera previa, cierta y objetiva, cuando 
una conducta puede considerarse inequitativa y, por esa razón, determinante de que 
un daño patrimonial al Estado pueda ser atribuido al agente a título de dolo o de culpa. 
Esa indeterminación resulta violatoria de los principios de legalidad y tipicidad 
consagrados en el artículo 29 de la Constitución y que resultan aplicables en todos 
aquellos eventos en los que se pretenda establecer la responsabilidad de una 
persona. 
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Es el tipo de relación de sujeción, con la que se puede determinar, la 
tipicidad de la conducta disciplinaria, bajo el empleo del sistema de 
númerus apertus, antijuridicidad, ilicitud sustancial o el incumplimiento del 
deber sustancial y la afectación a la función administrativa y la 
culpabilidad.  
 
Los funcionarios que integran el Congreso se encuentran sometidos a 
una relación especial de sujeción teniendo en cuenta el grado de 
responsabilidad frente a la regulación de la administración pública y los 
fines sociales, económico y políticos del Estado, ya que con la 
expedición de leyes que tienen efecto sobre la realidad de los 
ciudadanos y el futuro del país se está regulando materias de carácter 
esencial en la administración de un Estado en su conjunto.  
 
 
A reserva de Ley o dominio legal109 con justificación en el principio de 
legalidad se somete la responsabilidad del Estado legislador, que limita 
la potestad disciplinaria del Estado, ya que ninguna sanción puede ser 
impuesta sin previa tipificación en la Ley derivados del principio de 
taxatividad, reserva de Ley, culpabilidad y proporcionalidad.  
                                                        
109  Corte constitucional de colombiana-Sentencia C-818/05, MP.: Dr. RODRIGO 
ESCOBAR GIL.- En el campo disciplinario, el principio de legalidad se encuentra 
reconocido en varias disposiciones constitucionales. "En primer lugar, en los artículos 
6° y 29 que establecen que los servidores públicos no pueden "ser juzgados sino 
conforme a las leyes preexistentes", y que "sólo son responsables por infringir la 
Constitución y la Ley". En segundo término, al disponer los artículos 122 y 123 que los 
servidores públicos en el ejercicio de sus funciones se someterán a los 
comportamientos descritos en la Constitución, la Ley y el reglamento y que, en todo 
caso, "no habrá empleo público que no tenga funciones detalladas en la Ley o 
reglamento". Y, finalmente, en el artículo 124 que le asigna al legislador la potestad 
normativa para crear, modificar o derogar el régimen de responsabilidad al que se 
someten los servidores del Estado. Esta última norma dispone que: "la Ley 
determinará la responsabilidad de los servidores públicos y la manera de hacerla 
efectiva".-"Por su parte, el principio de reserva de Ley se manifiesta en la obligación 
del Estado de someter el desarrollo de determinadas materias o de ciertos asuntos 
jurídicos necesariamente a la Ley, o al menos, a tener como fundamento la 
preexistencia de la misma. Así lo reconoce expresamente el artículo 29 del Texto 
Superior, cuando establece que nadie podrá ser juzgado sino "conforme" a leyes 
preexistentes al acto que se le imputa". 
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La reserva de la Ley110 que se deriva del principio de legalidad bajo un 
Estado social de Derecho democrático y constitucional,111  tiene origen 
bajo la materialización del principio democrático en cabeza del legislador, 
ya que de su soberanía se expresa de forma clara inequívoca, las 
conductas que deben ser consideradas falta disciplinarias y sus 
consecuencias, en otras palabras la acción y competencia disciplinaria 
deviene del legislador, por tal razón surge el cuestionamiento sobre si ¿el 
mismo Congreso tiene interés en regular y reconocer el reproche 
disciplinario frente a sus propios actos como Estado legislador?.  
 
De conformidad con la Constitución los Servidores Públicos solo pueden 
ser juzgados conforme a las leyes preexistentes, solo son responsables 
por infringir la Constitución, la Ley y por omisión o extralimitación de sus 
funciones, y a reserva legal queda la tipificación de los comportamientos 
que son reprochables en materia disciplinaria112 .  
 
 
Respecto de sus funciones establece la Carta Política de acuerdo al 
artículo 122 y 123 que los Servidores Públicos ejercerán sus funciones 
en la forma prevista la Constitución, la Ley y el reglamento y que no 
                                                        
110 JOSÉ LUIS GARCÍA RUIZ, EMILIA GIRÓN REGUERA, El sistema Constitucional 
de fuentes del Derecho. (2012) La Constitución reserva determinadas materias para 
ser reguladas, de una manera más o menos completa, por la Ley: es lo que se 
denomina reserva de Ley. Se trata de una garantía constitucionalmente prevista, 
destinada a asegurar que determinadas materias de especial importancia sean 
directamente reguladas por el titular ordinario de la función legislativa, esto es, por las 
Cortes Generales o, al menos, por normas de igual rango y fuerza que la Ley 
parlamentaria. 
111 JOSÉ LUIS GARCÍA RUIZ, Introducción al Derecho Constitucional (2010), Editorial 
Universidad de Cádiz, pag.254, "Curiosamente y como una paradoja más de la 
historia, el inicio del Estado de Derecho tiene lugar en un Estado del que no puede 
decirse que el carácter de Estado Liberal se percibiese con absoluta nitidez. O, por 
decirlo de otra manera: en el menos liberal de los modelos posibles dentro del Estado 
Liberal. Se trata de la Prusia de la segunda mitad del siglo XIX, un país fuertemente 
militarista, impulsor de la unidad alemana, y a cuyo rey Federico se conocería por el 
sobrenombre de "el rey sargento"; cuyo primer ministro (Bismarck) recibiría el apodo 
de "el canciller de hierro" y que nos ha dejado el adjetivo "prusiano" en el lenguaje 
castellano como equivalente de algo rígidamente ordenado.  
112 Constitución Colombiana,(1991), artículos 6 y 29 
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habrá empleo público que no tenga funciones detalladas en la Ley o el 
reglamento y el artículo 124 establece que la Ley determinará la 
responsabilidad de los Servidores Públicos.  
 
 
Sin embargo a pesar del principio de legalidad, este no se constituye 
como exigente tipificado en el derecho sancionador disciplinario, al no 
normalizar específicamente la conducta, pero este principio si se debe 
atender como garantía del debido proceso en materia sustancial y 
procesal minimizando el riesgo en la delegación de la autoridad 
administrativa.  
 
 
En materia general los Servidores Públicos de conformidad con la 
Constitución responden por el incumplimiento de sus deberes, 
extralimitación en el ejercicio de derechos, funciones, prohibiciones y 
violación del régimen de inhabilidades e incompatibilidades y conflicto de 
intereses.  
 
 
En atención a la reserva de Ley originada desde el legislador, no se ha 
creado o legislado sobre la responsabilidad disciplinaria de los miembros 
del Congreso sin embargo al expedir leyes abiertamente contrarias a la 
Constitución ya se tipifica la falta y con los elementos existentes en la 
Ley 734 de 2012 o el próximo Código General del Proceso es posible el 
reproche disciplinario.  
 
"El principio de reserva de Ley alude a las relaciones Ley 
Reglamento a la exigencia de determinado rango formal y la 
delimitación de las materias que pueden ser objeto de regulación 
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reglamentaria, así como los límites que esta formación 
reglamentaria debe respetar”113.  
 
 
Respecto del principio de tipicidad y la aplicación directa de la norma 
legitima, se debe realizar una descripción de las conductas sancionables, 
como garantía constitucional, legal y jurisdiccional. La tipicidad en 
materia disciplinaria se constituye como una garantía material de 
aplicación directa del principio de legalidad, en concordancia con el 
Estado Social de Derecho y seguridad jurídica, por tal razón los 
destinatarios de la Ley disciplinaria deben saber con cierta exactitud que 
comportamientos constituyen faltas y cuál es su sanción, a pesar de 
clausulado de númerus apertus o tipos en blanco utilizados por esta 
rama del Derecho, por lo tanto se debe acudir a la analogía, principios 
interpretativos y las máximas del Derecho, para establecer una conducta 
sancionadora. 
 
 
Así para los miembros del Congreso, la responsabilidad disciplinaria se 
fundamenta en la violación a los valores y principios constitucionales, en 
desconocimiento de la responsabilidad internacional del Estado, una vez 
analizado y justificado un juicio en Derecho por parte del competente y el 
operador disciplinario que no se justifique bajo alguna causal de 
exoneración de responsabilidad.  
 
 
En lo referente a la proporcionalidad de las sanciones disciplinarias debe 
tener correspondencia con los actos propios y el grado de lesividad la 
servicio público y buen funcionamiento de la administración, es por tal 
                                                        
113 CASTILLO BLANCO FEDERICO "Función Pública y Poder", citado Por José Rory 
Forero pág. 256, "fundamentos constitucionales de la potestad disciplinaria del Estado 
colombiano", 2011 Universidad Libre. 
Página 131 de 171 
 
razón que en el evento de establecer responsabilidad disciplinaria de los 
miembros del Congreso para realizar el juicio reprochable 
disciplinariamente, se debe tener en cuenta:  
 
1. La responsabilidad disciplinaria tendría como destinatarios a los 
congresistas ponentes de la Ley y los demás que hayan 
participado en los debates con su voto de aprobación, con el fin de 
que asuman con responsabilidad su tarea legislativa, investigando, 
controlando y ejerciendo la contradicción en los debates, ya que es 
deber de todo ciudadano y más del congresista conocer la 
Constitución.  
 
2. El proceso disciplinario deberá albergar los partidos políticos, que 
avalan congresistas que no ejercen sus funciones de forma 
profesional e idónea, no realizan control interno respecto de la 
labor legislativa de sus representantes.  
 
3. Las sanciones disciplinarias se establecen a partir del ejercicio de 
números apertus, por desconocimiento de los convenios 
internacionales, de la Constitución y otras leyes, anteriores, través 
de la inhabilidad y destitución. 
 
4. Las sanciones deben ser proporcionales con los hechos, por tal 
motivo si se promulgan leyes que son contrarias la Constitución o 
el ordenamiento jurídico se debe sancionar con la inhabilidad y 
destitución al no ejercer el máximo control o dedicación en la 
elaboración y contenido de los proyectos de Ley, una vez 
reconocida la responsabilidad disciplinaria por parte de los 
miembros del Congreso se haya o no declarado inexequible la Ley, 
sin embargo si se determina la contrariedad de la norma en los 
debates en el proceso legislativo antes de la promulgación se debe 
atender a sanciones leves ya que no se ha causado el mismo 
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perjuicio a una persona o un grupo de personas a pesar del 
desgate legislativo y administrativo.  
 
 
La imposición de una sanción disciplinaria contribuye a ejecutar medidas 
de control para la elaboración de las leyes y ciertamente coadyuva al 
debate estricto y justificado, del contenido de los proyectos de Ley, 
haciendo de la labor legislativa objeto de respeto y dignidad frente a la 
soberanía concedida y mitigando los actos de corrupción.  
 
 
El derecho Disciplinario como rama de ius punendi le otorga la facultad a 
la Administración en el caso colombiano en cabeza de la Procuraduría 
General de la Nación como una medida frente a la inobservancia de la 
ética profesional, la garantía del buen funcionamiento legislativo 
conforme a los principios constitucionales y finalidades del Estado.  
 
 
Es por lo tanto que a través de las relaciones especiales de sujeción 
como en este caso un senador o representante frente al Estado, que son 
garantía de democracia y del ejercicio del Estado Social de Derecho, que 
se justifica la potestad disciplinaria, capaz de limitar derechos, imponer 
deberes, prohibiciones, inhabilidades e impedimentos, conflicto de 
intereses e incompatibilidades, sin poder refugiarse en los eximentes de 
responsabilidad, fuerza mayor caso fortuito, estricto cumplimiento de una 
orden legitima de autoridad para salvaguardar un Derecho propio o 
ajeno, insuperable coacción ajena o miedo insuperable o con la 
convicción errada e invencible de que la conducta no constituye falta 
disciplinaria, estricto cumplimiento de un deber constitucional o legal.  
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En el derecho sancionatorio se debe justificar la afectación a la función 
administrativa o al normal funcionamiento de la administración, por parte 
del procesado que pone en peligro los fines y funciones del Estado, 
reconociendo y cumpliendo con los deberes asignados, la materialización 
de los fines del Estado y los derechos y deberes constitucionales.   
De conformidad con lo establecido en la Ley 734 de 2002 o el Código 
General del Proceso que establece que la falta es antijurídica cuando 
afecte el deber funcional sin justificación alguna como en el evento de  
presentar y debatir un proyecto de Ley solo por mostrar gestión que 
abiertamente es contraria a la Constitución permitiendo la malversación 
de los recursos públicos al gastar tiempo que se traduce en meses 
pagados de salarios, viáticos y primas sin producción legislativa eficiente 
y de calidad. 
 
 
La Corte Constitucional ha establecido que la falta disciplinaria se 
materializa cuando se afecte los deberes funcionales del servidor público 
de manera injustificada e independientemente de la posición que ocupe, 
cuando no se atiende a los valores constitucionales de libertad, dignidad 
humana, solidaridad, justicia, igualdad, moralidad pública, transparencia, 
imparcialidad y participación.  
 
En sentencia de constitucionalidad 417 de 1993114 la Corte Constitucional 
expresa "Las normas disciplinarias tienen como finalidad encausar la 
conducta de quienes cumplen funciones públicas mediante la imposición 
de deberes con el objeto de lograr el cumplimiento de los cometidos, 
fines y funciones estatales, el objeto de protección del Derecho 
Disciplinario es sin lugar a dudas el deber funcional de quien tiene a su 
cargo una función pública”. 
                                                        
114 Corte Constitucional Colombiana, sentencia C-417 de 1993, MP JOSE GREGORIO 
HERNANDEZ GALINDO 
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La antijuridicidad en el Derecho Disciplinario se traduce en el 
desconocimiento de la Ley o lo que se denomina ilicitud sustancial, que 
se da cuando el hecho realizado por el servidor público contraviene el 
ordenamiento jurídico y el eficiente funcionamiento de la administración 
en todas sus ramas. Por lo tanto cuando el legislador promueve leyes 
contrarias a las convenciones, Constitución o leyes, su actuar es 
eminentemente antijurídico.  
 
 
La culpabilidad o principio de responsabilidad subjetiva en el Derecho 
Disciplinario es el reproche al servidor público en este caso al Senador o 
Representante al realizar u omitir los deberes funcionales que le 
corresponde por mandato de la Ley o la ilicitud sustancial a título de dolo 
o de culpa, excluyendo la responsabilidad objetiva, en atención al artículo 
6 de la Constitución que establece que los Servidores Públicos son 
responsables por ante las autoridades por infringir la Constitución y las 
leyes.  
 
 
Los miembros del Congreso debe tener la capacidad de comprender la 
responsabilidad de sus funciones, deberes, inhabilidades e 
incompatibilidades, conflicto de intereses y de esta forma comprender el 
impacto de sus acciones y la posible materialización de una falta 
disciplinaria, es por tal razón que los congresistas al no poderles exigir 
por Constitución que sean profesionales, si debe el Estado garantizarles 
la capacitación en sus funciones y de esta forma mitigar el riesgo de la 
declaratoria de responsabilidad del Estado legislador.  
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En materia disciplinaria no existe violación al principio del non bis ídem 
115 ya que el Derecho disciplinario protege los deberes funcionales que al 
ser infringidos comprueban la ilicitud sustancial 116  El legislador como 
servidor público debe mostrar y ejercer un comportamiento ético, leal y 
responsable frente a los ciudadanos, en acatamiento del ordenamiento 
jurídico existente, que en pronunciamientos de la Corte Constitucional se 
establece:  
 
"La disciplina no es pues un fin en sí misma, sino una vía 
necesaria para la convivencia humana elevada a los más altos 
grados de civilización. Ella no anula la libertad si no que encausa 
hacia la pre factibilidad racional, Se trata entonces, de un proceso 
de formación de carácter, que tiende a la expresión humanística y 
humanitaria en sentido armónico."117 
 
Por mandato constitucional es el principio de primicia del interés general 
sobre el particular por lo tanto ante la lesividad de ordenamiento jurídico 
por parte del servidor público el Estado también tiene la obligación de 
cuestionar y sancionar su responsabilidad, en correspondencia con la 
moralidad pública.  
 
 
                                                        
115  Corte Constitucional de Colombia Sentencia C-521/09, MP. MARÍA VICTORIA 
CALLE CORREA.-"El derecho fundamental a no ser juzgado dos veces por el mismo 
hecho, pretende asegurar que los conflictos sociales que involucran consecuencias de 
tipo sancionatorio no se prolonguen de manera indefinida, además de evitar que un 
mismo asunto obtenga más de una respuesta de diferentes autoridades judiciales, en 
procesos que tengan identidad de sujeto, objeto y causa, siendo su finalidad última la 
de racionalizar el ejercicio del poder sancionatorio en general, y especialmente del 
poder punitivo. Por eso, no solo se aplica a quien está involucrado en un proceso 
penal, sino que en general rige en todo el derecho sancionatorio (contravencional, 
disciplinario, fiscal, etc.), pues el artículo 29 dispone que [el debido proceso se aplicará 
a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas, y el non bis in ídem hace 
parte de los derechos que se entienden asociados al debido proceso". 
116 GOMEZ PAVAJEAU CARLOS Y MOLANO LOPEZ MARIO, "la relación especial de 
sujeción", 2007, Bogotá, pág. 179, universidad externado. 
117 Corte Constitucional Colombiana, Sentencia T 578 de 2005 
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Es así como en los últimos años la responsabilidad de los miembros del 
congreso  ha sido materia de reproche y control por parte de la sociedad, 
no solo porque en el pasado algunos Representantes o Senadores 
tenían vínculos con grupos al margen de la Ley o conflicto de intereses, 
sino además por las funciones legislativas propias  de sus cargos al 
expedir normas que contravienen los tratados internacionales y la 
Constitución, o el debate desgastante de normas que no salen a luz 
jurídica, generando un nivel de malestar frente a la sociedad y la falta de 
legitimad sobre la máxima autoridad soberana del Estado.  
 
 
El servidor público debe encaminar su actuar en función del interés 
general y más cuando se tiene en su labor y función diaria la de tramitar 
y aprobar leyes que regulan las relaciones de los ciudadanos o sobre las 
que se dirige en materia social, política y económica la proyección de un 
país sostenible, como manifestación de la soberanía nacional teniendo 
repercusión directa sobre la realidad de los habitantes colombianos.  
 
 
Un proceso disciplinario por la responsabilidad es verdaderamente 
factible teniendo en cuenta que los congresistas como Servidores 
Públicos se encuentran en las relaciones especiales de sujeción que 
evidentemente afecta el servicio y de los cuales se espera la mayor 
diligencia, compromiso y lealtad en su obra frente al servicio público y el 
interés y bienestar general.  
 
 
Los Servidores Públicos118 al ostentar la calidad de autoridades deben 
con sus acciones y el cumplimiento de sus deberes funcionales proteger 
                                                        
118 Ley 80 de 1993 "Por la cual se expide el Estatuto General de Contratación de la 
Administración Pública", Artículo 2°.- De la Definición de Entidades, Servidores y 
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a todas las personas habitantes de Colombia en su vida, honra, bienes, 
creencia y demás derechos y libertades y más aún con la función 
legislativa además de asegurar el cumplimiento de los deberes sociales y 
fines del Estado como la prevalencia del interés general, la soberanía 
popular, la supremacía de la Constitución, la responsabilidad 
internacional y la división funcional del poder.  
 
 
Es obligación de los Servidores Públicos capacitarse en el área donde 
desempeñan su función, remunerar a los Servidores Públicos 
adecuadamente para que la administración pueda exigir con autoridad el 
cumplimiento de sus deberes de donde más puede venir un ejemplo 
inexorable.  
 
 
La responsabilidad de los poderes públicos es considerada como una 
sanción ya que obliga a reparar para evitar otros delitos y alentar a los 
destinatarios de la norma a que cumplan con sus deberes legales. Las 
leyes que generan responsabilidad son las expropiatorias dirigidas a la 
delimitación de un Derecho en particular y las leyes incidentales que 
causan daño incidental a la finalidad que persiguen produciendo un 
perjuicio anormal o un sacrificio especial.  
 
 
La actividad legislativa de cualquier Estado tiene efectos y 
responsabilidad frente a la comunidad internacional, a través del 
                                                                                                                                                                  
Servicios Públicos. Para los solos efectos de esta Ley: numeral 2o. Se denominan 
Servidores Públicos: a) Las personas naturales que prestan sus servicios 
dependientes a los organismos y entidades de que trata este artículo, con excepción 
de las asociaciones y fundaciones de participación mixta en las cuales dicha 
denominación se predicará exclusivamente de sus representantes legales y de los 
funcionarios de los niveles directivo, asesor o ejecutivo o sus equivalentes en quienes 
se delegue la celebración de contratos en representación de aquéllas". 
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establecimiento del alcance de los derechos y la extensión de sus 
obligaciones y las consecuencias sobre el patrimonio de sus 
destinatarios como el daño legislativo antijurídico relacionado con la 
responsabilidad de los poderes públicos.  
 
 
No se puede impulsar la petrificación del Derecho 119  en aras de la 
confianza legítima con el fin de adaptar las normas al interés del 
escenario económico y social actual de la realidad, pero si debe proteger 
sus modificaciones y la afectación legal a los perjudicados, además de 
procurar por la reparación integral.   
 
 
La aceptación de la responsabilidad del Estado legislador es fruto del 
Estado intervencionista y el pensamiento liberal de equivalencia entre 
igualdad, generalidad y abstracción de la Ley, a pesar de la amplia 
configuración legislativa en cabeza del Congreso y en consonancia con 
                                                        
119 Corte Constitucional de Colombia, Sentencia C-756/08 MP. MARCO GERARDO 
MONROY CABRA.-"La jurisprudencia de esta Corporación ha señalado cinco reglas 
interpretativas que permiten conocer cuáles son las regulaciones sobre derechos 
fundamentales que deben ser objeto de Ley estatutaria y en que casos corresponde al 
legislador ordinario establecer las limitaciones o restricciones del derecho, a saber: i) 
La reserva de Ley estatutaria en materia de derechos fundamentales es excepcional, 
en tanto que la regla general se mantiene a favor del legislador ordinario; ü) La 
regulación estatutaria u ordinaria no se define por la denominación adoptada por el 
legislador, sino por su contenido material. En consecuencia, el trámite legislativo 
ordinario o estatutario será definido por el contenido del asunto a regular y no por el 
nombre que el legislador designe; iii) mediante Ley estatutaria se regula únicamente el 
núcleo esencial del derecho fundamental, de tal forma que si un derecho tiene mayor 
margen de configuración legal, será menor la reglamentación por Ley estatutaria,' iv) 
las regulaciones integrales de los derechos fundamentales debe realizarse mediante 
Ley cualificada y, v) Los elementos estructurales esenciales del derecho fundamental 
deben regularse mediante Ley estatutaria. De esta forma, es claro que la regulación 
puntual y detallada del derecho corresponde al legislador ordinario. Al respecto, la 
Corte dijo que "las leyes estatutarias están encargadas de regular únicamente los 
elementos estructurales esenciales de los derechos fundamentales y de los 
mecanismos para su protección, pero no tienen como objeto regular en detalle cada 
variante de manifestación de los mencionados derechos o todo aquellos aspectos que 
tengan que ver con su ejercicio, porque ello conduciría a una petrificación del 
ordenamiento jurídico." 
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el derecho Internacional y la responsabilidad frente a terceros estados u 
organismo multilaterales, a través del control de constitucionalidad y 
convencionalidad de los sistemas de protección de derechos humanos 
regionales . 
  
La concepción de la Ley como dogma del Estado absolutista 
caracterizado de generalidad y como acto genuino de soberanía no 
susceptible de limitación, de carácter irreprensible de la soberanía es 
incompatible con la obligación de indemnizar y la esencia de la igualdad 
y generalidad de la Ley.  
 
ZANOBINI, GUIDO 120  "La responsabilidad del Estado y de los 
organismos públicos se basa sobre todo en el principio más fundamental 
de justicia distributiva, que tiende a evitar cualquier daño injustificado y 
que no se distribuye uniforme y equitativamente por todos los 
ciudadanos"121.  
 
 
La interpretación sistemática de la Ley puede traer inmersa en algunos 
casos la exigencia de responsabilidad o la conclusión de no querer 
generar perjuicios y por lo tanto se debe reconocer una indemnización, 
sin embargo el principal obstáculo es el amplio margen interno de 
legislación en cabeza del órgano legislativo y por lo tanto es más difícil 
de controlar.  
 
 
De acuerdo a GARCIA DE ENTERRIA los perjuicios ocasionados por la 
Ley son cargas legales y no daños. En la responsabilidad legislativa 
                                                        
120  GUIDO ZANOBINI-Corso  di Dirito, citado  por Itamar Santos Filho, “ la 
responsabilidaddel estado legisladoir por la leyes tributaraias inconsitutcionales y el 
enriquecimiento sin causa”página 171 
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debe darse los tres presupuestos jurídicos que presuponen la 
responsabilidad, perjudicado, nexo causal y el elemento subjetivo, para 
el caso se requiere la victima que ha sufrido el daño o el grupo de 
personas y el ente público que ha aprobado la norma causante del daño.  
 
Existen dos teorías sobre el nexo causal primero la causalidad eficiente o 
adecuada y la segunda la teoría de la equivalencia de las condiciones, la 
importancia de su aplicación consiste en la interferencia en la cadena 
causal de los hechos, en la primera solo estaría obligado a indemnizar el 
órgano que hace las leyes y en el segundo por el carácter solidario la 
totalidad de la Administración Pública.  
 
 
Es posible de igual forma la responsabilidad disciplinaria de los Miembros 
del Congreso derivada del incumplimiento de los tratados internacionales 
en los que ha cesado la soberanía por incumplimiento del Derecho 
comunitario e incumplir la Constitución que debe ser semejante a la 
responsabilidad y acuerdos internacionales.  
 
Muchas veces el ejercicio de los miembros del congreso lo hace su 
conveniencia como es el caso de los subsidios o pensiones 
convirtiéndose en un carrusel de privilegios y anuencias con el personal 
legislador representante del poder soberano de igual forma la 
declaración de inconstitucionalidad de una norma tributaria demuestra la 
falta de interés general, originado la obligación publica de reparar 
generalmente mediante la restitución de las sumas de dinero recaudadas 
al amparo de la norma ilegal. 
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3.4 Ruptura del Principio de Igualdad ante las Cargas Públicas y de la 
Confianza Legítima  
 
 
La inaplicabilidad del principio de igualdad ante las cargas públicas para 
los inversionistas extranjeros y los nacionales o violación de la justicia 
distributiva es materia de resarcimiento por parte del Estado, a pesar de 
la legalidad total de su actuación, de manera  excepcional y por equidad, 
cuando el obrar de tal modo, en beneficio de la  comunidad, por razón de 
las circunstancias de hecho en que tal actividad  se desarrolla, causa al 
administrado un daño especial, anormal, considerable,  superior al que 
normalmente deben sufrir los ciudadanos en razón de la especial 
naturaleza de los poderes y actuaciones del Estado, rompiéndose así la 
igualdad de los mismos ante a las cargas públicas, o a la equidad que 
debe reinar ante los sacrificios que importa para los administrados la 
existencia del Estado. 
 
 
Si excepcionalmente como en este caso y por un tratamiento de privilegio 
conferido por el Estado a una persona, atendida sus calidades, se 
produce un desequilibrio en su favor y en contra de otro que resulta 
damnificado y sin la posibilidad de demandar con fundamento en el 
hecho dañino ante su juez natural, es claro que hay un desequilibrio de 
las cargas públicas y que por ello el particular está habilitado para 
demandar al Estado en reparación con fundamento en su actuar 
complejo como ya se dijo, del artículo 13 de la Constitución Política.  
 
 
De no ser ello así, es decir si lo previsible no se consideró y el perjuicio 
se causó, no queda sino, en aplicación de la cláusula general de 
responsabilidad que, como quedó explicado, obliga a todas las ramas y 
órganos del poder a corregir el desequilibrio ante las cargas públicas 
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producto de la facultad normativa, sin perjuicio de una eventual 
inconstitucionalidad, aspecto este que no siempre impone la obligación 
de reparar y pero tampoco la impide, dada la independencia de la 
responsabilidad en cuanto medida de aplicación concreta, respecto de 
decisiones judiciales o administrativas de carácter general.  
 
 
Conforme con los criterios destacados en la jurisprudencia reseñada, la 
igualdad ante las cargas públicas y la confianza legítima se asemejan, en 
cuanto principios de rango constitucional, protegidos conforme con las 
disposiciones de los artículos 13, 83, 95 y 363 superiores, a los que está 
sujeta la función legislativa; el juicio de responsabilidad por el daño 
antijurídico ocasionado por la expedición de la Ley que afecta la igualdad 
ante las cargas públicas y la confianza legítima no se subordina a una 
declaración previa de inconstitucionalidad, de donde deviene que en 
ambos casos procede la responsabilidad por falla legislativa, al igual que 
el daño especial, apunta a no imponer cargas más allá de las que debe 
tolerar la generalidad de los asociados, en igualdad en condiciones.  
 
 
La responsabilidad disciplinaria de los miembros del Congreso por la 
vulneración del principio constitucional de la confianza requiere, en cada 
caso concreto, de la demostración de una expectativa legítima razonable, 
esto es del interés fundado en que el Derecho está siendo reconocido o 
que lo será en la oportunidad prevista. Como se observa, el daño 
especial y la vulneración de la confianza legítima, aunque ambos 
fundados en el principio de la igualdad ante las cargas públicas, difieren 
en cuanto a los intereses protegidos, sin embargo se complementan para 
impedir que, en nombre del interés general, mientras algunos se 
benefician otros resultan sacrificados, sin que su situación hubiese sido 
considerada.  
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3.5. Responsabilidad Disciplinaria de los miembros del Congreso   
 
 
El objeto de estudio, en atención a las repercusiones sociales y el 
fortalecimiento al Estado de opinión que ha generado la reforma a la 
justicia del año 2012 y la declaración de inexequibilidad nuevamente por 
parte de la Corte Constitucional de una Ley tributaria, que genera en la 
sociedad una conciencia de ilegitimidad, desorden y hasta caos en los 
poderes públicos abuso de la función pública, inseguridad e inestabilidad 
jurídica, ya que al ser las leyes después de la Constitución Política de 
Colombia artículo 4 de la Constitución. 
 
 
La Constitución es norma de normas. En todo caso de incompatibilidad 
entre la Constitución y la Ley u otra norma jurídica, se aplicarán las 
disposiciones constitucionales, el marco de equidad y justicia en el que el 
ciudadano y los Poderes Públicos deben propender para su 
cumplimiento y que en la actualidad la generación de leyes y su proceso 
genera pérdida de tiempo detrimento patrimonial y hasta indemnización o 
reparación o responsabilidad internacional, es consecuencia de la 
irresponsabilidad del ejercicio de los miembros del Congreso.  
 
 
De conformidad con la Constitución Política la Ley en Colombia, “artículo 
114.-Corresponde al Congreso de la República reformar la Constitución, 
hacer las leyes y ejercer control político sobre el gobierno y la 
administración”, es el órgano competente en el que se proyecta y planea 
las leyes, en cabeza de los senadores y representantes a la Cámara que 
deben cumplir para el procedimiento de creación con la Ley 5 de 1992 
"Por la cual se expide el Reglamento del Congreso; el Senado y la 
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Cámara de Representantes", los cuales además se organizan a través 
de grupos de trabajos para formular un proyecto de Ley que pasa por los 
controles y procedimientos de constitución para su aprobación, pero que 
sin embargo y a pesar de existir la supremacía de los valores y principios 
constitucionales, se ejecutan trabajos legislativos que daña, desconoce 
repetidamente las garantías y derechos del orden constitucional e 
internacional, como los que se mencionaron anteriormente.  
 
Sin embargo aun teniendo de presente los errores y la calidad de 
congresistas que tiene el país, que su producción intelectual desplegada 
en los proyectos de Ley carece de estudio y seriedad, en contravía de los 
sueldos tan significantes y pensiones que devengan, muy a pesar de que 
la Constitución no exige la profesionalización para ser congresistas si se 
espera la mayor responsabilidad y esmero frente a una función pública, 
altiva y meritoria de los mayores halagos por la responsabilidad y el 
trascender político del país que tiene en el fondo la tramitación de la 
leyes, que al final repercute en la estabilidad jurídica y la imagen de 
control normativo. 
 
Aunque en la actualidad en Colombia no existe responsabilidad 
disciplinaria del Estado legislador, hipotéticamente por que debe ser la 
Ley misma quien determine los factores tipicidad, antijuridicidad y 
culpabilidad que corresponden al reproche disciplinario y como son los 
mismos congresistas quienes deben expedirla, no debe haber ningún 
interés para su tramitación, de igual forma existe la responsabilidad 
disciplinaria del funcionario público establecida en el marco general de la 
Ley 734 de 2002, que tiene como objeto las sanciones individuales o por 
la otra vía las sanciones propias del reglamento interno de los partidos 
políticos, alternativas pocas veces usadas que están generando 
impunidad y despotismo e ilegalidad en el Estado.  
 
Página 145 de 171 
 
Los proyectos de Ley presentados y probados por los congresistas que 
en el futuro en la vigencia causen daños a una persona o a un grupo de 
personas, sea declarado inexequible o no deben ser materia de 
reparación, indemnización y por supuesto de declaración de 
responsabilidad disciplinaria de los miembros del Cpngreso, de 
conformidad con lo establecido en el actual código disciplinario único Ley 
734 de 2002. 
 
 
“Artículo 50. Faltas graves y leves. Constituye falta disciplinaria 
grave o leve, el incumplimiento de los deberes, el abuso de los 
derechos, la extralimitación de las funciones, o la violación al 
régimen de prohibiciones, impedimentos, inhabilidades, 
incompatibilidades o conflicto de intereses consagrados en la 
Constitución o en la Ley. La gravedad o levedad de la falta se 
establecerá de conformidad con los criterios señalados en el 
artículo 43 de este código. Inciso declarado EXEQUIBLE por la 
Corte Constitucional mediante Sentencia C-158 de 2003”. 
 
En consideración a la calidad y respeto que merecen los honorables 
congresistas de Colombia y en ese sentido el grado de responsabilidad y 
afianzamiento que se espera de ellos y en ese orden de ideas el actuar 
lógico, prudente y legal de tramitar y expedir una Ley conforme a las 
normas y principios constitucionales del ordenamiento jurídico, es decir 
de conformidad con las funciones y deberes a los que está obligado a 
cumplir y hacer cumplir como Servidores Públicos.  
 
 
En principio es obligación del Estado resarcir las lesiones en 
consecuencias de su actividad lícita o ilícita, irregular o dañosa, en el 
patrimonio económico y moral de los administrados, que no tengan la 
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obligación de soportarlo, en su calidad de sujeto pasivo de la relación 
obligacional establecida con los particulares, con el fin de proveer por el 
Estado de las cosas anterior a la ocurrencia del daño.  
 
 
El régimen de responsabilidad del Estado presupone la existencia de la 
imputabilidad del Estado y la atribución jurídica, pero la propuesta del 
presente estudio consiste en la iniciación de la actuación disciplinaria al 
congresista tramitador del proyecto de la Ley y los congresistas que la 
aprobaron con efectos hacia el futuro y que consecuentemente genero 
responsabilidad disciplinaria de los miembros del Congreso al causar un 
daño cierto a una persona o a un grupo de personas, previa verificación 
del nexo causal, así sea declarada inconstitucional o no.  
 
 
Atendiendo a los factores que generan responsabilidad en materia 
disciplinaria y en correspondencia con el derecho fundamental 
constitucional del debido proceso, el Estado es el titular de la potestad 
disciplinaria de conformidad con la Ley 734 de 2012 o el esperado 
Código General del Proceso, en cabeza de competencia preferente de la 
Procuraduría General de la Nación, a la que se le atribuye legalmente la 
funcional legal de la actuación disciplinaria. 
 
 
De igual forma en correspondencia al principio de legalidad de la Ley 734 
de 2012 "Artículo 4°. Legalidad. El servidor público y el particular en los 
casos previstos en este Código sólo serán investigados y sancionados 
disciplinariamente por comportamientos que estén descritos como falta 
en la Ley vigente al momento de su realización." los comportamientos o 
actuaciones que pueden ser objeto de investigación disciplinaria deben 
estar en la Ley tipificados como falta previo a su comisión, que para el 
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caso de la responsabilidad del Estado legislador, ya se encuentran en el 
código disciplinario único, en atención a los deberes generales de los 
Servidores Públicos:  
 
“Artículo 34. Deberes. Son deberes de todo servidor público:  
 
•1. Cumplir y hacer que se cumplan los deberes contenidos en la 
Constitución, los tratados de Derecho Internacional Humanitario, 
los demás ratificados por el Congreso, las leyes, los decretos, las 
ordenanzas, los acuerdos distritales y municipales, los estatutos 
de la entidad, los reglamentos y los manuales de funciones, las 
decisiones judiciales y disciplinarias, las convenciones colectivas, 
los contratos de trabajo y las órdenes superiores emitidas por 
funcionario competente.  
 
• 10. Realizar personalmente las tareas que le sean confiadas, 
responder por el ejercicio de la autoridad que se le delegue, así 
como por la ejecución de las órdenes que imparta, sin que en las 
situaciones anteriores quede exento de la responsabilidad que le 
incumbe por la correspondiente a sus subordinados. 
 
• 11. Dedicar la totalidad del tiempo reglamentario de trabajo al 
desempeño de las funciones encomendadas, salvo las 
excepciones legales.  
 
Faltas estipuladas objeto de responsabilidad disciplinaria del 
Estado legislador:  
 
Artículo 48. Faltas gravísimo. Son faltas gravísimas las siguientes:  
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"1. Realizar objetivamente una descripción típica consagrada en 
la ley como delito sancionable a título de dolo, cuando se corneta 
en razón, con ocasión o corno consecuencia de la función o 
cargo, o abusando del mismo", en correspondencia con el artículo 
411 de la Ley 599 de 2000". Tráfico de influencias de servidor 
público. El servidor público que utilice indebidamente, en 
provecho propio o de un tercero, influencias derivadas del 
ejercicio del cargo o de la función, con el fin de obtener cualquier 
beneficio de parte de servidor público en asunto que éste se 
encuentre conociendo o haya de conocer, (...)."  
 
En correspondencia con lo descrito en el nuevo Código General 
Disciplinario se propone establecer la siguiente falta: “Artículo 63. Faltas 
relacionadas con la moralidad pública, numeral 7. “Ofrecer el servidor 
público, directa o indirectamente, la vinculación de recomendados a la 
administración o la adjudicación de contratos a favor de determinadas 
personas, con ocasión o por razón del trámite de un proyecto legislativo 
de interés para el Estado o solicitar a los congresistas, diputados o 
concejales tales prebendas aprovechando su intervención en dicho 
trámite”. Estipulación normativa hacia el futuro que demuestra 
evidentemente que la responsabilidad disciplinaria de los miembros del 
Congreso tiene plena valides en el contexto actual de corrupción de 
algunos congresistas, ratificado por las investigaciones y condenas por 
para política y FARC política que han enfrentado algunos congresistas, 
que hasta se propuso por parte de los partidos políticos el cambio o 
reforma absoluta del Congreso. 
 
 
La tipificación de las conductas anteriormente descritas, en la realidad se 
puede efectuar superficialmente, ya que es de conocimiento público que 
en épocas de campaña se realizan muchas alianzas estrategias en las 
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regiones del país que después en la posesión como congresistas y 
ejercicio de sus cargo se tramitan leyes con sellos personales en las que 
se pagan los favores políticos en contraprestación a los apoyos 
económicos recibidos en la campaña, por tal razón muchas veces de 
igual forma los partidos políticos se alían para la votación de ciertos 
proyectos de Ley que benefician algunos particulares en menoscabo de 
los Derechos de una o un grupo de personas.  
 
 
Sin embargo, a pesar de no existir específicamente la tipificación de una 
falta en correspondencia a las actuaciones que generan responsabilidad 
para los miembros del Congreso, desde el presente estudio se propone 
crear las siguientes redacciones de faltas disciplinarias en 
correspondencia a la normativa de aplicación de principios e integración 
normativa del Código Disciplinario Único, "Ley 734 de 2012, Artículo 21. 
Aplicación de principios e integración normativa. En la aplicación del 
régimen disciplinario prevalecerán los principios rectores contenidos en 
esta Ley y en la Constitución Política. En lo no previsto en esta Ley se 
aplicarán los tratados internacionales sobre Derechos Humanos y los 
convenios internacionales de la OIT ratificados por Colombia, y lo 
dispuesto en los códigos Contencioso Administrativo, Penal, de 
Procedimiento Penal y de Procedimiento Civil en lo que no contravengan 
la naturaleza del Derecho Disciplinario", de la siguiente forma:  
 
1. Tramitar proyectos de Ley que vulneren, desconozcan y la 
Constitución y los tratados y convenios referentes a Derechos 
Humanos.  
 
2. Votar por proyectos de Ley que vulneren, desconozcan y la 
Constitución y los tratados y convenios referentes a Derechos 
Humanos.  
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3. Realizar alianzas estrategias para tramitar, votar y aprobar leyes 
que vulneren, desconozcan la Constitución y los tratados y convenios 
referentes a Derechos Humanos. 
 
5. Tramitar, votar y aprobar leyes que vulneren, desconozcan y la 
Constitución y los tratados y convenios referentes a Derechos 
Humanos y consecuentemente generen responsabilidad 
disciplinaria de Estado legislador.  
 
Así mismo en consecuencia con los factores que genera responsabilidad 
en materia disciplinaria se encuentra la ilicitud sustancial que se traduce 
en la antijuridicidad de la falta disciplinaria y la afectación al deber 
funcional sin justificación alguna, "Ley 734 de 2012, Artículo 5°. Ilicitud 
sustancial. La falta será antijurídica cuando afecte el deber funcional sin 
justificación alguna", que para el caso de la responsabilidad disciplinaria 
de los miembros del Congreso con la tramitación, votación y aprobación 
de leyes en manifiesta contraposición con la Constitución o tratados y 
convenios internaciones sobre derechos fundamentales, se está violando 
el deber funcional del servicio público de tramitación de leyes del orden 
nacional. 
 
 
 En consecuencia, el abuso de la soberanía constitucional en cabeza de 
este órgano y de paso genera detrimento patrimonial respecto de los 
sueldos pagados en los meses en que se tramito la Ley abiertamente 
antijurídica. En conclusión, la ilicitud sustancial se traduce en la 
afectación al servicio público de tramitación de leyes que son las que 
generan el marco normativo del ordenamiento jurídico del país, ya que 
sin leyes el Estado no sería regulado ni de esencia social de Derecho.  
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La aprobación de leyes que generen responsabilidad disciplinaria de los 
miembros del Congreso, genera zozobra de ineptitud, inestabilidad e 
inseguridad jurídica respecto de los poderes públicos y el ordenamiento 
interno con graves repercusiones en la responsabilidad internacional del 
Estado.  
 
 
De igual forma para que una actuación o comportamiento sea 
considerado falta además de la legalidad, e ilicitud sustancial se requiere 
de la culpabilidad como la intención, conciencia o no de su comisión a 
título de dolo o culpa "Ley 734 de 2012, Artículo 13. Culpabilidad. En 
materia disciplinaria queda proscrita toda forma de responsabilidad 
objetiva. Las faltas sólo son sancionables a título de dolo o culpa.", es así 
que al tramitar leyes que generen responsabilidad disciplinaria que violen 
o se encuentre en contravía con la Constitución o tratados y convenios 
internaciones sobre derechos fundamentales, ya sea por intenciones 
pasionales como el pago de dadivas o por falta de especialización, 
conocimiento o investigación de la tramitación de la Ley frente 
Constitución o tratados y convenios internaciones sobre derechos 
fundamentales, se encuentran encajadas se reprochan estas conductas 
a título de dolo o de culpa y esta última más que todo por negligencia, en 
el conocimiento previo de las supra leyes que se desconocen con la 
tramitación de leyes.  
 
 
Por último, se debe tener en cuenta que con la tramitación de leyes en 
contravía de la Constitución o tratados y convenios internaciones sobre 
derechos fundamentales, explícitamente se está desconociendo los 
deberes de los Servidores Públicos de la Ley 734 de 2012, artículo 34 y 
lo establecido en la Ley 5 de 1992, "Artículo 4o. Jerarquía de la 
Página 152 de 171 
 
Constitución. “La Constitución es norma de normas. En todo caso de 
Incompatibilidad entre la Constitución y esta Ley de Reglamento u otra 
norma jurídica, se aplicarán las disposiciones constitucionales."  
 
Además de los estipulado en la Constitución Política de Colombia  
 
• ARTICULO 2. Las autoridades de la República están instituidas 
para proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su 
vida, honra, bienes, creencias, y demás Derechos y libertades, y 
para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y 
de los particulares.  
 
• ARTICULO 4. La Constitución es norma de normas. En todo caso 
de incompatibilidad entre la Constitución y la Ley u otra norma 
jurídica, se aplicarán las disposiciones constitucionales. 
 
Es deber de los nacionales y de los extranjeros en Colombia acatar 
la Constitución y las leyes, y respetar y obedecer a las autoridades.  
 
• ARTICULO 6. Los particulares sólo son responsables ante las 
autoridades por infringir la Constitución y las leyes. Los Servidores 
Públicos lo son por la misma causa y por omisión o extralimitación 
en el ejercicio de sus funciones.  
 
 Por lo tanto, en la actualidad existe el marco normativo de cual el juez 
competente se pueda arraigar para gestionar y finalizar la 
responsabilidad disciplinaria de los miembros del Congreso colombiano. 
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3.5.1 Objeciones al Código General Disciplinario 
 
 
Actualmente se vislumbra posiblemente otro caso de responsabilidad 
disciplinaria del Estado legislador y específicamente con el nuevo Código 
General Disciplinario, como resultado de las objeciones por 
inconveniencia e inconstitucionalidad que formulo el Presiente Santos y 
que se encuentran a la espera de la decisión definitiva por parte del 
Congreso. 
 
Las razones fundamentales de objeción son la violación de los artículos 
13, 29 y 93 122  de la Constitución Política, como por ejemplo en los 
procesos disciplinarios donde la víctima no tenga de igual forma la 
calidad de quejoso no puede solicitar la revocatoria directa del acto 
administrativo contentivo de la determinación de la exclusión de falta 
disciplinaria y libre de responsabilidad del investigado.  
 
                                                        
122 Constitución política de Colombia –ARTICULO 13.Todas las personas nacen libres 
e iguales ante la ley, recibirán la misma protección y trato de las autoridades y gozarán 
de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por 
razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o 
filosófica.-El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y 
efectiva y adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados.- El 
Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición económica, 
física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará 
los abusos o maltratos que contra ellas se cometan.- ARTICULO 29.El debido proceso 
se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas. -Nadie podrá ser 
juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o 
tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada 
juicio.- En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se 
aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable. Toda persona se presume 
inocente mientras no se la haya declarado judicialmente culpable. Quien sea sindicado 
tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un abogado escogido por él, o de oficio, 
durante la investigación y el juzgamiento; a un debido proceso público sin dilaciones 
injustificadas; a presentar pruebas y a controvertir las que se alleguen en su contra; a 
impugnar la sentencia condenatoria, y a no ser juzgado dos veces por el mismo 
hecho.Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido 
proceso.-ARTICULO  93. Los tratados y convenios internacionales ratificados por el 
Congreso, que reconocen los derechos humanos y que prohíben su limitación en los 
estados de excepción, prevalecen en el orden interno.- Los derechos y deberes 
consagrados en esta Carta, se interpretarán de conformidad con los tratados 
internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia. 
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Lo anterior en contraposición explicita del derecho al debido proceso y 
los fines de los derechos de las víctimas como verdad, justicia y 
reparación123 impidiendo incluso el ejercicio de los derechos como sujeto 
procesal del proceso disciplinario.  
 
                                                        
123 Ley 1448 de 2011 Por la cual se dictan medidas de atención, asistencia y 
reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno y se dictan otras 
disposiciones-ARTÍCULO 23. DERECHO A LA VERDAD. Las víctimas, sus familiares 
y la sociedad en general, tienen el derecho imprescriptible e inalienable a conocer la 
verdad acerca de los motivos y las circunstancias en que se cometieron las 
violaciones de que trata el artículo 3° de la presente Ley, y en caso de fallecimiento o 
desaparición, acerca de la suerte que corrió la víctima, y al esclarecimiento de su 
paradero. La Fiscalía General de la Nación y los organismos de policía judicial 
deberán garantizar el derecho a la búsqueda de las víctimas mientras no sean 
halladas vivas o muertas.- El Estado debe garantizar el derecho y acceso a la 
información por parte -de la víctima, sus representantes y abogados con el objeto de 
posibilitar la materialización de sus derechos, en el marco de las normas que 
establecen reserva legal y regulan el manejo de información confidencial.- ARTÍCULO 
24. DERECHO A LA JUSTICIA. Es deber del Estado adelantar una investigación 
efectiva que conduzca al esclarecimiento de las violaciones contempladas en el 
artículo 3° de la presente Ley, la identificación de los responsables, y su respectiva 
sanción.- víctimas tendrán acceso a las medidas de atención, asistencia y reparación 
contempladas en esta ley o en otros instrumentos legales sobre la materia, sin 
perjuicio de su ejercicio del derecho de acceso a la justicia.- ARTÍCULO 25. 
DERECHO A LA REPARACIÓN INTEGRAL. Las víctimas tienen derecho a ser 
reparadas de manera adecuada, diferenciada, transformadora y efectiva por el daño 
que han sufrido como consecuencia de las violaciones de que trata el artículo 3° de la 
presente Ley.- La reparación comprende las medidas de restitución, indemnización, 
rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición, en sus dimensiones individual, 
colectiva, material, moral y simbólica. Cada una de estas medidas será implementada 
a favor de la víctima dependiendo de la vulneración en sus derechos y las 
características del hecho victimizante.- Parágrafo 1º. Las medidas de asistencia 
adicionales consagradas en la presente ley propenden por la reparación integral de las 
víctimas y se consideran complementarias a las medidas de reparación al aumentar su 
impacto en la población beneficiaria. Por lo tanto, se reconoce el efecto reparador de 
las medidas de asistencia establecidas en la presente ley, en la medida en que 
consagren acciones adicionales a las desarrolladas en el marco de la política social 
del Gobierno Nacional para la población vulnerable, incluyan criterios de priorización, 
así como características y elementos particulares que responden a las necesidades 
específicas de las víctimas.- No obstante este efecto reparador de las medidas de 
asistencia, estas no sustituyen o reemplazan a las medidas de reparación. Por lo 
tanto, el costo o las erogaciones en las que incurra el Estado en la prestación de los 
servicios de asistencia, en ningún caso serán descontados de la indemnización 
administrativa o judicial a que tienen derecho las víctimas.- Parágrafo 2º. La ayuda 
humanitaria definida en los términos de la presente ley no constituye reparación y en 
consecuencia tampoco será descontada de la indemnización administrativa o judicial a 
que tienen derecho las víctimas. 
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Otra de las refutaciones al Código General Disciplinario es que con la 
incorporación de los principios de especialidad y subsidiaridad, en 
correspondencia con la tipicidad disciplinaria, se está desconociendo el 
artículo 29 de la Constitución, ya que cuando una acción no se adecue a 
la falta disciplinaria se acudiría por suplencia los tipos penales, 
desconociendo la especialidad de las faltas gravísimas por ejemplo, y la 
supeditación de que un juez declare la comisión de un delito para 
justificar la tipicidad de una falta e iniciar el proceso disciplinario.  
 
 
De las objeciones realizadas por el Gobierno y ante la posibilidad de que 
sean aceptadas por el Congreso, queda el interrogante si el trabajo 
legislativo se está realizando en cumplimiento de la Constitución y de la 
leyes especialmente de la ley 5 de 1992124, y si nos encontramos ante la 
futura demanda de inconstitucionalidad si se llegase a expedir el Código 
General Disciplinario, sin tomar en cuenta las objeciones, que en el 
evento que sea declarada inconstitucional por parte de la Corte 
Constitucional, se estaría frente a un caso más de responsabilidad del 
Estado Legislado, toda vez que los procesos que se adelanten y decidan 
de fondo en el tiempo que estuvo vigente la Ley, podrían dirigirse hacia 
la ilegalidad o inconstitucionalidad. 
 
Los disciplinados sancionados, bajo la vigencia de la ley declarada 
inconstitucional en el futuro, podrían demandar la responsabilidad del 
Estado e inclusive la de los miembros del Congreso, por haber tramitado 
y expedido una ley abiertamente contraria en primer lugar a las 
obligaciones internacionales del Estado, especialmente con la ONU o el 
                                                        
124 Por la cual se expide el Reglamento del Congreso; el Senado y la Cámara de 
Representantes". 
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Pacto de San José125 y al ordenamiento jurídico interno, además del 
desperdicio y desgaste en los sueldos y tiempo que duro el tramite 
interno en el Congreso.  
 
3.5.2 Acto Legislativo sobre Equilibrio de Poderes 
 
 
Otro de los ejemplos que otorga el ejercicio legislador en Colombia es el 
trámite y expedición del acto legislativo sobre la reforma de equilibrio de 
poderes, que ya desde su origen se concibe como una reforma 
acondicionada, acomodada, irrespetuosa ante los principio del Estado 
Social de Derecho aunque legal, ya que el acto legislativo  fue constituido 
por el ejecutivo y su trámite ante la Cámara de Representantes y el 
Senado fue impulsado de igual forma por la rama ejecutiva en cabeza del  
Ministerio de Justicia, de la presidencia en su momento y del interior. Tal 
vez por la falta de iniciativa, conciencia nivel de profesionalismo en los 
congresistas y sus equipos de trabajo, ya que en principio los actos 
legislativos y proyectos de Ley deben originarse de los congresistas, es 
la esencia de su función. 
 
 
Razón por la cual es cuestionable, con fundamento o no que el proyecto 
de equilibrio de poderes sea gestionado por la rama ejecutiva, 
desconociendo la independencia de las ramas que componen y permiten 
el funcionamiento equilibrado y objetivo del Estado Social de Derecho, 
sin embargo a acudiendo al principio de la buena fe, de igual forma es 
cierto que la realidad evidencia, el problema que afronta la rama judicial, 
por falta de presupuesto, personal idóneo, aumento de la criminalidad, 
                                                        
125 LEY 16 de 1972 por medio de la cual se aprueba la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos "Pacto de San José de Costa Rica", firmado en San José, Costa 
Rica, el 22 de noviembre de 1969". 
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corrupción entre otros males, y ante la ausencia  y omisión  del ejercicio 
legal y mandatorio del congreso, es pues el jefe de gobierno, quien 
asume la responsabilidad e intenta cimentar la nueva estructura de la 
rama, como respuesta a la desesperada realidad.   
 
 
El acto legislativo contempla 26 artículos de los cuales reforma 23 
artículos de la Constitución Política es decir, el ordenamiento jurídico en 
Colombia ha sido reformado, especialmente con la eliminación de la 
reelección presidencial, la Comisión de Acusaciones y el Consejo 
Superior de la Judicatura, además de la creación de una comisión de 
aforados que se encargara de investigar a los Magistrados y el Fiscal 
General de la Nación.    
  
 
Con la entrada en vigencia del acto legislativo sobre equilibrio de 
poderes, especialmente con la eliminación del Consejo Superior de la 
Judicatura, así sea por mandato del acto legislativo en cabeza del 
constituyente secundario, se establece el escenario de reclamación y 
posible responsabilidad del Estado en cabeza del legislador 
considerando los derechos adquiridos de los magistrados que fueron 
elegidos por un periodo de manera legal y que van hacer eliminados de 
la rama ejecutiva. Lo anterior que genera rompimiento al principio de 
confianza legítima, muy a pesar que en el mismo acto legislativo se 
establece que los magistrados ejercerán hasta que se cree el nuevo 
organismo  
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CONCLUSIONES 
 
En la actualidad no cabe duda y se reafirma con amplia doctrina, 
jurisprudencia y sobre todo fundamentos normativos vinculantes de 
carácter internacional y nacional sobre la existencia y fuerza coercitiva de 
la responsabilidad de carácter estatal y sus distintas modalidades y 
procedimientos para lograr su reconocimiento, pero lo más importante 
agilizar y lograr la efectividad de la indemnización o reparación en todo 
caso de forma integral.  
 
En distintos ordenamientos jurídicos a nivel mundial el reconocimiento de 
la responsabilidad por parte del Estado tiene origen en el establecimiento 
de la moderna concepción del Estado Social y más recientemente del 
Estado Social de Derecho constitucional y con esto la evolución de la 
división del Poder Público, el reforzamiento de los principios de equilibro 
ante las cargas públicas, legalidad y responsabilidad.  
 
El reconocimiento y afianzamiento de la responsabilidad en cabeza del 
Estado, tiene mayor compromiso y al mismo tiempo su límite frente a los 
sistemas internacionales y los órganos que los representan, como las 
Naciones Unidas o la Convención de San José para la región 
latinoamericana, ya que estos al ejercer medidas de carácter económico 
o político, generan presión o coerción sobre la normatividad y 
ordenamiento jurídico interno un país para que proceda el 
reconocimiento de la responsabilidad estatal.  
 
Sin embargo como se evidencia en el capítulo primero de este trabajo, 
no es común a todos los países el reconocimiento de la responsabilidad 
por parte del Estado, ya que sus ordenamientos jurídicos con 
fundamento en la soberanía y generalidad de la Ley no permiten el 
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reconocimiento de responsabilidad estatal como en Francia, donde se 
reconoce la existencia del daño o perjuicio, el restablecimiento o 
indemnización a la víctima, pero solo bajo la perspectiva de ayuda y 
colaboración que el Estado debe a su sociedad. 
 
Dentro del estudio de la responsabilidad estatal, la doctrina se ha 
encargado de justificarla en el ámbito normativo bajo las distintas figuras 
de responsabilidad; sin embargo a la fecha la responsabilidad por acción 
u omisión del Estado en cabeza del legislador o poder legislativo, ha sido 
poco estudiada y en algunos países no han sido reconocidas, con 
fundamento en las distintas teorías que se argumentan, entre ellas la 
teoría negativa que establece que la universalidad y generalidad de la 
Ley como característica esencial de la misma no tiene como finalidad 
primordial la causación de perjuicios. Es así que el reconocimiento de la 
responsabilidad del Estado legislador en países como España y 
Alemania, han sido creación en el ámbito jurisprudencial, cada uno con 
sus propias características y fundamentos. 
 
Algunas corrientes doctrinales estiman que la responsabilidad del Estado 
legislador, solo puede ser posible bajo el rompimiento del principio de 
igualdad antes las cargas públicas y violación a los principios 
constitucionales, toda vez que la Ley es de carácter universal y en tal 
sentido la posible futura indemnización por los daños causados  por 
aplicación de una Ley, solo debe ejecutarse si esta lo dispone, so pena 
de desconocimiento de la Ley. 
 
 
Sin embargo, a esta teoría se contrapone la teoría positiva sobre el 
reconocimiento de la responsabilidad del Estado legislador, como 
consecuencia de la abolición del Estado absolutista, el Estado social 
democrático, que bajo su ordenamiento jurídico imponen la 
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responsabilidad en cualquieras de sus ramas o funciones públicas, ya 
sea por omisión o acción, incluida de igual forma el poder legislativo.   
 
 
En Colombia escasas sentencias abordan el tema de la responsabilidad 
del Estado Legislador a través del hilo conductor de la eliminación en el 
ordenamiento jurídico de una Ley, que conlleva al aumento de 
sentencias moduladas y la posible usurpación de funciones entre la rama 
legislativa y judicial desconociendo el principio de superación de poderes 
públicos. 
 
El reconocimiento de la responsabilidad del Estado debe tener suficiente 
impacto en el daño y transgresión a los pilares constitucionales y el 
ordenamiento jurídico de Estado Social de Derecho, que generen 
cambios en el escenario político que no contribuyan a la petrificación del 
derecho. 
 
Una vez se tiene certeza sobre los fundamentos de la responsabilidad en 
cabeza del Estado, con la investigación se desarrollaron los elementos 
preexistentes en el ordenamiento jurídico que direccionan la 
responsabilidad del Estado legislador en el ámbito disciplinario, aunque 
en la actualidad no existe materia de investigación alguna, ya que los 
doctrinantes se refieren solo a la generalidad de la responsabilidad o la 
responsabilidad disciplinaria en el ámbito particular pertinente a los 
Funcionarios Públicos, especialmente en Colombia no existe estudios 
que observen la propuesta realizada en esta tesis, hasta ahora se puede 
decir que tan solo el derecho disciplinario está iniciando como rama 
independiente del Derecho penal y administrativo. 
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A pesar de que la responsabilidad disciplinaria tiene su objeto de estudio, 
investigación y sanción al Funcionario Público en materia individual 
también es cierto que en cabeza del Estado se encuentra el efectivo y 
responsable ejercicio de la función pública en sus distintas modalidades, 
para el caso el ejercicio de la legislación la producción de las leyes que 
regulan el ordenamiento interno y que por lo tanto bajo el principio de la 
responsabilidad e igualdad ante las cargas públicas se justifica la 
imposición de responsabilidad disciplinaria del Estado legislador, a pesar 
de que en la actualidad no existan argumentos de grandes pensadores o 
doctrinantes ni mucho menos normas exegéticas que puedan sustentar 
la posición expuesta.  
 
 
Sin embargo el carácter de estaticidad del derecho, que establecen los 
ordenamiento jurídicos, bajo el concepto de la confianza legítima, trae 
como consecuencia la falta de debates o de pronunciamientos profundos 
por parte de la rama judicial de temas como la responsabilidad 
disciplinaria de los miembros del Congreso; a esto se suma la paradoja 
de falta de legislación sobre la materia, pues son los mismos Servidores 
Públicos los futuros disciplinados y al mismo tiempo los encargados de 
tramitar las leyes que los disciplinan y controla, vislumbrando 
manifiestamente  el desinterés obvio. 
 
De igual forma en el Derecho disciplinario, no existe norma ni amplia ni 
general que sustente específicamente la responsabilidad disciplinaria de 
los miembros del Congreso, pero si  es viable la configuración de 
responsabilidad bajo la aplicación de los númerus apertus de infracción a 
las normas en especial  de carácter constitucional, de que los Servidores 
Públicos pueden ser objeto de sanción en este caso los operadores 
legislativos cuando desconocen los principios de responsabilidad y 
equilibrio ante las cargas públicas, cuando tramitan un proyecto de Ley 
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en contra de la Constitución o que causa perjuicios generales a la 
sociedad como ya ha sido objeto de pronunciamiento por parte de la 
Corte Constitucional.  
 
El fundamento normativo imperativo de la responsabilidad del Estado, se 
encuentra en el artículo 90 de la Constitución, independientemente de la 
división funcional, así como los principios y valores en los que se 
sustenta la Carta Magna, entre ellos los principios de responsabilidad, 
equilibrio ante las cargas públicas, legalidad y la confianza legítima, 
fundamentos jurídicos en los que se puede sustentar la responsabilidad 
disciplinaria de los miembros del Congreso al obviar y tramitar leyes u 
omitir la expedición de leyes que tienen como consecuencia daños o 
perjuicios a un grupo de personas, a una persona o a la comunidad. 
 
 
Se tiene fundamentos normativos, a través de correspondencia o 
analogía con normas supremas de la Constitución, Ley 734 de 2002 y 
Ley 5 de 1992, entre otras, para indilgar responsabilidad disciplinaria a 
los miembros del Congreso a través de la legalidad, ilicitud sustancial y 
culpabilidad de las actuaciones que generan responsabilidad 
disciplinaria, en cabeza del Congreso divido en Senado y Cámara de 
Representantes, considerando el tiempo, el tramite, el pago de costosos 
sueldos y demás actuaciones administrativas que generaron desgaste y 
pérdida de tiempo en el trámite y aprobación de leyes que en el futuro 
deben ser declaradas inconstitucionales y además indemnizar a los que 
les perjuicios su expedición.  
 
Tramites, tiempo y actuaciones que  hubiesen podido ahorrar u optimizar, 
una vez los legisladores y el grupo asesor de los ponentes y tramitadores 
de proyectos de Ley hubiesen revisado la normatividad vigente y sobre 
todo conocimiento y apego a los principios constitucionales en 
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concordancia con las responsabilidades asumidas frente a los 
organismos de carácter internacional.  
 
La responsabilidad disciplinaria de los miembros del Congreso, se 
evidencia y justifica en un Estado social democrático y de derecho como 
respuesta al principio de responsabilidad pública por las actuaciones u 
omisiones por parte de los legisladores, en equivalencia al principio de 
igualdad ante las cargas públicas y consolidación del Estado como eje 
dinamizador, protector y promotor de los Derechos Humanos y el 
impedimento a la acusación de perjuicios a su sociedad, anclando y 
legitimando la prevalencia del interés general y supremacía de los 
Derechos Humanos. 
 
 
La responsabilidad disciplinaria de los miembros del Congreso en 
Colombia se justifica como afianzamiento de la estabilidad jurídica y 
confianza legítima, como mecanismo de control a los poderes públicos y 
sometimiento a la soberanía.  
 
El reconocimiento de la responsabilidad disciplinaria de los miembros del 
Congreso en Colombia y su posterior indemnización o reparación, tiene 
correspondencia con los postulados de los sistemas de protección de los 
derechos humanos, responsabilidad internacional y evolución del Estado 
Social del Derecho que nos compromete ajustar el ordenamiento jurídico 
interno, en correspondencia con los principios de la función pública y el 
artículo 90 de la Constitución Política. El Estado en conjunto debe tener 
toda la prevención y reconocimiento a los límites del ordenamiento 
jurídico interno y externo de conformidad con la confianza legítima que 
reposa en el por parte de la sociedad. 
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